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I- INTRODUCCIÓN 

 

La doctrina especializada no presenta una posición uniforme respecto de la Ley 26.639 

y de la propuesta de modificación hoy formalizada en la Ley 27.804. 

La diversidad de posiciones doctrinarias evidencia que el debate en torno a la Ley 

26.639 y a sus eventuales modificaciones excede una dicotomía entre conservación y 

producción. 

Las posiciones planteadas por especialistas involucran discusiones complejas sobre el 

alcance del principio de no regresión ambiental, la interpretación del concepto de 

ambiente periglacial, la distribución de competencias en el federalismo ambiental 

argentino y las condiciones necesarias para compatibilizar la protección de ecosistemas 

estratégicos con el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales. 

En este contexto, el análisis doctrinario constituye un insumo fundamental para evaluar 

la razonabilidad y oportunidad de cualquier iniciativa legislativa orientada a modificar 

el régimen vigente. 

 

II- CORRIENTES DOCTRINARIAS  

Sin pretender exhaustividad, es posible identificar tres corrientes doctrinarias: 

 

● Conveniencia de mantener el régimen de la Ley 26.639: 

En esta línea se ubican autores y especialistas que consideran que la Ley 26.639 

constituye una herramienta jurídica adecuada y necesaria para garantizar la protección 

de los glaciares y del ambiente periglacial, en tanto reservas estratégicas de recursos 

hídricos y ecosistemas especialmente vulnerables. 

Desde esta perspectiva, se destaca que el régimen vigente se encuentra sólidamente 

fundado en el artículo 41 de la Constitución Nacional y en los principios preventivo, 

precautorio y de no regresión ambiental, y que las restricciones previstas por la ley 

resultan proporcionales a la importancia de los bienes jurídicos tutelados. 

 

● Apoyo a la modificación formalizada en la Ley 27.804: 

Otro sector doctrinario considera necesario introducir modificaciones a la Ley 26.639, 

con el objeto de redefinir algunos de sus alcances y dotar de mayor precisión normativa 

a determinados conceptos, particularmente en lo relativo a la delimitación del ambiente 
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periglacial y a la compatibilización entre la protección ambiental y el desarrollo de 

actividades productivas. 

● Posiciones que plantean un mayor debate

Hay también autores que reconocen la importancia de la norma, aunque plantean la 

necesidad de ajustes puntuales para mejorar su aplicación e interpretación. 

Estas posiciones suelen enfatizar la conveniencia de superar enfoques polarizados y de 

promover instancias de diálogo que permitan armonizar adecuadamente la tutela 

ambiental con las necesidades de desarrollo y seguridad jurídica. 

III- APORTES DOCTRINARIOS

A continuación, se presentan algunos aportes doctrinarios relevantes sobre la temática, 

seleccionados con el propósito de reflejar la diversidad de enfoques existentes y 

contribuir al análisis jurídico de la cuestión.  

Esta recopilación no pretende ser exhaustiva ni expresar una posición única, sino 

constituir un espacio abierto y en permanente construcción, al que podrán incorporarse 

nuevos trabajos, opiniones y desarrollos doctrinarios que enriquezcan el intercambio 

académico, promuevan el debate respetuoso y favorezcan una comprensión cada vez 

más amplia y plural de los desafíos que plantea la regulación de los glaciares y del 

ambiente periglacial en el marco del derecho ambiental argentino. 

Se indica los documentos que están embebidos al presente. 

● Alonso, Silvia       documento embebido 

● Alvarado   Mamani, Paula Thañiq Yuyay documento embebido 

● Auge, Miguel     documento embebido 

● Exposición de motivos proyecto    documento embebido 

● Diálogo en debate Alonso, Santiago y Ríos Facundo

https://www.facebook.com/share/v/19Rra3H8qe/?mibextid=wwXIfr
● Círculo de Políticas Ambientales

- Ley de Glaciares: artículo por artículo, los fundamentos legales, científicos y 
ambientales para rechazar la reforma, en https://circulodepoliticasambientales.org/
wp-content/uploads/2026/02/Articulo-por-articulo-los-fundamentos-legales-
cientificos-y-ambientales-para-rechazar-la-reforma-de-la-Ley-de-Glaciares.pdf

documento embebido● De Blassio, Alessia

https://www.facebook.com/share/v/19Rra3H8qe/?mibextid=wwXIfr
https://www.facebook.com/share/v/19Rra3H8qe/?mibextid=wwXIfr
https://circulodepoliticasambientales.org/wp-content/uploads/2026/02/Articulo-por-articulo-los-fundamentos-legales-cientificos-y-ambientales-para-rechazar-la-reforma-de-la-Ley-de-Glaciares.pdf
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- Di Paola, M. E., Pedace, R. y Villalonga, J. C. (2011, Abril). Artículo: La nueva ley de

protección de los glaciares y el ambiente periglacial: Análisis de su elaboración y

desafíos actuales. En el Informe Ambiental Anual FARN 2011.

- Di Paola, M. E. (2010, Noviembre). Artículo: La protección de los glaciares y el

ambiente periglacial: un hito legislativo. Diario de la Editorial La Ley, 03 de noviembre

de 2010.

● Franco, Horacio

- Ley de Glaciares más minería.

https://www.linkedin.com/feed/update/urn:li:activity:7449788313042886656/?originTracking

Id=mAKDIbnWwDX9Ewe0Wd3Yeg%3D%3D 

- Debate en TN. Con Eduardo Malagnino. https://www.youtube.com/watch?v=2HcugWC2KS4

- Glaciares, rechazo de medida cautelar. https://www.linkedin.com/posts/horacio-franco-

22702113_glaciares-rechazo-glaciares-share-7441131489498406912-

e7vc?utm_source=share&utm_medium=member_android&rcm=ACoAAAKsGf8ByTCW2jU

ycUeIiyv1Y3D-LZLcroA 

● Glaciares en debate. TN- Figueroa, Rolando- Gobernador de Neuquén- Giudici Silvana-

Malagnino, Eduardo- Geólogo. https://youtu.be/2HcugWC2KS4?

● Lorenzetti, Pablo documento embebido 

● Lilljedahl, Guillermo documento embebido 

● Napoli, Andrés https://www.instagram.com/reel/DWULwx_jqMo/?igsh=MWVxM3JiMGN5a3o3cw

● Pfluger, Leonardo https://www.youtube.com/watch?v=Bks6IToH0hw

● Quispe, Carina https://www.instagram.com/reel/DWZAysKj_YM/?igsh=MWJlYXQ4dTExb211Nw

● Villanueva, Claudia documento embebido 

● Walsh, Juan Rodrigo

- https://www.linkedin.com/pulse/reforma-la-ley-de-glaciares-una-pol%C3%A9mica-polarizada-y-

walsh-osdxf

- https://drive.google.com/file/d/1VPsNbOAchB9EZGdZ-

3r25NlT9D8ZNppr/view?usp=sharing_eil_se_dm&ts=69d6a735

● Zalazar, Laura          documento embebido 

- Di Paola ME y Duverges, D. (2012, Noviembre). Artículo: Minería, Participación y Ley de

Glaciares. Nota a fallo Intendente Municipal Depto Famatina s/Medida cautelar de no

innovar. Diario de la Editorial La Ley, 29 de noviembre de 2012.

- Di Paola, M. E. (2011). La nueva ley de protección de los Glaciares y el Ambiente

Periglacial. en La Revista del Foro. Número Especial: Derecho Ambiental, Tomo 111,

Año XX, Ed. Diké, Godoy Cruz, Mendoza.

● Di Paola, María Eugenia

https://www.linkedin.com/feed/update/urn:li:activity:7449788313042886656/?originTrackingId=mAKDIbnWwDX9Ewe0Wd3Yeg%3D%3D
https://www.linkedin.com/feed/update/urn:li:activity:7449788313042886656/?originTrackingId=mAKDIbnWwDX9Ewe0Wd3Yeg%3D%3D
https://www.youtube.com/watch?v=2HcugWC2KS4
https://www.linkedin.com/posts/horacio-franco-22702113_glaciares-rechazo-glaciares-share-7441131489498406912-e7vc?utm_source=share&utm_medium=member_android&rcm=ACoAAAKsGf8ByTCW2jUycUeIiyv1Y3D-LZLcroA
https://www.linkedin.com/posts/horacio-franco-22702113_glaciares-rechazo-glaciares-share-7441131489498406912-e7vc?utm_source=share&utm_medium=member_android&rcm=ACoAAAKsGf8ByTCW2jUycUeIiyv1Y3D-LZLcroA
https://www.linkedin.com/posts/horacio-franco-22702113_glaciares-rechazo-glaciares-share-7441131489498406912-e7vc?utm_source=share&utm_medium=member_android&rcm=ACoAAAKsGf8ByTCW2jUycUeIiyv1Y3D-LZLcroA
https://www.linkedin.com/posts/horacio-franco-22702113_glaciares-rechazo-glaciares-share-7441131489498406912-e7vc?utm_source=share&utm_medium=member_android&rcm=ACoAAAKsGf8ByTCW2jUycUeIiyv1Y3D-LZLcroA
https://youtu.be/2HcugWC2KS4?si=DeZelqj3Fbg4n9oH
https://www.instagram.com/reel/DWULwx_jqMo/?igsh=MWVxM3JiMGN5a3o3cw
https://www.instagram.com/reel/DWULwx_jqMo/?igsh=MWVxM3JiMGN5a3o3cw
https://www.youtube.com/watch?v=Bks6IToH0hw
https://www.instagram.com/reel/DWZAysKj_YM/?igsh=MWJlYXQ4dTExb211Nw
https://www.instagram.com/reel/DWZAysKj_YM/?igsh=MWJlYXQ4dTExb211Nw
https://www.linkedin.com/pulse/reforma-la-ley-de-glaciares-una-pol%C3%A9mica-polarizada-y-walsh-osdxf
https://www.linkedin.com/pulse/reforma-la-ley-de-glaciares-una-pol%C3%A9mica-polarizada-y-walsh-osdxf
https://drive.google.com/file/d/1VPsNbOAchB9EZGdZ-3r25NlT9D8ZNppr/view?usp=sharing_eil_se_dm&ts=69d6a735
https://drive.google.com/file/d/1VPsNbOAchB9EZGdZ-3r25NlT9D8ZNppr/view?usp=sharing_eil_se_dm&ts=69d6a735
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El 24 de marzo de 2026 Silvia S. Alonso1 envía este documento por correo electrónico a 


la Comisión Recursos Naturales y Conservación del Ambiente Humano 


(crnaturales@hcdn.gob.ar)  en relación con el Expediente 0072-S-2025, como 


intervención por escrito en la Audiencia Pública sobre la modificación de la Ley 26639 


para ser incorporada al expediente y tenida en cuenta en el proceso legislativo. 


1. Introducción 


La protección de los glaciares y del ambiente periglaciar constituye una política pública 


estratégica en materia ambiental, hídrica, social, geopolítica y territorial.  


La Ley 26.639 establece presupuestos mínimos orientados a garantizar la preservación de 


estos ecosistemas frágiles, en tanto reservas críticas de agua dulce y reguladores del 


equilibrio ecológico. 


En el contexto actual de cambio climático, creciente presión sobre los recursos naturales 


y debilidades institucionales en materia de control ambiental, cualquier modificación 


normativa debe evaluarse con extremo rigor técnico, científico y jurídico. 


2. Marco jurídico y naturaleza de los glaciares 


La Ley 26.639 reconoce a los glaciares como bienes de carácter público, lo que implica 


su protección en función del interés colectivo y de las generaciones futuras. Este principio 


trasciende jurisdicciones provinciales y limita su afectación por intereses sectoriales. No 


son propiedad de las provincias por su “dominio originario”, tampoco de la Nación, 


pertenecen a toda la sociedad. 


Asimismo, la ley incorpora el concepto de ambiente periglaciar, entendiendo que los 


glaciares forman parte de sistemas más amplios que cumplen funciones hidrológicas 


esenciales. 


Toda intervención en el ecosistema glaciar tiene consecuencias en la cuenca hídrica, 


entendida como unidad y como sistema integral, lo que implica que cada una de sus partes 


interactúa por medio de relaciones de interconexión e interdependencia. 


3. Marco constitucional 


El artículo 41 de la Constitución Nacional establece el derecho a un ambiente sano y el 


deber de preservarlo, asignando a la Nación la facultad de dictar presupuestos 


mínimos de protección ambiental con el objeto de fijar un piso mínimo de protección 


uniforme en todo el país, pudiendo las provincias aumentar esa protección, nunca 


disminuirla.  


 
1 Licenciada en Gestión de Políticas Públicas, especialista en Salud y Ambiente, integrante de la Red 


Argentina de Ambiente y Desarrollo, del Movimiento Laudato Si’, del Seminario Permanente de Teología, 


Filosofía, Ciencia y Tecnología de la UCA, de la Fundación DeCyR Diálogo entre Ciencia y Religión y del 


Área de Ecología Integral de la Conferencia Episcopal de Pastoral Social. 



mailto:crnaturales@hcdn.gob.ar
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La Ley 26.639 se inscribe en este régimen. En consecuencia, cualquier modificación que 


reduzca el nivel de protección vigente podría resultar contraria: 


• al derecho a un ambiente sano 


• al principio de no regresión ambiental 


• al sistema federal de presupuestos mínimos 


• a la Constitución Nacional 


• a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 


4. Obligaciones internacionales del Estado argentino 


La República Argentina ha asumido compromisos internacionales que integran el bloque 


de constitucionalidad: 


4.1 Cambio climático 


El Acuerdo de París y la Convención Marco de Naciones Unidas, obligan a proteger 


reservorios naturales y fortalecer políticas ambientales. 


4.2 Derechos de acceso 


El Acuerdo de Escazú garantiza el acceso a la información, la participación y la justicia 


ambiental y consagra varios principios del derecho como el precautorio, el de no 


regresión, el de igualdad y no discriminación, etc. 


4.3 Degradación de tierras 


La Convención de Lucha contra la Desertificación establece que los sistemas glaciares 


son clave para evitar procesos de desertificación. 


4.4 Biodiversidad y ambiente 


El Convenio sobre Diversidad Biológica, la Convención de Patrimonio Mundial y el 


Acuerdo Marco Ambiental del MERCOSUR también contienen compromisos que se 


podrían ver afectados por la modificación propuesta. 


4.5 Acuerdo Unión Europea – MERCOSUR 


El recientemente aprobado Acuerdo UE-MERCOSUR incluye compromisos de: 


• desarrollo sostenible 


• cumplimiento del Acuerdo de París 


• no regresión ambiental 


La reducción de protección podría afectar el cumplimiento de estos compromisos y 


generar responsabilidad internacional. 
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10. Relevancia  


10.1 Relevancia hídrica 


Según la propia definición del gobierno nacional, “Los glaciares constituyen una de las 


reservas de agua dulce — apta para el consumo humano— más importante de nuestro 


país, ya que alimentan las cuencas hidrográficas del territorio. 


Son, además, el recurso que sustenta una serie de actividades económicas como la 


agricultura o el turismo, realzando la belleza de los principales atractivos turísticos y 


generando ingresos significativos para las economías regionales. 


…Los glaciares y otras crioformas tienen una contribución muy importante al caudal de 


los ríos andinos ya que aportan volúmenes significativos de agua de deshielo y ayudan a 


minimizar el impacto de las sequías en las actividades socioeconómicas.”2 


10.2 Relevancia ocupacional (Puestos de trabajo por sector de actividad) 


 


10.3 Superficie de glaciares por provincia según el Inventario Nacional de 


Glaciares realizado por el IANIGLIA 


 


 
2 https://www.argentina.gob.ar/ambiente/agua/glaciares  


 Año  
 Agricultura, 
Ganadería, 
Pesca (%) 


 Minería 
(%) 


 Industria 
Manufacturera 


(%) 


 Construcción 
(%) 


 Comercio 
(%) 


 Servicios (Incluye 
Educación, Salud, 
Finanzas, Turismo, 


etc.) (%) 


 Empleo 
Público (%) 


1990 14% 1% 18% 5% 17% 37% 9%
1995 12% 0% 15% 4% 16% 44% 9%
2000 13% 0% 13% 4% 16% 44% 10%
2005 12% 1% 15% 6% 17% 41% 8%
2010 11% 1% 17% 8% 18% 39% 6%
2015 10% 1% 15% 7% 19% 41% 7%
2020 9% 1% 14% 6% 18% 44% 8%
2023 9% 1% 15% 7% 18% 43% 7%


 


Descubierto 
 Cubierto  Manchón 


 Cubierto y 


escombros 
 Escombros  Total Km² %


Catamarca         26,3             -           25,0             -           13,6 64,9              0,8% 101.486     0,1%


Chubut        178,2           3,9         41,4             -             0,1 223,7            2,6% 224.302     0,1%


Jujuy             -               -             0,0             -             9,5 9,5                0,1% 53.244       0,0%


La Rioja         17,6             -           29,8             -             2,1 49,5              0,6% 91.494       0,1%


Mendoza        527,0        178,4         37,7        211,6        284,6 1.239,2         14,6% 149.069     0,8%


Neuquén         26,4           5,1         13,3           2,1           4,4 51,3              0,6% 94.422       0,1%


Rio Negro         26,2           1,1           5,3             -             0,4 32,9              0,4% 202.169     0,0%


Salta           0,3             -             1,3             -           29,5 31,0              0,4% 155.341     0,0%


San Juan        197,6           7,9         55,0         62,0        292,5 615,0            7,2% 88.296       0,7%


Santa Cruz     3.262,3         78,7         54,9           2,7         22,1 3.420,7         40,3% 244.458     1,4%


Tierra del 


Fuego,Antartida e 
    2.658,1         42,7         28,7           0,1           6,9 2.736,5         32,3% 910.324     0,3%


Tucuman             -               -             0,0             -           10,0 10,0              0,1% 22.592       0,0%


Total  6.920,08     317,80     292,32     278,39     675,59          8.484,2 100,0% 2.337.197 0,4%


800.000,0     1,1%


2.337.196,8  0,4%


3.669.710,7  0,2%Superficie del territorio nacional


Superficie aproximada de la Cordillera de los Andes de Argentina


Provincias 


cordilleranas (12)


Superficie  de los glaciares en Km² según ING  Sperficie 


territorio  


provincial 


en Km² 


% del 


territorio 


provincial 


Superficie de todas las provincias cordilleranas



https://www.argentina.gob.ar/ambiente/agua/glaciares
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10.4 Relevancia económica 


 


10.5 Interpretación 


Los cuerpos de hielo protegidos ocupan solamente el 0,2% del territorio nacional, el 0,4% 


de las provincias cordilleranas, el 1% de la cordillera argentina. 


La minería, como sector de actividad, sólo ofrece el 1% de los puestos de trabajo.  En 


Chile, utilizado como ejemplo de desarrollo minero, esta cifra se estima entre el 2% y el 


3% 


Los empleos en el sector agrícola dependen en gran medida del agua y, por lo tanto, son 


los más vulnerables a los períodos de escasez hídrica. 


Cuando el 99% del territorio está disponible para actividades económicas, es una 


falacia decir que proteger los ecosistemas glaciares impide el desarrollo. 


Sin embargo, podemos afirmar que ninguna actividad económica puede 


desarrollarse sin agua. 


5. Importancia del ambiente periglaciar 


El ambiente periglaciar cumple funciones esenciales: 


• regulación hídrica 


• almacenamiento de agua 


• estabilidad de ecosistemas 


Su exclusión implica una pérdida funcional del sistema de protección. 


6. Evidencia científica 


El Inventario Nacional de Glaciares constituye la principal base empírica disponible: 


Año


Productos 


Primarios 


(Agrícolas, 


Ganaderos, 


Pesqueros 


Minería 
Combustibles y 


Energía


Manufacturas de 


Origen 


Agropecuario 


(MOA) (%)


Manufacturas de 


Origen Industrial 


(MOI) (%)


1990 34 1 10 35 20


1995 28 2 12 40 18


2000 29 3 15 40 13


2005 22 3 20 45 10


2010 24 4 22 42 8


2015 25 5 18 45 7


2020 29 6 15 43 7


2023 31 7 12 42 8


Composición Estimada de las Exportaciones Argentinas por Sector en  Porcentaje del Total
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• más de 16.000 glaciares identificados 


• 8.484 km² de superficie glaciar 


• más de 560.000 km² relevados 


• ha sido validado internacionalmente 


Los glaciares de referencia perdieron masa a un ritmo que sitúa 2025 entre los cinco 


peores años de la historia. El Secretario General de la ONU, António Guterres, fue 


contundente: "El estado del clima mundial es una emergencia. El planeta Tierra está 


siendo empujado más allá de sus límites. Cada indicador climático clave está en rojo". 


La falta de consulta a organismos científicos en la reforma representa una grave debilidad 


institucional insoslayable. 


8. Impactos del modelo extractivo 


El modelo extractivo que se ha favorecido en nuestro país produce: 


• consumo intensivo del agua 


• contaminación de agua, aire y suelo 


• degradación ambiental 


• afectación de la biodiversidad 


• afectación de economías locales 


• riesgos de corrupción y conflictos de interés 


• crecimiento económico que no siempre se traduce en desarrollo sostenible y 


muchas veces profundiza inequidades  


• privatización de las ganancias y socialización de las externalidades negativas. 


9. Irreversibilidad del daño 


Los glaciares se forman en escalas de siglos o milenios y no se regeneran en tiempos 


humanos. Su destrucción es, en la práctica, es irreversible. 


7. Limitaciones institucionales 


El Consejo Federal de Medio Ambiente de la República Argentina (COFEMA) del que 


participan las máximas autoridades políticas con responsabilidad ambiental nacional y de 


cada una de las provincias, ha definido con precisión los presupuestos mínimos de 


protección ambiental, como el nivel básico, mínimo e irrenunciable de tutela ambiental 


que la Nación fija y que opera de manera uniforme en todo el territorio del país. 


 


El contexto actual presenta: 


• restricciones presupuestarias provinciales y nacionales 


• restricciones presupuestarias universitarias 
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• restricciones presupuestarias para investigación lo que implica dependencia de 


financiamiento externo que se vería también amenazada. 


• debilidad en las capacidades de control 


• conflictos de interés 


• serias sospechas de corrupción  


• descentralización y la falta de recursos adecuados  (humanos, económicos y 


éticos) que generan alto grado de incertidumbre en la aplicación de la norma. 


11. Contexto climático global 


La evidencia internacional muestra: 


• retroceso acelerado de glaciares 


• aumento de temperatura global 


• alteración de ciclos hidrológicos 


Esto refuerza la necesidad de fortalecer la protección. 


 


12. Evaluación de la reforma 


La modificación propuesta implica: 


• reducción de áreas protegidas 


• flexibilización de controles 


• fragmentación normativa 


• debilitamiento de presupuestos mínimos 


• incumplimiento de jurisprudencia local e internacional 


• inconstitucionalidad 


Se configura un cambio de paradigma de prevención a uno de permisividad. 


• Contaminación y pérdida de recursos: La minería a cielo abierto consume y 


contamina grandes cantidades de agua, destruye suelos y bosques, y genera 


pasivos ambientales que afectan la salud y las actividades productivas 


tradicionales (como la agricultura o la ganadería) de las comunidades cercanas. 


• Desposesión territorial: La actividad extractiva a menudo implica la ocupación o 


el deterioro de tierras indígenas y campesinas, lo que socava sus bases de sustento 


económico y cultural. 


• La paradoja de los fondos de compensación: Incluso cuando existen mecanismos 


para compensar a las comunidades, como los fondos mineros, suelen estar 


rodeados de problemas de opacidad y corrupción. 
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13. Jurisprudencia de la Corte Suprema 


13.1 Caso “Mendoza” 


Establece el deber estatal de prevención y recomposición ambiental. 


13.2 Caso “Salas” 


Aplica el principio precautorio ante riesgo de daño irreversible. 


13.3 Caso “Barrick” 


Ratifica la constitucionalidad de la Ley 26.639 y los presupuestos mínimos. No hay 


dudas ni ambigüedades respecto de la vigencia y validez de la ley actual. 


13.4 Caso “Majul” 


La Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina (CSJN) incorporó los principios “in 


dubio pro natura” e “in dubio pro aqua” como herramientas clave de interpretación 


ambiental.  


• In dubio pro natura (ante la duda, a favor de la naturaleza): Significa que ante la 


falta de certeza sobre el impacto ambiental de una actividad, debe optarse por la 


opción que menos perjudique al ecosistema. 


• In dubio pro aqua (ante a duda, a favor del agua) Significa que en caso de dudas, 


las controversias relacionadas con el agua deben resolverse de manera más 


favorable a la conservación de los recursos hídricos y sus ecosistemas asociados. 


14. Principios jurídicos aplicables 


• prevención 


• precautorio 


• equidad intergeneracional 


• progresividad 


• no regresión 


15. Conclusión 


La modificación de la Ley 26.639: 


• debilita la protección ambiental 


• contradice evidencia científica 


• compromete la seguridad hídrica 


• compromete la seguridad jurídica 


• vulnera el artículo 41 de la Constitución Nacional 


• incumple tratados internacionales 


• incumple la Ley General del Ambiente (también de presupuestos mínimos) 


• contradice jurisprudencia de la Corte Suprema 
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La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha consolidado un 


estándar de protección reforzada de los recursos hídricos, del cual se deriva el principio 


“in dubio pro aqua”, según el cual, ante situaciones de incertidumbre, debe privilegiarse 


la alternativa que garantice la preservación del agua como bien público esencial. 


Es imperativo mantener y fortalecer la protección de los glaciares y el ambiente 


periglaciar, garantizando la disponibilidad de agua para las generaciones futuras y 


preservando la biodiversidad de nuestros ecosistemas de montaña.  


La evidencia científica es clara: los glaciares están retrocediendo a un ritmo alarmante 


debido al cambio climático y la actividad humana. Debemos actuar con urgencia para 


proteger estos valiosos recursos naturales y asegurar un futuro sostenible para todos. 


A la luz de lo expuesto precedentemente, la reforma resulta ambientalmente 


inconveniente y jurídicamente inconstitucional, por lo que debe ser rechazada. 


El deber del Estado es: 


• fortalecer la protección existente 


• garantizar financiamiento 


• asegurar participación (científica y social) 


• priorizar el bien común por encima de la economía 


• asegurar un desarrollo sostenible tanto para las actuales como para las futuras 


generaciones. 


La protección de los ecosistemas glaciares no es una 


limitación al desarrollo: es su condición de 


posibilidad. 
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El proyecto de reforma de la Ley N° 26.639 presenta serias objeciones desde la perspectiva del 


derecho ambiental constitucional y de los derechos de los pueblos indígenas. 


 


En primer lugar, implica un retroceso en los estándares de protección ambiental al restringir el 


alcance del ambiente periglaciar y habilitar actividades extractivas en zonas previamente 


protegidas. Ello resulta incompatible con el principio de no regresividad y con el artículo 41 de 


la Constitución Nacional, que garantiza el derecho a un ambiente sano, la preservación de la 


biodiversidad y el deber estatal de protección. 


 


Asimismo, la reforma afecta directamente derechos de los pueblos indígenas reconocidos en el 


artículo 75 inciso 17, al impactar sobre territorios comunitarios, bienes naturales y formas de 


vida de carácter colectivo. En línea con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 


Derechos Humanos —en particular Saramaka vs. Surinam y Pueblo Indígena Kichwa de 


Sarayaku vs. Ecuador—, el territorio indígena constituye la base material, cultural y espiritual 


de la existencia de los pueblos, por lo que la afectación de los recursos naturales compromete 


su propia supervivencia. 


 


En este sentido, la desprotección de glaciares de escombros y ambientes periglaciales —


ecosistemas clave en la regulación hídrica— compromete el acceso al agua, la soberanía 


hídrica y la continuidad cultural de las comunidades, en contradicción con los estándares 


interamericanos que exigen una protección reforzada frente a actividades extractivas. 


 


Desde una dimensión procedimental, el proyecto también resulta incompatible con las 


obligaciones internacionales asumidas por el Estado. La Corte Interamericana ha establecido 


que, frente a medidas susceptibles de afectar territorios indígenas, deben garantizarse 


derechos de acceso a la información, participación efectiva y consulta previa, libre e 


informada, con miras a obtener el consentimiento en casos de gran impacto (Saramaka, párrs. 


129-137). La ausencia de estos mecanismos configura una grave vulneración de derechos 


colectivos. 


 


Asimismo, en su Opinión Consultiva OC-23/17, la Corte Interamericana reconoció el carácter 


autónomo del derecho a un ambiente sano y las obligaciones estatales de prevención y 


precaución frente a daños ambientales significativos, estándares plenamente aplicables a 


ecosistemas de alta fragilidad como los glaciares. 


 


Por otra parte, la introducción de criterios restrictivos como la exigencia de “función hídrica” 


comprobada debilita el enfoque preventivo y precautorio, trasladando el riesgo ambiental a 


etapas posteriores. 


 







Finalmente, resulta imprescindible incorporar un enfoque intercultural en el análisis de la 


reforma. Los pueblos indígenas conciben el territorio, el agua y la vida como una unidad 


indivisible, en línea con el principio del Sumak Kawsay (Buen Vivir), que propone una forma de 


vida basada en la armonía entre las personas, la naturaleza y las generaciones futuras. La 


desprotección de estos ecosistemas no sólo implica un daño ambiental, sino también la 


negación de modelos alternativos de desarrollo y de vida. 


 


En consecuencia, cualquier revisión normativa debe garantizar la plena vigencia de los 


derechos sustantivos y procedimentales en materia ambiental, respetar el principio de no 


regresividad, asegurar la participación efectiva de los pueblos indígenas y requerir su 


consentimiento en decisiones que afecten sus territorios. 
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ANÁLISIS COMPARATIVO DE LA LEY 26.639/2010  


CON EL PROYECTO DE LEY 161/2025 


Dr. Geól. Miguel P. Auge 
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RESUMEN 


Del análisis comparativo citado en el título, surge que la Ley 26.639 ha constituido y 


constituye un excelente régimen de protección a los glaciares y a los ambientes 


periglaciales vecinos, debido a que “establece los presupuestos mínimos para la 


protección de los glaciares y del ambiente periglacial con el objeto de preservarlos 


como reservas estratégicas de recursos hídricos para el consumo humano; para 


la agricultura y como proveedores de agua para la recarga de cuencas 


hidrográficas; para la protección de la biodiversidad; como fuente de información 


científica y como atractivo turístico. Los glaciares constituyen bienes de carácter 


público.” Además, su cumplimiento ha sido efectivo y exitoso hasta al presente, 


mientras que el proyecto de Ley 161/25, que pretende modificar a la anterior, tiene 


como objetivo central redefinir a las áreas protegidas y adecuar el inventario de 


glaciares, para facilitar el desarrollo de actividades e inversiones mineras e 


hidrocarburíferas, en ambientes protegidos por la Ley 26.639, transfiriendo el control 


a las provincias y limitando su protección actual. De lo expuesto se desprende 


claramente que el proyecto de Ley 161 no sólo no mejora, sino que empeora 


notoriamente la protección de los glaciares y periglaciales, que son las usinas 


productoras de agua dulce más importantes que tiene la Cordillera de los Andes, 


de la que se abastecen todas las provincias vecinas a la misma.  


TEXTO 


La Ley 26.639 DE PRESUPUESTOS MINIMOS PARA LA PRESERVACION 


DE LOS GLACIARES Y DEL AMBIENTE PERIGLACIAL fue sancionada por 


el Congreso Nacional en septiembre del 2010 y promulgada por el Poder Ejecutivo 


Argentino en octubre del mismo año.  


Los temas más importantes que trata la misma son:  


 Objeto. Artículo 1: Proteger a los glaciares y al ambiente periglacial para 


preservarlos como fuentes de agua para consumo humano, agricultura y recarga 


de cuencas hidrográficas, para la protección de la biodiversidad; como fuente 


de información científica y como atractivo turístico. Los glaciares constituyen 


bienes de carácter público. 
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 Actividades prohibidas. El Artículo 6o, prohíbe la exploración y explotación 


minera e hidrocarburífera, la instalación de industrias, la liberación de 


sustancias contaminantes y la realización de obras de infraestructura sobre 


glaciares y ambientes periglaciales. 


 Inventario. El Artículo 3o dice: “Créase el Inventario Nacional de Glaciares, 


donde se individualizarán todos los glaciares y geoformas periglaciares que 


actúan como reservas hídricas existentes en el territorio nacional con toda la 


información necesaria para su adecuada protección, control y monitoreo.”. 


 Realización del Inventario. El Artículo 5o cita: “El inventario y monitoreo del 


estado de los glaciares y del ambiente periglacial será realizado y de 


responsabilidad del Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias 


Ambientales (IANIGLA) con la coordinación de la autoridad nacional de 


aplicación de la presente ley”. 


 Evaluación de Impacto Ambiental. El Artículo 7o refiere: “Todas las 


actividades proyectadas en los glaciares y en el ambiente periglacial, que no se 


encuentran prohibidas, estarán sujetas a un procedimiento de evaluación de 


impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica, según corresponda 


conforme a su escala de intervención, en el que deberá garantizarse una 


instancia de participación ciudadana”. 


 Autoridad de Aplicación. Artículo 9o: “Será autoridad de aplicación de la 


presente ley el organismo nacional de mayor nivel jerárquico con competencia 


ambiental”.  


La aplicación de la Ley resultó exitosa desde su promulgación hasta el presente, lo que 


permitió la preservación efectiva de los ambientes glaciares y periglaciales. De la 


Actualización del Inventario Nacional de Glaciares, realizada por el IANIGLA/2024, 


surge qué: 


 Argentina cuenta con 16.968 cuerpos de hielo registrados, que abarcan una 


superficie aproximada de 8.484 km² en la Cordillera de los Andes, 


distribuyéndose a lo largo de 12 provincias y 39 cuencas hídricas, convirtiendo 


al país en un importante reservorio continental de agua dulce a nivel mundial.  


 Los cuerpos de hielo se extienden desde Jujuy en el Norte hasta Tierra del 


Fuego en el Sur, a lo largo de más de 3.500 km, incluyendo áreas andinas 


desérticas y andinas húmedas patagónicas. 
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 Las provincias con más glaciares son San Juan (4.572), Mendoza (4.172) y 


Santa Cruz (2.420). 


 El Hielo Patagónico Sur, es una de las reservas de hielo más grandes, de 


Argentina con glaciares famosos que se ubican en el Parque Nacional los 


Glaciares, en el SO de la provincia de Santa Cruz, en una superficie de 7.200 


km2. Los glaciares más conocidos son: Perito Moreno, Upsala, Viedma, 


Spegazzini y Ameghino. 


 Los glaciares actúan como reservas estratégicas de agua dulce, cruciales para 


el caudal de los ríos andinos, el riego, el consumo humano y el industrial. 


 Lamentablemente, la mayoría de los glaciares está en retroceso debido al 


calentamiento global. 


 El inventario es fundamental para la aplicación de la Ley de Presupuestos 


Mínimos para la Preservación de los Glaciares. 


Pese a lo expuesto, el Poder Ejecutivo envió al Congreso Nacional, en 


diciembre/2025, el proyecto de Ley 161/25, cuya finalidad es modificar la Ley 


26.239 de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los Glaciares y del 


Ambiente Periglacial, con el objetivo central de redefinir a las áreas protegidas y 


adecuar el inventario de glaciares, para facilitar el desarrollo de actividades e 


inversiones mineras e hidrocarburíferas, en ambientes protegidos por la Ley 26.639, 


transfiriendo mayor control a las provincias y limitando la protección actual. 


Aspectos clave del Proyecto de Ley P.E. 161/25: 


 Reforma Ambiental: Modifica sustancialmente la Ley 26.639, permitiendo 


actividades industriales en zonas antes protegidas, lo que genera fuertes críticas 


de naturalistas y organizaciones ambientales por considerarla regresiva. 


 Desarrollo Minero/Energético: Se impulsa para despejar obstáculos legales a 


la minería (especialmente cobre y litio) y a la extracción de hidrocarburos, 


adecuando la legislación a la "mesa del litio" y a la "mesa del cobre". Respecto 


a la megaminería a cielo abierto u open pit para la extracción de oro, plata, 


cobre y molibdeno, entre otros minerales, la técnica empleada genera daños 


ambientales irreversibles porque requiere de grandes volúmenes de agua y de 


sustancias altamente contaminantes como el cianuro y el mercurio que dañan 


la calidad y la disponibilidad del agua superficial y la subterránea. Además, la 


extracción mecánica de las rocas requiere la excavación de un mega pozo que 


suele tener de 2 a 3 km de diámetro en superficie y mil o más metros de 
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profundidad. Bajo estas condiciones queda claro qué, de existir glaciares en el 


terreno excavado, inevitablemente desaparecerán en su totalidad y será 


imposible su recuperación.    


 Redefinición Técnica: Plantea una nueva definición de glaciar y ambiente 


periglacial para reevaluar el inventario existente. 


 Federalización: Argumenta la soberanía de las provincias sobre sus recursos 


naturales (Art. 124 CN) para que estas autoricen actividades, lo que fragmenta 


la protección federal. 


 Estado: La propuesta busca facilitar inversiones bajo el RIGI (Régimen de 


Incentivo para Grandes Inversiones).  


Al respecto, la Asociación de Abogados Ambientalistas declaró en 


Diciembre/2025: 


“Adelantamos con claridad nuestra posición: esta reforma no expresa un debate 


técnico, ni una discusión académica entre juristas o parlamentarios, lo que está en 


juego es una definición política de fondo: si la Argentina continuará contando con 


una ley que protege de manera efectiva sus glaciares y ambientes periglaciares, que 


constituyen una de las principales reservas estratégicas de agua dulce del país, o si 


por el contrario, avanzará hacia su desprotección sistemática, amparada falsamente 


en el discurso del “desarrollo productivo” y orientada a facilitar la expansión del 


extractivismo minero e hidrocarburífero”.  


Sobre el mismo tema, la Academia Argentina de Ciencias del Ambiente, emitió la 


declaración, cuya conclusión central dice: 


“La Academia Argentina de Ciencias del Ambiente considera que la propuesta de 


enmiendas a la ley 26.639 de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los 


Glaciares y del Ambiente Periglacial debería ser rechazada por el Congreso 


Nacional porque esas reformas no contribuyen a un eficiente desarrollo de la minería 


en el país y debilitan la adopción de políticas y medidas que se requieren para 


preservar las cuencas hidrográficas e hidrogeológicas, proveedoras del agua para 


el consumo humano, las necesidades proyectadas de la agricultura y la ganadería, 


y la protección de la biodiversidad, limitan el acceso a la información científica y 


reducen el atractivo turístico”. (Enero/2026). 


De todo lo expuesto, surge con meridiana claridad que la finalidad que persigue 


el proyecto de Ley 161/25, al modificar la Ley 26.639 de Presupuestos Mínimos 







Página 5 de 5 


 
 


para la Preservación de los Glaciares y del Ambiente Periglacial, es permitir que 


la industria minea, petrolera y toda otra industria contaminante o extractiva, se 


instale donde crea más conveniente, sin tener en cuenta el daño que pueden 


generar en la calidad y en las disponibilidad del agua glaciaria, que constituye 


uno de los reservorios más importantes de agua potable, tanto superficial como 


subterránea, de todas las regiones ubicadas directamente en la Cordillera de los 


Andes, en sus pie de montes, y en sus llanuras vecinas. 


En definitiva, la Ley 161/25 está diseñada quirúrgicamente para satisfacer las 


demandas de los gobernadores de las provincias cordilleranas, afines con las 


explotaciones mineras y para facilitar la aplicación del Régimen de Incentivo 


para Grandes Inversiones (RIGI), lo que crea las condiciones de seguridad 


jurídica que reclaman las corporaciones mineras internacionales, para 


desembolsar inversiones estimadas en más de 20.000 millones de dólares. 


En virtud de todo lo expuesto, y dado que el proyecto de Ley 161/25 no mejora 


las pautas para la preservación de los glaciares y de los ambientes periglaciales, 


establecidas en la Ley 26.639/10, sino que por el contrario le quita la mayoría 


del blindaje de protección que dichos cuerpos poseen actualmente, con lo que se 


favorece la destrucción de los mismos, considero que el proyecto de la Ley 161/25 


no debe ser sancionada por la Honorable Cámara de Diputados de la Nación 


Argentina. 


Dr. Geól. Miguel P. Auge   La Plata 14 de marzo de 2026 
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Resumen 
 
 
El presente trabajo realiza un análisis comparado de los regímenes jurídicos de 
protección de los glaciares en nueve países latinoamericanos: Argentina, Bolivia, 
Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, Perú y Venezuela. Pese a que América 
Latina concentra el 95 % de los glaciares tropicales del planeta, como recurso 
hídrico estratégico del cual dependen más de 2.000 millones de personas, la 
región carece de un estándar regional uniforme de tutela jurídica. La 
investigación articula la dimensión científica de las definiciones glaciologicas del 
IACS-UNESCO y del IPCC, con la dimensión normativa y la doctrina 
especializada, sistematizando los hallazgos en torno a cuatro ejes: la dicotomía 
entre protección directa e indirecta, la técnica regulatoria empleada, los principios 
ambientales operativos y la tensión con la actividad extractiva. Solo Argentina 
sancionó una ley específica (Ley 26.639/2010), recientemente debilitada por la 
reforma de 2026 (Ley 27.804); Chile incorporó la prohibición sectorial vía Código 
de Aguas (Ley 21.435/2022); el resto regula por vías indirectas como el caso de 
los páramos, derechos de la naturaleza, marcos climáticos o áreas protegidas. 
Se identifica el principio de no regresión (Prieur; Peña Chacón) como eje crítico 
del debate regional, complementado por la doctrina chilena de la irreversibilidad 
(Delgado Schneider) y el principio precautorio (Cafferatta). La judicialización 
ambiental en el caso «Barrick» (CSJN, Fallos 342:917) y el fallo C-035/2016 de 
la Corte Constitucional colombiana evidencian al Poder Judicial como garante 
del estándar mínimo. Se concluye que la consolidación de un estándar regional 
uniforme, presumiblemente por vía del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos y del Acuerdo de Escazú, constituye la asignatura pendiente del 
derecho ambiental latinoamericano contemporáneo. 
 
 
Palabras clave: glaciares; América Latina; derecho ambiental comparado; 
principio de no regresión; principio precautorio; presupuestos mínimos; derechos 
de la naturaleza; Acuerdo de Escazú; cambio climático; recursos hídricos. 
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Abstract 
 
This study undertakes a comparative analysis of the legal framework governing 
glacier protection in nine Latin American jurisdictions: Argentina, Bolivia, Brazil, 
Chile, Colombia, Ecuador, Mexico, Peru, and Venezuela. Although Latin America 
concentrates 95 % of the world's tropical glaciers, a strategic water resource upon 
which more than 2 billion people depend, the region lacks a uniform regional 
protection standard. The research bridges the scientific dimension , drawing upon 
glaciological definitions issued by the IACS-UNESCO and the IPCC with the 
normative dimension and the relevant scholarly doctrine, organising its findings 
around four axes: the dichotomy between direct and indirect protection, the 
regulatory technique employed, the operative environmental principles, and the 
tension with extractive industries. Argentina is the only State to have enacted a 
specific statute (Law 26,639/2010), recently weakened by the 2026 reform (Law 
27,804); Chile introduced a sectoral prohibition through its Water Code (Law 
21,435/2022); the remaining jurisdictions regulate indirectly, through páramo 
ecosystems, rights of nature, climate-change framework statutes, or protected 
natural areas. The non-regression principle (Prieur; Peña Chacón) emerges as 
the critical axis of the regional debate, complemented by the Chilean doctrine of 
irreversibility (Delgado Schneider) and the precautionary principle (Cafferatta). 
Environmental adjudication as evidenced by «Barrick» (Argentine Supreme 
Court, Fallos 342:917) and Decision C-035/2016 the Colombian Constitutional 
Court, shows the judiciary as guardian of the minimum standard. The article 
concludes that the consolidation of a uniform regional standard, presumably 
through Inter-American Human Rights System instruments and the Escazú 
Agreement, remains the unfinished agenda of contemporary Latin American 
environmental law. 
 
 
Keywords: glaciers; Latin America; comparative environmental law; non-
regression principle; precautionary principle; minimum environmental standards; 
rights of nature; Escazú Agreement; climate change; water resources. 
 
 
1. Definiciones basadas en la ciencia 
 
Los glaciares constituyen per se una fortaleza de almacenamiento hídrico, 
raramente analizada bajo la perspectiva de la protección jurídica, pese a la 
trascendencia que revisten como reserva hídrica estratégica a nivel global. 
 
El recurso hídrico en América Latina recibió, dentro del abanico de recursos a 
proteger, profundas influencias de la antigua Ley Española de Aguas de 1879, la 
cual estableció el criterio de dominio público para los ríos, lagos y aguas 
subterráneas, mientras que las aguas pluviales pertenecerían transitoriamente 
al dueño del predio por donde discurrían. Los glaciares, en tanto reservorios, no 
encontraron lugar en el conjunto de elementos geográficos reconocidos por 
aquel antecedente normativo; por ende, los países receptores de la legislación 
dominante no percibieron este hecho como objeto de regulación. 
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Organismos científicos de referencia tales como el World Glacier Monitoring 
Service (WGMS), la International Glaciological Society (IGS), el Global Land Ice 
Measurements from Space (GLIMS) y la International Permafrost Association 
(IPA) establecen, a nivel mundial, los lineamientos generales para la realización 
de inventarios de glaciares, fijando los estándares y las definiciones de los 
cuerpos de hielo (UNESCO/IASH, 1970; Harris et al., 1988; WGMS, 2017). 
 
El Randolph Glacier Inventory, que constituye la base de datos consolidada del 
WGMS, estima la existencia de aproximadamente 215.000 glaciares a escala 
global, con una superficie cercana a los 726.000 km².1 
 
Las definiciones basadas en la ciencia constituyen la fuente y el balizamiento del 
camino que la interpretación jurídica que se ve ajustada según los criterios 
políticos jurisdiccionales; por tanto, traemos a este análisis aquellas que, por su 
procedencia, consideramos de mayor relevancia. 
 
La referencia técnica internacional de máxima jerarquía científica es la producida 
por el Working Group on Mass-balance Terminology and Methods de la 
International Association of Cryospheric Sciences (IACS), bajo el auspicio del 
Programa Hidrológico Internacional de la UNESCO, que define al glaciar como:2 
 
Una masa perenne de hielo (con presencia eventual de neviza - firn- y nieve) que 
se origina en la superficie terrestre por la acumulación y compactación de nieve, 
y que evidencia flujo pasado o presente.3 
 
Esta definición es la que adopta expresamente el propio IPCC; en el Special 
Report on the Ocean and Cryosphere in a Changing Climate (SROCC), Anexo I: 
Glosario (2019), describe a los glaciares como:4 
 
Una masa perenne de hielo, y posiblemente neviza y nieve, originada en la 
superficie terrestre por acumulación y compactación de nieve, que muestra 
evidencia de flujo pasado o presente. Un glaciar típicamente gana masa por 
acumulación de nieve y pierde masa por ablación. Las masas de hielo terrestre 
de tamaño continental (>50.000 km²) se denominan mantos de hielo. 
 


 
1Pfeffer, W. T., Arendt, A. A., Bliss, A., Bolch, T., Cogley, J. G., Gardner, A. S., Hagen, J. O., 


Hock, R., et al. (2014). «The Randolph Glacier Inventory: a globally complete inventory of 
glaciers». Journal of Glaciology, 60(221), pp. 537-552. DOI: 10.3189/2014JoG13J176. 
2Cogley, J. G., Hock, R., Rasmussen, L. A., Arendt, A. A., Bauder, A., Braithwaite, R. J., Jansson, 


P., Kaser, G., Möller, M., Nicholson, L. y Zemp, M. (2011). Glossary of Glacier Mass Balance and 
Related Terms. Working Group on Mass-balance Terminology and Methods of the International 
Association of Cryospheric Sciences (IACS). UNESCO–International Hydrological Programme, 
IHP-VII Technical Documents in Hydrology N.º 86 (IACS Contribution N.º 2), París, 114 pp. 
Disponible en: https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000192525 
3Nota del corrector: El término técnico glaciológico correcto es «firn» (en inglés) o «neviza» (en 


español), referido a la nieve granular en proceso de transformación a hielo glaciar. Versiones 
previas del documento contenían «abetos» (Abies spp., árbol conífero) en lugar de «neviza», lo 
cual constituye un error de traducción que se ha rectificado en las citas textuales del IACS y del 
IPCC, conforme exige el estándar de honestidad académica. 
4IPCC (2019). Special Report on the Ocean and Cryosphere in a Changing Climate (SROCC) – 


Annex I: Glossary. H.-O. Pörtner et al. (eds.). Cambridge University Press, Cambridge y Nueva 
York. Sub voce «Glacier». Disponible en: https://www.ipcc.ch/srocc/chapter/glossary/ 



https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000192525

https://www.ipcc.ch/srocc/chapter/glossary/
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De estas definiciones se destacan tres elementos esenciales. En primer lugar, el 
factor temporal categorizado como «perenne», condición necesaria para 
encuadrar el cuerpo de hielo dentro de la categoría de glaciar; sin embargo, los 
innegables impactos del cambio climático ponen en jaque esta característica, 
tornando aún más compleja la definición y, por ende, el encuadre y la protección 
jurídica del recurso. En segundo lugar, la condición de ser terrestre: es decir, que 
el cuerpo yace o discurre por el suelo, conformando una masa que se incrementa 
por acumulación nívea y pierde dicha masa por el mecanismo físico de la 
ablación. Finalmente, las características de temporalidad, locación y movimiento, 
ya sea de incremento o reducción de masa son aquellas que, en conjunto, 
definen un glaciar. Esto resulta jurídicamente relevante porque las definiciones 
legales no siempre receptan estos términos. 
 
Adentrándonos en la información científica de cada país, resulta relevante 
señalar que la UNESCO ha declarado el año 2025 como el «Año de la Protección 
de los Glaciares», con la finalidad de generar conciencia respecto de un 
fenómeno silencioso que avanza sin retroceso ni posibilidad cierta de reversión. 
La UNESCO estima que el 50 % de los glaciares tropicales desaparecerá para 
2050. América Latina alberga el 95 % de estos glaciares y, hasta el presente, 
diversos estudios combinados permitieron establecer que se ha perdido hasta el 
90 % de su masa desde la Pequeña Edad de Hielo (siglos XVI-XIX). El factor 
social más relevante consiste en que más de 2.000 millones de personas en la 
región dependen de los glaciares para el suministro de agua, la agricultura y la 
generación de energía. 
 
 
2. Diversos estándares de protección jurídica específica en América Latina 
 
2.1. El caso argentino 
 
2.1.a. Ley 26.639/2010 
 
Argentina fue el primer país en el mundo en sancionar una ley nacional dedicada 
exclusivamente a los glaciares, estableciendo un precedente jurídico para la 
región. La Ley nacional 26.639/2010 fijaba presupuestos mínimos para la 
preservación de los glaciares y del ambiente periglacial, definiéndolos como 
bienes de carácter público y reservas estratégicas de agua dulce. 
 
Dicha norma constituye la única definición legal en sentido estricto y de jerarquía 
nacional sancionada de manera específica en el mundo. Cabe mencionar que, 
en marzo de 2026, la Cámara de Diputados sancionó la reforma de la Ley de 
Glaciares, impulsada por el Poder Ejecutivo Nacional, con 137 votos a favor y 
111 en contra, modificando sustancialmente el régimen original. En primera 
instancia, nos enfocaremos en la derogada Ley 26.639 para luego analizar las 
modificaciones introducidas por la Ley 27.804, publicada el 24 de abril de 2026. 
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La definición de glaciar contenida en el art. 2 de la Ley 26.639 establece como 
tal a:5 
 
toda masa de hielo perenne estable o que fluye lentamente, con o sin agua 
intersticial, formada por la recristalización de nieve, ubicada en diferentes 
ecosistemas, cualquiera sea su forma, dimensión y estado de conservación. Son 
parte constituyente de cada glaciar el material detrítico rocoso y los cursos 
internos y superficiales de agua. 
 
En el orden nacional, Argentina construyó una definición operacional basada en 
dos categorías, según su cobertura: glaciares descubiertos o cubiertos, y 
glaciares de escombros. En cuanto a los primeros, se entiende por tales: 
 
cuerpo de hielo permanente generado sobre suelo a partir de la cristalización de 
la nieve y/o hielo, debido a la compactación de su propio peso, sin o con 
cobertura detrítica significativa, que sea visible por períodos de al menos dos 
años, con evidencias de movimiento por gravedad (grietas, ojivas, morenas 
medias) o no, y de un área mayor o igual a 0,01 km². 
 
Por su parte, el glaciar de escombros se define como: 
 
cuerpo de detrito congelado y hielo, con evidencias de movimiento por acción de 
la gravedad y deformación plástica del permafrost, cuyo origen está relacionado 
con los procesos criogénicos asociados con suelo permanentemente congelado 
y con hielo subterráneo o con el hielo proveniente de glaciares descubiertos y 
cubiertos, y de un área mayor o igual a 0,01 km². 
 
Estas definiciones resultan relevantes en tanto permitieron encuadrar e 
individualizar técnicamente las 16.968 unidades de hielo del Inventario Nacional 
de Glaciares Argentinos y, por consiguiente, determinan materialmente el 
alcance del régimen de protección argentino. En otras palabras, operaron como 
puente entre la ciencia y la norma. 
 
Cabe señalar que el umbral de permanencia varía según la fuente documental 
de que se trate. Mientras el IANIGLA exige «al menos dos años» de visibilidad 
para considerar un glaciar en el inventario, la Ley 26.639 no fija plazo alguno y 
refiere a la perennidad y a la formación por recristalización, situación que torna 
aún más vulnerable el escenario de alcance protectorio del recurso. 
 
Otro punto controversial radica en que la ley argentina no fija umbral mínimo, es 
decir, «cualquiera sea su forma, dimensión y estado de conservación», extremo 
que en la práctica ha sido cuestionado por su amplitud y que constituye uno de 
los nudos del debate de la reforma (Ley 27.804/2026). 
 


 
5Ley N.º 26.639  Régimen de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los Glaciares y del 


Ambiente Periglacial, sancionada el 30 de septiembre de 2010, promulgada de hecho el 28 de 
octubre de 2010, Boletín Oficial N.º 32.010 del 28/10/2010. Reglamentada por Decreto N.º 
207/2011 (B. O. 1/3/2011). Modificada por Ley N.º 27.804 (sanción 9/4/2026). Texto oficial: 
https://www.glaciaresargentinos.gob.ar/wp-content/uploads/legales/ley_26639.pdf 



https://www.glaciaresargentinos.gob.ar/wp-content/uploads/legales/ley_26639.pdf
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En cuanto al régimen dominial, la Ley 26.639 y el Código Civil y Comercial de la 
Nación (art. 235, inc. c) califican al glaciar como bien nacional de dominio público 
de uso común, lo cual impide constituir derechos reales privados o concesiones 
sobre el bien y activa automáticamente la operatividad del principio precautorio 
(art. 4.º de la Ley 25.675, Ley General del Ambiente).6 
 
Esta calificación explica por qué la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al 
confirmar la constitucionalidad del régimen, sostuvo que la caracterización del 
ambiente como bien colectivo «de pertenencia comunitaria, de uso común e 
indivisible» exige una visión policéntrica que excede la mera colisión de derechos 
subjetivos.7 
 
La norma definía de manera taxativa las actividades prohibidas y las permitidas. 
Dentro de la primera categoría se enumeran la liberación de sustancias 
contaminantes, la construcción de infraestructura (salvo la necesaria para 
investigación), la exploración y explotación minera o hidrocarburífera y la 
instalación de industrias. Entre las actividades permitidas figuran la investigación 
científica, preferentemente sin impacto, el turismo sustentable incluyendo el 
andinismo, la escalada y las actividades de rescate. 
 
Complementariamente, si bien la Ley 26.639 fijó la definición técnica, la 
naturaleza jurídica del glaciar como objeto de derecho se establece en el Código 
de fondo. Así, el Código Civil y Comercial de la Nación8, en su art. 235, inc. c), 
regula el estatus dominial de los glaciares, incluyendo expresamente entre los 
bienes pertenecientes al dominio público a «los glaciares y el ambiente 
periglacial», consagrando su carácter de bien público inalienable, imprescriptible 
e inembargable. La postura del legislador impacta sobre la imposibilidad de 
constituir derechos reales privados sobre el bien. 
 
2.1.b. Los impactos jurídicos de la reforma de la Ley 26.639 
 
La reforma de la Ley 26.639 de Presupuestos Mínimos para la Protección de 
Glaciares y del Ambiente Periglacial se ha constituido en uno de los debates más 
relevantes del derecho ambiental argentino contemporáneo. La norma original, 
sancionada en 2010, había consolidado un régimen de tutela reforzada sobre los 


 
6Ley 25.675, Ley General del Ambiente, B. O. 28/11/2002, art. 4: «La interpretación y aplicación 


de la presente ley, y de toda otra norma a través de la cual se ejecute la política ambiental, 
estarán sujetas al cumplimiento de los siguientes principios: (…) Principio precautorio: Cuando 
haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza científica no 
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los 
costos, para impedir la degradación del medio ambiente». Sobre su operatividad, CAFFERATTA, 
Néstor A., «Principio precautorio y derecho ambiental», La Ley, 2004-A, p. 1202. 
7CSJN, «Barrick Exploraciones Argentinas S. A. y otro c/ Estado Nacional s/ acción declarativa 


de inconstitucionalidad», Fallos 342:917, sentencia del 4 de junio de 2019. Conforme señaló 
LORENZETTI, Ricardo L., en su voto, el bien colectivo ambiente exige una metodología 
hermenéutica policéntrica que excede la mera ponderación bilateral de derechos individuales 
(véase, asimismo, LORENZETTI, Ricardo L., Teoría del Derecho Ambiental, Rubinzal-Culzoni, 
Santa Fe, 2008, especialmente Capítulo I). 
8Código Civil y Comercial de la Nación Argentina, aprobado por Ley N.º 26.994, sancionada el 


1.º de octubre de 2014, promulgada por Decreto 1795/2014, B. O. 8/10/2014, vigente desde el 
1.º de agosto de 2015, art. 235 inc. c. 
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glaciares como reservas estratégicas de agua dulce y bienes ambientales de 
interés público. 
 
La modificación aprobada en 2026 altera aspectos centrales del sistema de 
protección ambiental vigente, especialmente en lo referido al alcance del 
ambiente periglacial, las competencias provinciales y el estándar preventivo 
aplicable a actividades extractivas. 
 
Se citan a continuación las principales modificaciones introducidas por la 
reforma; enunciación que no va en detrimento de otras numerosas y relevantes. 
 
a) Restricción del concepto de ambiente periglacial 
 
La ley original protegía de manera amplia tanto los glaciares como el ambiente 
periglacial, entendiendo que dichas zonas cumplen funciones hidrológicas, 
climáticas y ecológicas esenciales. La reforma reemplazó este criterio amplio por 
uno basado en la «función hídrica efectiva», cuya definición ambigua puede dar 
lugar a innumerables situaciones de desamparo del recurso. 
 
En los hechos, ello implica que determinadas áreas periglaciares dejan de estar 
automáticamente protegidas y pasan a depender de evaluaciones técnicas o 
administrativas para determinar si merecen tutela jurídica. Este punto se vincula 
estrechamente con la delegación de competencias a las provincias. 
 
b) Delegación de competencias a las provincias 
 
Otro cambio sustancial consiste en la ampliación del margen de decisión 
provincial respecto de qué áreas deben protegerse y cuáles pueden habilitarse 
para actividades económicas, especialmente la minería e hidrocarburos. La 
reforma se fundamenta en el artículo 124 de la Constitución Nacional, que 
reconoce el dominio originario de los recursos naturales en cabeza de las 
provincias; no obstante, la doctrina ha advertido que tal dominio originario no 
puede ejercerse con prescindencia de los presupuestos mínimos federales del 
art. 41 CN.9 
 


Una realidad federal sostenida en estructuras normativas dispares como el caso 
de las regulación de evaluación de impacto ambiental o de criterios incluso 
ausentes en materia de ordenamiento ambiental del territorio, refuerzan la 
complejidad y debilitan la defensa de los recursos en cuestión. 
 
c) Flexibilización de prohibiciones ambientales 
 
La ley de 2010 establecía prohibiciones relativamente taxativas respecto de 
actividades susceptibles de afectar glaciares o zonas periglaciares. La reforma 


 
9Sobre el régimen de presupuestos mínimos, véase ESAÍN, José A., Competencias ambientales, 


Lexis Nexis, Buenos Aires, 2008; y SABSAY, Daniel A., «El Nuevo Artículo 41 de la Constitución 
Nacional y la Distribución de Competencias Nación-Provincia», Doctrina Judicial, 1997-2, p. 783 
y ss. La doctrina coincide en que el art. 41 CN consagra un sistema concurrente: la Nación dicta 
los presupuestos mínimos uniformes, y las provincias  en ejercicio del dominio originario 
reconocido por el art. 124 CN  complementan dichos pisos sin posibilidad de menoscabarlos. 
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sustituyó parte de esas prohibiciones por criterios de «alteración relevante», 
sujetos a Evaluaciones de Impacto Ambiental (EIA), que como se mencionó 
presentan variables sustantivas entre las distintas provincias. En términos 
prácticos, actividades antes vedadas podrían autorizarse bajo determinadas 
condiciones administrativas. 
 
2.1.c. Principios jurídicos vulnerados 
 
a) Principio de no regresión ambiental 
 
Uno de los cuestionamientos más relevantes sostiene que la reforma viola el 
principio de no regresión ambiental, conforme al cual el Estado no debe disminuir 
los niveles de protección ambiental ya alcanzados. En palabras de Peña Chacón, 
dicho principio impone que «la normativa y la jurisprudencia ambiental no 
deberían ser revisadas si esto implicara retroceder respecto a los niveles de 
protección alcanzados con anterioridad».10 
 
La reducción del alcance protector del ambiente periglacial es interpretada 
doctrinariamente como un retroceso normativo incompatible con el artículo 41 de 
la Constitución Nacional y con la evolución progresiva del derecho ambiental, 
principio este último expresamente recogido en el art. 4 de la Ley 25.675.11 
 
b) Principio precautorio 
 
La Ley General del Ambiente, Ley 25.675, establece que, ante peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza científica no debe utilizarse como razón 
para postergar medidas protectorias. 
 


La reforma invierte parcialmente esta lógica, en tanto exige demostrar 
previamente la «función hídrica efectiva» de determinadas áreas para activar la 
protección legal, de esta forma se debilita el estándar precautorio originalmente 
previsto por la Ley 26.639 y subvierte la carga de la prueba: deja de exigirse al 
proponente que acredite la inocuidad de la actividad, para imponer al Estado o a 
la comunidad afectada la carga de demostrar la función hídrica del área a 
proteger. 
 


 
10Sobre el principio de no regresión, véase PRIEUR, Michel, El nuevo principio de no regresión 


en derecho ambiental, Editions Bruylant, Bruselas, 2012; PEÑA CHACÓN, Mario (ed.), El 
principio de no regresión ambiental en Iberoamérica, UICN, Gland, Suiza, 2015; y, del mismo 
autor, El principio de no regresión ambiental en el derecho comparado latinoamericano, PNUD, 
San José, 2013. En la doctrina argentina, ESAÍN, José A., considera la no regresión como 
subprincipio de la progresividad consagrada en el art. 4 de la Ley 25.675 (Ley General del 
Ambiente).  
11Sobre la naturaleza preventiva e irreversible del daño ambiental, véase LORENZETTI, Ricardo 


L. y LORENZETTI, Pablo, Derecho Ambiental, Rubinzal-Culzoni Editores, Santa Fe, 2018; 
CAFFERATTA, Néstor A., «El principio precautorio», en Revista de Derecho Ambiental, La Ley, 
Buenos Aires; y, más recientemente, la doctrina sentada por el Juzgado Federal de Caleta Olivia, 
in re «Asociación Argentina de Abogados/as Ambientalistas y otros c/ Estado Nacional s/ amparo 
ambiental», sentencia del 30 de abril de 2026, en la cual se dispuso la suspensión cautelar de 
los efectos de la Ley 27.804 en jurisdicción de la Provincia de Santa Cruz por configurar prima 
facie un supuesto de regresión normativa. 
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c) Vulneración del sistema de presupuestos mínimos 
 
La doctrina crítica afirma que la reforma afecta el régimen federal de 
presupuestos mínimos ambientales previsto en el artículo 41 de la Constitución 
Nacional. Como ha sostenido Esaín, el sistema concurrente de competencias 
supone que la Nación fija un piso uniforme de tutela que las provincias pueden 
complementar al alza, jamás reducir; otorgar discrecionalidad provincial para 
definir qué áreas se protegen fragmenta dicho piso uniforme y, en los hechos, lo 
derrumba. 
 
d) Posible afectación de compromisos internacionales 
 
Por su parte la reforma podría entrar en tensión con obligaciones internacionales 
asumidas por Argentina, especialmente con el Acuerdo de Escazú ratificado por 
Ley 27.566 y con los estándares interamericanos de protección ambiental y 
acceso al agua. Asimismo, se ha cuestionado la suficiencia de los mecanismos 
de participación ciudadana durante el tratamiento legislativo, exigencia que 
constituye uno de los pilares procedimentales del propio Acuerdo de Escazú 
(arts. 7 y 8).12 
 
2.1.d. Judicialización e incertidumbre constitucional 
 
La reforma ha generado acciones judiciales colectivas impulsadas por 
organizaciones ambientalistas y sectores académicos, que solicitan su 
declaración de inconstitucionalidad. En el primer pronunciamiento judicial sobre 
la nueva ley, el fuero federal de Caleta Olivia (Santa Cruz) dispuso, en abril de 
2026, la suspensión cautelar de los efectos de la reforma en el ámbito provincial, 
invocando expresamente la doctrina de Lorenzetti sobre la naturaleza preventiva 
del derecho ambiental y el principio precautorio de Cafferatta. 
 
Los cuestionamientos se apoyan principalmente en: 
 
• la afectación del derecho a un ambiente sano (art. 41 CN); 
• la violación del principio de no regresión; 
• el debilitamiento del principio precautorio; 
• la alteración del régimen de presupuestos mínimos ambientales. 
 
Debe recordarse que la propia Corte Suprema de Justicia de la Nación ya había 
reconocido en 2019 la constitucionalidad de la Ley 26.639 original, reafirmando 
la validez del sistema nacional de protección glaciar frente a planteos del sector 
minero. 
 


 
12Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la 


Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe («Acuerdo de Escazú»), adoptado 
en Escazú, Costa Rica, el 4 de marzo de 2018; entrada en vigor el 22 de abril de 2021. Ratificado 
por Argentina mediante Ley N.º 27.566 (B. O. 19/10/2020). Véase BÁRCENA, Alicia (pref.), 
Acuerdo regional sobre el acceso a la información, la participación pública y el acceso a la justicia 
en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe, LC/PUB.2018/8/Rev.1, CEPAL, Santiago, 
2018; y TORRES, V. y MUÑOZ ÁVILA, L. (eds.), El Acuerdo de Escazú sobre democracia 
ambiental y su relación con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, CEPAL/Editorial 
Universidad del Rosario, Bogotá, 2021. 
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La reforma de la Ley de Glaciares representa un cambio estructural en el modelo 
argentino de tutela ambiental de alta montaña. Aunque sus defensores sostienen 
que busca compatibilizar protección ambiental, federalismo y desarrollo minero, 
una parte significativa de la doctrina considera que introduce una reducción del 
estándar jurídico de protección alcanzado desde 2010. 
 
En consecuencia, el eje del debate jurídico actual se concentra en determinar si 
la flexibilización normativa resulta compatible con los principios constitucionales 
ambientales, particularmente los de prevención, precaución, no regresión y 
presupuestos mínimos de protección que debe prevalecer aun ante incluso 
argumentos prodesarrollo. 
 
2.2. Chile: del otro lado de la cordillera 
 
Históricamente, Chile protegió los glaciares de manera indirecta mediante el 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA). En el año 2022, la Ley 
21.435 reformó el Código de Aguas con el propósito de prohibir taxativamente la 
constitución de derechos de aprovechamiento de aguas sobre glaciares y 
restringir las intervenciones físicas.13 Así, el artículo 5.º del referido Código quedó 
redactado en su parte pertinente del siguiente modo: 
 
Artículo 5.º Las aguas, en cualquiera de sus estados, son bienes nacionales de 
uso público. En consecuencia, su dominio y uso pertenece a todos los habitantes 
de la nación. 
 
En función del interés público se constituirán derechos de aprovechamiento 
sobre las aguas, los que podrán ser limitados en su ejercicio, de conformidad 
con las disposiciones de este Código. 
 
Para estos efectos, se entenderán comprendidas bajo el interés público las 
acciones que ejecute la autoridad para resguardar el consumo humano y el 
saneamiento, la preservación ecosistémica, la disponibilidad de las aguas, la 
sustentabilidad acuífera y, en general, aquellas destinadas a promover un 
equilibrio entre eficiencia y seguridad en los usos productivos de las aguas. 
 
El acceso al agua potable y el saneamiento es un derecho humano esencial e 
irrenunciable que debe ser garantizado por el Estado. 
 
No se podrán constituir derechos de aprovechamiento en glaciares. 
 
En el caso de los territorios indígenas, el Estado velará por la integridad entre 
tierra y agua, y protegerá las aguas existentes para beneficio de las comunidades 


 
13Ley N.º 21.435, «Reforma el Código de Aguas», promulgada el 25 de marzo de 2022, publicada 


en el Diario Oficial el 6 de abril de 2022, Ministerio de Obras Públicas, República de Chile. Para 
un análisis dogmático de la reforma, véase MORAGA SARIEGO, Pilar, «Mejora regulatoria, 
legitimación y principio de no regresión: el fallo de la Corte Suprema en el caso MP10», Revista 
Justicia Ambiental, N.º 7, 2015, pp. 203-223; CELUME BYRNE, Tatiana, La reforma al Código 
de Aguas chileno; y la lectura crítica de VERGARA BLANCO, Alejandro, quien matiza el alcance 
del cambio paradigmático. 
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indígenas, de acuerdo a las leyes y a los tratados internacionales ratificados por 
Chile y que se encuentren vigentes. 
 
De este modo quedaron establecidas las actividades prohibidas, a saber: la 
remoción, traslado o destrucción de glaciares, así como las actividades 
industriales en áreas glaciares declaradas como reserva. 
 
Por su parte, las actividades permitidas son el turismo de bajo impacto, la 
investigación científica y las actividades de seguridad nacional. 
 
La reforma establece una red de monitoreo y control de calidad, sustituyendo el 
artículo 129 bis 3 del Código de Aguas por el siguiente: 
 
Artículo 129 bis 3. La Dirección General de Aguas deberá establecer y mantener 
una red de estaciones de control de calidad, cantidad y niveles de las aguas 
tanto superficiales como subterráneas y de los glaciares y nieves en cada 
cuenca u hoya hidrográfica. La información que se obtenga deberá ser pública 
y actualizada, sin perjuicio de su publicación en la página web de la Dirección. 
 
Para los efectos de esta ley, se entenderá por calidad, al menos, los parámetros 
físicos y químicos del recurso hídrico. 
 
Asimismo, se establece un Plan Estratégico de Recursos Hídricos. El artículo 
293 bis del Código quedó redactado de la siguiente manera: 
 
Cada cuenca del país deberá contar con un Plan Estratégico de Recursos 
Hídricos tendiente a propiciar la seguridad hídrica en el contexto de las 
restricciones asociadas al cambio climático, el cual será público. Dicho plan será 
actualizado cada diez años o menos, y deberá considerar al menos los siguientes 
aspectos: 
 
[…] 5. Un programa quinquenal para la ampliación, instalación, modernización 
y/o reparación de las redes de estaciones fluviométricas, meteorológicas, 
sedimentométricas, y la mantención e implementación de la red de monitoreo de 
calidad de las aguas, de niveles de pozos, embalses, lagos, glaciares y rutas de 
nieve. […] 
 
Por otra parte, se establece que debe mantenerse y operar la red de monitoreo 
e inventario de glaciares y nieves, la cual incluye tanto mediciones de volumen y 
acumulación como sus características y ubicación, debiendo proporcionarse y 
publicarse la información correspondiente, conforme al reglamento dictado al 
efecto. 
 
A diferencia del régimen argentino, en Chile no existe aún una ley específica de 
protección de glaciares en vigor; existen normas conexas que ofrecen protección 
parcial, tales como el art. 11 de la Ley N.º 19.300 sobre Bases Generales del 
Medio Ambiente y el art. Artículo 17 de la Ley N.º 20.283 sobre Recuperación del 
Bosque Nativo y Fomento Forestal. La doctrina chilena ha vinculado la nueva 
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regulación del Código de Aguas con la consolidación dogmática del principio de 
irreversibilidad como derivación del principio de no regresión.14 
 
2.3. Colombia: Ecosistemas estratégicos 
 
Actualmente, solo seis zonas geográficas presentan glaciares en Colombia. De 
estos seis nevados, cuatro se ubican sobre estructuras volcánicas clasificadas 
como activas (estratovolcanes), y los dos restantes caracterizados como sierras 
nevadas se asientan sobre rocas no volcánicas. Ellos son: Sierra Nevada de 
Santa Marta, Sierra Nevada del Cocuy o Güicán, Volcán Nevado del Ruiz, Volcán 
Nevado del Huila, Volcán Nevado del Tolima y Volcán Nevado de Santa Isabel.15 
 
Colombia los protege mediante el Código Nacional de Recursos Naturales, en 
sus arts. 7716 y 8317, estableciendo su condición de bienes inalienables e 
imprescriptibles del Estado. 
 
La protección de las formaciones glaciológicas en Colombia se efectiviza a través 
del régimen de los Páramos. En dicho país, los glaciares se consideran la 
«corona» de los ecosistemas de páramo. Su regulación es indirecta, pero 
notablemente restrictiva, debido a la naturaleza de estos ecosistemas. 
 
Resulta pertinente destacar la importancia de los Páramos en Colombia y la 
relevancia de su marco regulatorio. 
 
Los páramos son ecosistemas de importancia estratégica para Colombia, 
principalmente por su función crítica en la regulación del ciclo hídrico. De ellos 
depende el suministro de agua para más del 70 % de la población nacional, 
sustentando tanto el consumo humano como las principales actividades 
económicas. Además de su relevancia hidrológica, estos territorios poseen una 
vasta riqueza biótica y sociocultural. No obstante, su elevada vulnerabilidad 
frente al cambio climático ha consolidado la protección y el manejo sostenible de 
los páramos como una prioridad constitucional y un principio rector de la gestión 
ambiental desde la Ley 99 de 1993. 
 


 
14Sobre la construcción jurídica del principio de irreversibilidad como derivación del de no 


regresión en sede chilena, véase DELGADO SCHNEIDER, Verónica, «Nuevo reto del derecho 
ambiental: la construcción del principio de irreversibilidad de las normas de protección del 
ambiente», en PEÑA CHACÓN, Mario (ed.), El principio de no regresión ambiental en 
Iberoamérica, op. cit., pp. 103-119. 
15Información oficial actualizada de cobertura glaciar colombiana: Instituto de Hidrología, 


Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM), Informe del Estado de los Glaciares 
Colombianos, Bogotá, ediciones anuales. Véase también Fundación Cumbres Blancas, 
disponible en: https://www.cumbresblancas.org/ [consultado en marzo de 2026]. 
16Decreto-Ley 2811 de 1974, Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 


Protección al Medio Ambiente, Parte III «De las aguas no marítimas», Título I «Disposiciones 
generales», Capítulo I, art. 77, inc. h): «Las disposiciones de esta parte regulan el 
aprovechamiento de las aguas no marítimas en todos sus estados y formas, como: (…) h) Las 
de los nevados y glaciares». 
17Decreto-Ley 2811 de 1974, art. 83, inc. e): «Salvo derechos adquiridos por particulares, son 


bienes inalienables e imprescriptibles del Estado: (…) e) Las áreas ocupadas por los nevados y 
los cauces de los glaciares». Conc.: D. 1541/78, arts. 14, 15, 182, art. 257 lit. b), art. 284 núm. 
3.º 



https://www.cumbresblancas.org/
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A pesar de su reconocimiento histórico, la prohibición explícita de actividades 
productivas en estas zonas y la necesidad de establecer límites geográficos 
precisos para su protección surgieron formalmente con la Ley 1382 de 2010. A 
partir de este hito, la responsabilidad de delimitar los páramos fue asignada al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, facultad ratificada por los Planes 
Nacionales de Desarrollo mediante las Leyes 1450 de 2011 y 1753 de 2015 y, 
más recientemente, por la Ley 1930 de 2018. 
 
Para garantizar el rigor en este proceso, la Sentencia C-035 de 2016 de la Corte 
Constitucional dictó directrices fundamentales sobre criterios técnicos y 
protección jurídica.18 
 
En lo concerniente a la fundamentación científica, la autoridad de aplicación debe 
basar la delimitación en los criterios técnicos del Instituto Alexander von 
Humboldt (IAvH). Si la autoridad ambiental decidiera apartarse de la cartografía 
de referencia del IAvH, deberá justificar científicamente bajo la premisa de 
brindar un nivel de protección aún mayor, manteniendo vigente el principio 
precautorio. Estas medidas buscan evitar decisiones arbitrarias que pongan en 
riesgo los servicios ambientales de los que depende el derecho fundamental al 
agua.19 
 
Gracias a este despliegue institucional y normativo, actualmente se ha logrado 
la delimitación de 36 de los 37 complejos de páramo identificados en el país, 
conforme lo señala el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
 
La Ley 1930 de julio de 2018, denominada Ley de Páramos, dicta las 
disposiciones para la gestión integral de los páramos, que incluyen las zonas 
nivales y glaciares, declarándolos ecosistemas estratégicos. 
 
2.4. Perú: Pioneros de los inventarios 
 
En la década de 1970 se iniciaron los estudios paleoclimáticos y glaciológicos 
tropicales sobre el Quelccaya Ice Cap. Según Lonnie Thompson y colaboradores 
de la Ohio State University, se desarrolló en ese sitio una de las series 
paleoclimáticas tropicales más importantes del mundo, identificándose 
tempranamente el retroceso glaciar acelerado en los Andes tropicales peruanos. 


 
18Corte Constitucional de la República de Colombia, Sentencia C-035/2016, «Alberto Castilla 


Salazar y otros c/ Estado de Colombia», M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado, 8 de febrero de 2016. 
La Corte declaró inexequibles los incisos 1.º, 2.º y 3.º del parágrafo primero del art. 173 de la Ley 
1753 de 2015 (Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018), por considerar que la autorización de 
actividades mineras, de hidrocarburos y agropecuarias en zonas de páramo desconocía el deber 
constitucional de protección de ecosistemas de especial importancia ecológica y comprometía el 
derecho fundamental al agua. Cfr., además, Auto 558/18 de la misma Corte y Sentencia T-
361/2017. 
19Sobre la articulación entre delimitación técnica, derecho al agua y participación ciudadana en 


el régimen colombiano de páramos, véase RODRÍGUEZ, Gloria Amparo, «La participación en la 
construcción de la paz con justicia ambiental en Colombia», en TORRES, V. y MUÑOZ ÁVILA, 
L. (eds.), El Acuerdo de Escazú sobre democracia ambiental y su relación con la Agenda 2030, 
op. cit., 2021; y AMAYA ARIAS, Ángela María, «El principio de no regresión y los retos del 
derecho ambiental en la actualidad», IV Foro Internacional de Justicia Ambiental, Segundo 
Tribunal Ambiental de Chile, 15 de enero de 2021. 
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Posteriormente se llevaron a cabo estudios satelitales y de evaluación del 
retroceso glaciar en la Cordillera Blanca. En el año 2005, en el trabajo 
«Evaluation of recent glacier recession in the Cordillera Blanca, Perú (AD 1962-
1999): spatial distribution of mass loss and climatic forcing», Bryan Mark, 
Geoffrey Seltzer et al. presentaron una evaluación integral del retroceso glaciar 
entre 1962 y 1999.20 
 
El estudio «Glacial cover mapping (1987-1996) of the Cordillera Blanca (Peru) 
using satellite imagery» de Silverio y Jaquet21 Constituyó el primer gran trabajo 
satelital moderno sobre glaciares peruanos. Mediante imágenes Landsat TM 
determinó una reducción glaciar de 643 km² en 1987 a 600 km² en 1996, 
confirmando la reducción sostenida de la cobertura glaciar tropical. 
 
En 2009, los estudios geomorfológicos sobre el Pastoruri liderados por David 
Durand Castro y colaboradores 22 abordaron la relación entre retroceso glaciar, 
disponibilidad hídrica y dinámica periglacial, considerándolo uno de los casos 
más críticos de deglaciación tropical. 
 
El trabajo «Recent trends on glacier area retreat over the group of Nevados 
Caullaraju-Pastoruri (Cordillera Blanca, Peru) using Landsat imagery» (Journal 
of South American Earth Sciences, 2015), evaluó el retroceso glaciar entre 1957 
y 2010, determinando una pérdida aproximada del 58 % del área glaciar 
Pastoruri/Caullaraju y evidenciando una aceleración del retroceso desde la 
década de 1980. 
 
El Inventario Nacional de Glaciares del Perú 2018, elaborado por el INAIGEM,23 
emplea imágenes Sentinel-2, sistemas de información geográfica (SIG) y la 
metodología oficial nacional. Determina la extensión glaciar nacional hasta 2016 
y concluye que Perú perdió más del 50 % de su superficie glaciar desde 
mediados del siglo XX, identificando como cordilleras ya sin cobertura glaciar la 
Volcánica y la Barroso. 
 
Complementariamente, los estudios de Gancedo Alonso (2018, Universidad del 
País Vasco) sobre el balance de masa del Nevado Artesonraju entre 2004 y 
2014, así como el Informe Anual 2018 del INAIGEM (publicado en 2019), 
evaluaron las lagunas glaciares de alta peligrosidad y vincularon cambio 
climático, deglaciación y riesgos hidrológicos. 
 


 
20Mark, B. G., Seltzer, G. O., et al. (2005). «Evaluation of recent glacier recession in the Cordillera 


Blanca, Peru (AD 1962-1999): spatial distribution of mass loss and climatic forcing». Quaternary 
Science Reviews, 24(20-21), pp. 2265-2280. 
21Silverio, W. y Jaquet, J.-M. (2005). «Glacial cover mapping (1987-1996) of the Cordillera Blanca 


(Peru) using satellite imagery». Remote Sensing of Environment, 95(3), pp. 342-350. 
22Durand Castro, D. y colaboradores (2009). «Geomorfología de la microcuenca Pastoruri – 


Cordillera Blanca». Investigaciones Sociales, Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Lima. 
23Instituto Nacional de Investigación en Glaciares y Ecosistemas de Montaña (INAIGEM) (2018). 


Inventario Nacional de Glaciares: Las Cordilleras Glaciares del Perú. Gobierno del Perú, Huaraz. 
Disponible en: https://www.gob.pe/institucion/inaigem/informes-publicaciones/2028654-
inventario-nacional-de-glaciares-las-cordilleras-glaciares-del-peru-2018 



https://www.gob.pe/institucion/inaigem/informes-publicaciones/2028654-inventario-nacional-de-glaciares-las-cordilleras-glaciares-del-peru-2018

https://www.gob.pe/institucion/inaigem/informes-publicaciones/2028654-inventario-nacional-de-glaciares-las-cordilleras-glaciares-del-peru-2018
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El trabajo «Contemporary glacial lakes in the Peruvian Andes» (Global and 
Planetary Change, 2021) realizó un inventario contemporáneo de lagunas 
glaciares y articuló el retroceso glaciar con la expansión lacustre y el riesgo de 
GLOFs (Glacial Lake Outburst Floods), evidenciando el aumento sostenido de 
lagunas como consecuencia de la deglaciación. 
 
Principales conclusiones científicas 
 
Los informes coinciden en que Perú perdió más del 50 % de su superficie glaciar 
desde mediados del siglo XX. La deglaciación se aceleró especialmente desde 
la década de 1980. Las cordilleras más afectadas son la Cordillera Blanca, 
Vilcanota, Pastoruri y los glaciares de baja altitud. Entre las causas principales 
se identifican el aumento de la temperatura, el cambio climático antropogénico y 
las alteraciones hidrológicas regionales. Los riesgos asociados incluyen la 
escasez hídrica, el aumento de lagunas glaciares, los aluviones y la afectación 
agrícola e hidroeléctrica. 
 
Perú posee el mayor volumen de glaciares tropicales del mundo; sin embargo, 
su protección no es directa, sino que se aborda desde la perspectiva integral del 
cambio climático. 
 
La regulación sobre los recursos hídricos es preventiva y de adaptación; la 
protección jurídica se efectiviza por vía de la Ley de Recursos Hídricos N.º 
29.338 de 2009. 
 
La Ley 30.754 del año 2018 establece el Marco sobre Cambio Climático y regula 
la gestión de los glaciares como prioridad nacional para reducir la vulnerabilidad 
y gestionar los recursos hídricos.24 
 
Así, el artículo 3 adopta el enfoque para la gestión integral del cambio climático 
y, en el punto 3.3, sobre mitigación y adaptación basada en ecosistemas, 
identifica e implementa acciones para la protección, manejo, conservación y 
restauración de ecosistemas, particularmente de los ecosistemas frágiles como 
los glaciares y los ecosistemas de montaña, los ecosistemas marino-costeros y 
las áreas naturales protegidas, a fin de asegurar que continúen prestando 
servicios ecosistémicos. 
 
2.5. Ecuador: Los derechos de la Naturaleza 
 
En Ecuador existen siete zonas geográficas que contienen glaciares: El Altar, 
Antisana, Carihuairazo, Cayambe, Chimborazo, Cotopaxi e Iliniza Sur. Los 
glaciares del Ecuador representan el 4 % de los glaciares tropicales andinos, es 
decir, los comprendidos entre Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú.25 


 
24Ley N.º 30754, «Ley Marco sobre Cambio Climático», publicada en el diario oficial El Peruano 


el 18 de abril de 2018; reglamentada por D. S. N.º 013-2019-MINAM, del 31 de diciembre de 
2019. Para un análisis crítico del proceso legislativo y de su contenido normativo, véase «La 
tortuosa travesía de la Ley Marco sobre Cambio Climático (2008-2018)», Revista Kawsaypacha. 
Sociedad y Medioambiente, N.º 9, 2022, Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima. 
25Sobre la cobertura glaciar ecuatoriana, véase Fundación Cumbres Blancas, disponible en: 


https://www.cumbresblancas.org/ [consultado en marzo de 2026]; complementado con 



https://www.cumbresblancas.org/
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Resulta de suma relevancia conocer el estado de situación y el recorrido histórico 
de los estudios científicos sobre los glaciares en Ecuador, para comprender 
cómo ocurre en otros países latinoamericanos el marcado distanciamiento entre 
el fenómeno geológico, sus consecuencias ambientales, su vinculación con el 
cambio climático y la deuda legislativa. 
 
Numerosos informes técnicos e investigaciones científicas, en particular, 
inventarios glaciologicos han estudiado la pérdida, retroceso y desaparición 
progresiva de los glaciares en Ecuador, particularmente en los nevados 
Antisana, Cotopaxi, Chimborazo, Cayambe, Carihuairazo e Iliniza Sur. Entre 
ellos cabe citar el Programa de Monitoreo Glaciar del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología (INAMHI), iniciado en 1997, y la «Actualización del 
inventario de tres casquetes glaciares del Ecuador» de Bolívar Cáceres (2010), 
publicada por la Université de Nice-Sophia Antipolis. En dicho trabajo se 
actualizaron los inventarios de los glaciares del Cotopaxi, Antisana y 
Chimborazo. Las conclusiones determinan que la cobertura glaciar ecuatoriana 
se redujo aproximadamente un 38 % en cuarenta años. Se estima que la 
superficie glaciar nacional pasó de aproximadamente 60 km² en 1997 a cerca de 
48 km² hacia 2006. Se reconoce específicamente como causas la variabilidad 
climática andina y, como en otros casos de la región, la actividad volcánica. 
 
Estudios glaciologicos sobre el Carihuairazo llevados a cabo entre los años 2018 
y 2019 por investigadores del INAMHI y especialistas andinos determinaron que 
dicho glaciar perdió aproximadamente el 96 % de su superficie en poco más de 
seis décadas, proyectándose su desaparición total en pocos años. En idéntico 
sentido se expresan los estudios sobre los glaciares Cotopaxi y Chimborazo. 
 
Ecuador perdió una porción sustancial de sus glaciares tropicales durante las 
últimas décadas. El fenómeno ENSO26, las actividades volcánicas y la 
disminución de la disponibilidad nívea e hídrica son las causas citadas 
comúnmente en la literatura científica. 
 
En cuanto al régimen jurídico de protección de los glaciares, Ecuador presenta 
en su marco constitucional el reconocimiento de los «Derechos de la 
Naturaleza»27. Adicionalmente, el país cuenta con la Ley de Gestión Ambiental 


 
CÁCERES, Bolívar (2010), Actualización del inventario de tres casquetes glaciares del Ecuador, 
Université de Nice-Sophia Antipolis, INAMHI y IRD. 
26El Niño-Oscilación del Sur (ENSO): patrón climático natural que altera el clima global mediante 


fluctuaciones en la temperatura del océano Pacífico ecuatorial y la presión atmosférica asociada 
(sistema acoplado océano-atmósfera). 
27Constitución de la República del Ecuador, aprobada por referéndum el 28 de septiembre de 


2008, publicada en el Registro Oficial N.º 449 del 20 de octubre de 2008. Sobre los derechos de 
la naturaleza, véase ZAFFARONI, E. Raúl, La Pachamama y el Humano, Ediciones Colihue (con 
epílogo de Matías Bailone, prólogo de Osvaldo Bayer e ilustraciones de Miguel Rep), Buenos 
Aires, 2011; ACOSTA, Alberto y MARTÍNEZ, Esperanza (comps.), La Naturaleza con Derechos. 
De la filosofía a la política, Abya Yala / Fundación Rosa Luxemburg, Quito, 2011; y ÁVILA 
SANTAMARÍA, Ramiro, «El Derecho de la Naturaleza: fundamentos», en ESPINOSA 
GALLEGOS-ANDA, Carlos y PÉREZ FERNÁNDEZ, Camilo (eds.), Los derechos de la naturaleza 
y la naturaleza de sus derechos, Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Quito, 2011, 
p. 35 y ss. 
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y el Código Orgánico del Ambiente del año 2017, que clasifica a los glaciares 
como «ecosistemas frágiles» y prohíbe actividades que alteren su flujo hídrico o 
degraden su estructura física en áreas protegidas. 
 
El sistema de protección jurídica de los glaciares en Ecuador no surgió mediante 
una ley específica de glaciares, como ocurrió en Argentina, sino a través de un 
desarrollo progresivo del derecho ambiental, constitucional, climático y de 
conservación de ecosistemas de montaña. 
 
La tutela glaciar ecuatoriana puede dividirse en varias etapas históricas. 
 
Evolución cronológica del sistema de protección jurídica de los glaciares 
en Ecuador 
 
La etapa inicial se sustenta en la conservación de montañas y parques 
nacionales (1930-1970); de esta etapa se aprecia la creación de áreas 
protegidas altoandinas que representa la primera protección indirecta de los 
glaciares ecuatorianos. A lo largo del siglo XX comenzaron a establecerse áreas 
protegidas sobre volcanes y nevados que contienen glaciares tropicales. 
 
Entre los años 1970 y 1998 se produce la consolidación del derecho ambiental 
ecuatoriano, incorporando instrumentos modernos de protección ambiental tales 
como la conservación de la biodiversidad, el manejo forestal, la protección 
hídrica y el ordenamiento territorial. 
 
A partir de 1998 se presenta la constitucionalización ambiental, lo cual 
representa un cambio relevante al incorporar el principio del derecho a un 
ambiente sano y al deber estatal de conservación. Sin perjuicio de la fortaleza 
estructurante obtenida, los glaciares sólo recibieron protección indirecta a través 
del reconocimiento como patrimonio natural o como parte de los ecosistemas 
altoandinos. 
 
Al llegar la reforma constitucional del año 2008 y con ella el reconocimiento de 
los derechos de la naturaleza, hito central del sistema ecuatoriano de protección 
ambiental, por extensión se entienden protegidos los glaciares. Los artículos 406 
y 407 permiten brindar la protección que la ausencia de una norma específica no 
provee. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ecuatoriana ha consolidado, 
particularmente desde 2021, una línea hermenéutica que aplica un paradigma 
biocéntrico al amparo de la teoría sistémica del derecho.28 
 
Art. 406. El Estado regulará la conservación, manejo y uso sustentable, 
recuperación, y limitaciones de dominio de los ecosistemas frágiles y 
amenazados; entre otros, los páramos, humedales, bosques nublados, bosques 
tropicales secos y húmedos y manglares, ecosistemas marinos y marinos-
costeros. 


 
28ÁVILA SANTAMARÍA, Ramiro (2024), «La comprensión de la naturaleza, la jurisprudencia de 


la Corte Constitucional del Ecuador y la teoría sistémica del derecho», Revista de Estudios 
Políticos, N.º 204, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid. El autor identifica una 
consolidación de la línea jurisprudencial constitucional ecuatoriana sobre derechos de la 
naturaleza recién a partir de 2015 y, con mayor nitidez, desde 2021. 
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Art. 407. Se prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables en las 
áreas protegidas y en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación 
forestal. Excepcionalmente dichos recursos se podrán explotar a petición 
fundamentada de la Presidencia de la República y previa declaratoria de interés 
nacional por parte de la Asamblea Nacional, que, de estimarlo conveniente, 
podrá convocar a consulta popular. 
 
Paralelamente, entre los años 2008 y 2015, se desarrollaron políticas climáticas 
y glaciológicas, incorporando políticas de adaptación al cambio climático y el 
monitoreo de glaciares, en lo cual se destaca el rol del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología (INAMHI). Los estudios oficiales comenzaron a 
advertir la pérdida acelerada de masa glaciar y los impactos sobre el agua 
potable. 
 
Recién con la consolidación del enfoque ecosistémico y climático (2015-2026), 
se observa que la protección se otorga mediante políticas de adaptación, 
vinculando al glaciar con la seguridad hídrica y la resiliencia climática. 
 
2.6. Bolivia: El último glaciar 
 
Los procesos de pérdida, retroceso o desaparición de glaciares en Bolivia se 
presentaron especialmente en la Cordillera Real. Glaciares como el Chacaltaya, 
ubicado a 5.421 msnm, que llegó a ser la estación de esquí alpino más alta del 
mundo, se derritieron por completo en 2009 a causa del calentamiento global.29 
 
El glaciar Zongo constituye otro ejemplo de la vulnerabilidad de los glaciares 
bolivianos. Según el monitoreo del retroceso del glaciar Zongo en el período 
1994-2014 publicado por Mauri Pelto30, en un período de veinte años el glaciar 
retrocedió un total de 220 metros. En 1994 no existía el actual lago en su 
terminación; para el año 2004 se había retirado 90 metros, terminando en la orilla 
de un lago recién formado. En 2014, el frente del glaciar se encontraba ya a 100 
metros de distancia del lago. El fenómeno se evidencia con mayor dramatismo 
cuando se estudia la perspectiva del espesor: desde 1991 ha perdido más de 7 
metros. 
 
El glaciar Illimani, ubicado en la cordillera de los Andes en Bolivia, constituye un 
recurso natural esencial para las comunidades locales cuya actividad económica 
depende de la agricultura. Su alarmante retroceso de las últimas décadas fue 
denunciado en el estudio «Evaluación del Retroceso NDSI del Glaciar Illimani 
haciendo uso de Imágenes Satelitales» de A. W. Mamani et al. (2021), en el cual 
se evidencia la ausencia de información producida por el sector público en 


 
29BBC Mundo, «Chacaltaya: el glaciar boliviano que desapareció», disponible en: 


https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-38347734 [consultado en mayo de 2026]. 
Para una caracterización científica detallada, véase RABATEL, A., FRANCOU, B., et al. (2013), 
«Current state of glaciers in the tropical Andes: a multi-century perspective on glacier evolution 
and climate change», The Cryosphere, 7(1), pp. 81-102. 
30PELTO, M. (2015). «Zongo Glacier Retreat, Bolivia 1994-2014». From a Glacier 's Perspective. 


Disponible en: https://glacierchange.blog/2015/03/01/zongo-glacier-retreat-bolivia-1994-2014/ 



https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-38347734

https://glacierchange.blog/2015/03/01/zongo-glacier-retreat-bolivia-1994-2014/
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relación con los impactos que el cambio climático viene infligiendo a los glaciares 
bolivianos. 
 
Esta carencia de monitoreo dio lugar a que, en el año 2023, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Bolivia emitiera un documento sobre el Monitoreo de 
Glaciares31. En él se estableció que la gestión de los recursos hídricos en el 
Estado Plurinacional de Bolivia atraviesa un momento definitorio, marcado por la 
imperiosa necesidad de enfrentar la extrema vulnerabilidad derivada del cambio 
climático y el calentamiento global. 
 
En este contexto, el establecimiento de un sistema de monitoreo de glaciares en 
las cuencas que abastecen a las urbes de La Paz y El Alto representa un avance 
técnico y un compromiso con la preservación de los sistemas de vida y el 
equilibrio de la Madre Tierra. Esta iniciativa se fundamenta en una estructura de 
cooperación institucional y académica entre el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y el Instituto de Hidráulica e Hidrología de la Universidad Mayor de 
San Andrés, bajo la supervisión técnica del Ministerio de Medio Ambiente y Agua. 
 
La relevancia de este proyecto trasciende las fronteras nacionales, integrándose 
en el Proyecto Regional Cuenca Amazónica, financiado por el Fondo para el 
Medio Ambiente Mundial e implementado por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente, con la ejecución de la Organización del Tratado 
de Cooperación Amazónica. El eje del estudio se localiza en el glaciar Condoriri, 
cuyas aguas constituyen las nacientes fundamentales no solo para el consumo 
humano urbano, sino también para la cuenca del Amazonas. 
 
Bolivia no cuenta con una ley específica y exclusiva para la protección de 
glaciares. Su sistema de tutela jurídica es indirecto y se basa en el marco 
normativo ambiental general, el reconocimiento de los derechos de la naturaleza 
y las normativas sobre áreas protegidas y recursos hídricos. 
 
La Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien, N.º 300 del 
año 2012, reconoce a los sistemas de vida y a los componentes de la Madre 
Tierra, pero no hace referencia a los glaciares. Paradójicamente, el proceso de 
deterioro y retroceso glaciar se había evidenciado más de veinte años antes de 
la sanción de la norma.32 
 
La Ley del Medio Ambiente N.º 1333 constituye la norma fundamental que regula 
la protección del medio ambiente y los recursos naturales en todo el territorio 
boliviano. Se destaca la herramienta fundamental del procedimiento de 


 
31Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado Plurinacional de Bolivia, Comunicado oficial 


sobre Monitoreo de Glaciares (2023). Disponible en: 
https://cancilleria.gob.bo/mre/2023/10/31/11918/ [consultado en abril de 2026]. 
32Ley N.º 300 del 15 de octubre de 2012, «Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral 


para Vivir Bien», Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia. Sobre el paradigma del Vivir 
Bien y su recepción jurídica, véase ACOSTA, Alberto, «El Buen Vivir, una oportunidad por 
construir», Ecuador Debate, N.º 75, CAAP, Quito, 2008; y GUDYNAS, Eduardo, «La senda 
biocéntrica: valores intrínsecos, derechos de la naturaleza y justicia ecológica», Tabula Rasa, 
N.º 13, Bogotá, 2010, pp. 45-71. 



https://cancilleria.gob.bo/mre/2023/10/31/11918/
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Evaluación de Impacto Ambiental para cualquier actividad, obra o proyecto 
(AOP) que pueda alterar el ecosistema. 
 
2.7. Brasil: la investigación fuera del continente 
 
Brasil es un actor clave en la investigación científica en la Antártida. Desarrolla 
investigaciones científicas de alto nivel en dicha zona a través del Programa 
Antártico Brasileño (PROANTAR), enfocado en biología, oceanografía y 
climatología. 
 
Su regulación sobre glaciares no es interna dado que su territorio no cuenta con 
formaciones de tipo glaciar, sino externa, regulando la actividad de sus científicos 
y ciudadanos en zonas glaciares fuera de sus fronteras. Mediante el Decreto 
Federal 94.401 del año 1987 promulgó el Tratado Antártico, que regula el uso 
del continente para fines pacíficos y la protección de sus glaciares y ecosistemas. 
 
Por su parte, la Ley Federal 13.123 del año 2015, conocida como «Ley de 
Biodiversidad», aunque no menciona directamente a los glaciares, regula el 
acceso al patrimonio genético en áreas de interés científico, incluyendo 
expediciones a zonas antárticas. 
 
2.8. México33 La primera línea de base 
 
México cuenta con una línea de base trazada que permitió medir la pérdida 
posterior de glaciares: el «Inventario Glaciar Mexicano» de José Luis Lorenzo 
(1964), trabajo desarrollado durante el Año Geofísico Internacional. Este 
documento fue el primer inventario sistemático de glaciares mexicanos, en el 
cual se identificaron 9 glaciares en el Citlaltépetl, 12 en el Iztaccíhuatl y 3 en el 
Popocatépetl. 
 
El monitoreo se realizó sobre tres zonas glaciares, cada una de ellas sobre un 
volcán activo: el Popocatépetl, cuyos glaciares fueron declarados extinguidos 
hacia 2000-2001; el Iztaccíhuatl, que muestra retrocesos críticos; y el Citlaltépetl, 
que a la fecha conserva los últimos glaciares relativamente activos. Todos los 
informes científicos señalan que México perdió la mayor parte de sus glaciares 
durante los siglos XX y XXI34, siendo el primero de ellos el Ayoloco, declarado 
extinto en 2018. 
 
El Centro Nacional de Prevención de Desastres del Gobierno de México emitió 
en 2014 un informe basado en investigaciones de Hugo Delgado, en el cual se 
señala que los glaciares del Popocatépetl ya no cumplían los criterios 
glaciologicos y se alertaba sobre el retroceso acelerado de los glaciares 
mexicanos, adjudicándole como causas principales el cambio climático y la 
actividad eruptiva. 


 
33La presente investigación circunscribe el análisis del subcontinente centroamericano a la 


regulación de México, por ser el único país de la región con cobertura glaciar histórica. 
34Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM, 2025), Glaciares, cambio climático y 


gestión local de caudales hídricos, Instituto de Geofísica y PINCC-UNAM, Ciudad de México. 
Sobre la extinción del glaciar Ayoloco, véase DELGADO GRANADOS, Hugo, et al. (2018), 
«Hablemos de la desaparición del glaciar Ayoloco», Boletín del Instituto de Geofísica, UNAM. 
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Las causas identificadas son coincidentes con las mencionadas en otras 
latitudes de América Latina: los efectos del cambio climático antropogénico, el 
aumento regional de las temperaturas que conlleva la reducción de la 
precipitación sólida y, en el caso particular del Popocatépetl, el incremento de la 
actividad volcánica. Por estos motivos, los glaciares mexicanos son 
considerados extremadamente vulnerables debido a su ubicación tropical y a su 
baja extensión superficial. 
 
El sistema de protección jurídica en México es indirecto y se encuentra 
fragmentado en diversos cuerpos normativos que protegen parcial y 
dispersamente al objeto de estudio. Puede clasificarlo dentro de los sistemas 
ecosistémicos, dado que tutela las montañas, las cuencas y los ecosistemas de 
alta montaña. Presenta su faceta ambiental-administrativa al basarse en 
herramientas como la Evaluación de Impacto Ambiental y el ordenamiento 
ecológico, desplegando políticas de mitigación y adaptación al cambio climático. 
 
Cabe señalar la importancia del marco regulatorio mexicano en relación con las 
Áreas Naturales Protegidas, dado que varios de sus glaciares se encuentran 
dentro de parques nacionales como los Parques Nacionales Iztaccíhuatl-
Popocatépetl y Pico de Orizaba. Estas áreas imponen restricciones sobre la 
actividad minera limitando el cambio de uso del suelo y condicionan la 
explotación forestal y las obras de infraestructura. 
 
La Ley General de Cambio Climático (2012) constituye el principal instrumento 
climático mexicano, aunque no menciona específicamente a los glaciares. 
 
2.9. Venezuela: retroceso acelerado 
 
El informe científico denominado «Evolución de glaciares en Venezuela: 
glaciares de los Picos Humboldt y Bonpland», de Eduardo Carrillo y Santiago 
Yépez (2010)35, analiza mediante imágenes satelitales SPOT-5 la reducción del 
glaciar Sinigüis y otros glaciares andinos venezolanos, determinando que en 
1952 existían aproximadamente 3 km² de cobertura glaciar; que para 2008 el 
glaciar Humboldt-Bonpland había perdido alrededor del 83,74 % de su superficie; 
y que el ritmo de retroceso ascendía a aproximadamente 30,3 m/año. Este 
informe proyectaba la desaparición total de los glaciares venezolanos en pocos 
años, hecho que se confirmó en la actualidad. 
 
Los glaciares venezolanos, ubicados en la Sierra Nevada de Mérida, eran cinco, 
entre ellos el Humboldt, conocido como «La Corona». Uno de los informes 
científicos más citados sobre la desaparición de los glaciares venezolanos es 
«The end of the eternal snows: Integrative mapping of 100 years of glacier retreat 
in the Venezuelan Andes», de N. Ramírez et al. (2020), publicado en la revista 
Arctic, Antarctic, and Alpine Research. En él se realiza una reconstrucción 
histórica del retroceso glaciar en Venezuela durante aproximadamente un siglo, 
documentando la reducción drástica de la cobertura glaciar desde comienzos del 


 
35CARRILLO, E. y YÉPEZ, S. (2010). «Evolución de glaciares en Venezuela: glaciares de los 


Picos Humboldt y Bonpland», Universidad Central de Venezuela, Caracas. 
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siglo XX y advirtiendo sobre la desaparición inminente de los glaciares 
venezolanos, extremo que veintiséis años después efectivamente se confirmó.36 
La NASA describe el lamentable hecho del siguiente modo: 
 
El glaciar Humboldt de Venezuela ha desaparecido. Esta pérdida representa un 
nuevo golpe para los menguantes glaciares tropicales de nuestro planeta, que 
se han ido reduciendo y desapareciendo a medida que las temperaturas han 
aumentado. (2024) 
 
Entre los años 1952 y 2019, Venezuela perdió el 98 % de sus glaciares. La 
Iniciativa Internacional sobre Clima y Criosfera (ICCI) presentó en la 29.ª 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP 29), 
celebrada en Bakú, Azerbaiyán, en 2024 un informe sobre la pérdida de los 
glaciares de Venezuela, dejando sentado el antecedente de la denuncia 
internacional sobre el fenómeno. Dicho informe confirmó oficialmente que 
Venezuela perdió su último glaciar en 2024. El informe sostiene que el glaciar 
Humboldt quedó reducido a un campo de hielo estancado, que los glaciares 
tropicales andinos se derriten diez veces más rápido que el promedio global 
acumulado y que los glaciares tropicales son actualmente menores que en 
cualquier momento desde el fin de la última glaciación.37 
 
El sistema de protección jurídica otorgado a los glaciares se encuentra inserto 
en el régimen de protección del sistema montañoso andino, regulado por las 
siguientes normativas: 
 
La Ley Orgánica del Ambiente, publicada en la Gaceta Oficial N.º 5.833 
Extraordinario, de fecha 22 de diciembre de 200638, que declara la conservación, 
defensa y mejoramiento del entorno natural como una prioridad de interés 
público nacional. 
 
Dentro de sus preceptos se destaca la creación del Registro de Información 
Ambiental en el artículo 66: 
 
La Autoridad Nacional Ambiental establecerá y mantendrá un Registro de 
Información Ambiental, el cual deberá contener los datos biofísicos, económicos 
y sociales, así como la información legal, relacionados con el ambiente […]. 
 


 
36RAMÍREZ, N. et al. (2020). «The end of the eternal snows: Integrative mapping of 100 years of 


glacier retreat in the Venezuelan Andes». Arctic, Antarctic, and Alpine Research, 52(1), pp. 563-
581. Complementariamente: NASA Science, «Humboldt Glacier's Demise», disponible en: 
https://science.nasa.gov/earth/earth-observatory/humboldt-glaciers-demise-152893/ [consultado 
en abril de 2026]. 
37VALLANGI, N. (2024), «Venezuela pierde su último glaciar al reducirse a un campo de hielo», 


The Guardian, 8 de mayo de 2024. Disponible en: 
https://www.theguardian.com/environment/article/2024/may/08/venezuela-loses-its-last-glacier-
as-it-shrinks-down-to-an-ice-field [consultado en abril de 2026]. Confirmación oficial: Iniciativa 
Internacional sobre Clima y Criosfera (ICCI), Informe ante la COP29, Bakú, 2024. 
38Ley Orgánica del Ambiente, Gaceta Oficial N.º 5.833 Extraordinario, 22 de diciembre de 2006, 


República Bolivariana de Venezuela. Disponible en: 
https://www.asambleanacional.gob.ve/storage/documentos/leyes/ley-organi-
20220210161106.pdf [consultado en marzo de 2026]. 



https://science.nasa.gov/earth/earth-observatory/humboldt-glaciers-demise-152893/

https://www.theguardian.com/environment/article/2024/may/08/venezuela-loses-its-last-glacier-as-it-shrinks-down-to-an-ice-field

https://www.theguardian.com/environment/article/2024/may/08/venezuela-loses-its-last-glacier-as-it-shrinks-down-to-an-ice-field

https://www.asambleanacional.gob.ve/storage/documentos/leyes/ley-organi-20220210161106.pdf

https://www.asambleanacional.gob.ve/storage/documentos/leyes/ley-organi-20220210161106.pdf
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Dicho registro gestiona, a través del Ministerio del Poder Popular para el 
Ecosocialismo (MINEC), el principal instrumento de control: el Registro de 
Actividades Capaces de Degradar el Ambiente (RACDA), obligatorio para 
personas y empresas que manejan materiales peligrosos, efluentes o emisiones. 
 
Seguidamente, el artículo 67 define el alcance del registro. Cabe mencionar que 
se establecen de manera taxativa, aunque con amplios criterios abarcativos 
distintos inventarios ambientales: 
 
• Los inventarios de recursos hídricos. 
• Los inventarios del recurso suelo. 
• Los inventarios de diversidad biológica y sus componentes. 
• Los inventarios forestales. 
• El inventario de fuentes de emisión y contaminación de suelos, aire y 
agua. 
• La información sobre aguas bajo régimen de administración especial. 
• La información hidrometeorológica e hidrogeológica. 
• La información jurídica de leyes, decretos y resoluciones vigentes en 
materia ambiental. 
• La información cartográfica. 
• La información sobre el hábitat y técnicas de los pueblos y comunidades 
indígenas debidamente demarcadas. 
• Cualesquiera otras de interés para la gestión del ambiente y el desarrollo 
sustentable. 
 
Siendo los numerales 1 y 6 los más adecuados para la inclusión de los glaciares, 
estos registros no se encuentran públicamente operativos; tampoco se 
identificaron, en el marco de esta investigación, políticas públicas tendientes a la 
conservación de los glaciares. 
 
 
3. Conclusiones 
 
El análisis comparado de los nueve regímenes nacionales examinados revela 
que América Latina pese a concentrar el 95 % de los glaciares tropicales del 
planeta carece de un estándar regional uniforme de tutela. La cartografía jurídica 
que emerge del estudio puede sistematizarse en torno a cuatro ejes que, lejos 
de operar como compartimentos estancos, se entrelazan y fomentan de manera 
recíproca. 
 
En primer lugar, la dicotomía entre protección directa e indirecta exhibe a 
Argentina como el único Estado con una norma específica de jerarquía nacional 
la Ley 26.639 sustancialmente debilitada por la reforma de 2026; Chile, con la 
Ley 21.435, optó por la prohibición sectorial dentro del Código de Aguas; y el 
resto de los países regula por vías tangenciales tales como los páramos en 
Colombia, derechos de la naturaleza en Ecuador y Bolivia, marcos climáticos en 
Perú, áreas naturales protegidas en México, normativa antártica que se identifica 
en Brasil, y mera enunciación inventarial en Venezuela. La asimetría entre la 
magnitud del fenómeno glaciológico y la densidad del régimen jurídico configura, 
en términos de Lorenzetti, una brecha estructural entre el paradigma ambiental 
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y el aparato normativo que cada jurisdicción ha resuelto con técnicas dispares 
no siempre priorizando la protección del recurso. 
 
En segundo lugar, la técnica regulatoria empleada determina la operatividad 
efectiva de la protección. La ley de presupuestos mínimos argentina al menos en 
su redacción original ofrecía el estándar más robusto, anclado en el sistema 
concurrente del art. 41 de la Constitución Nacional descripto por Sabsay y Esaín. 
Su contracara la constituye el constitucionalismo biocéntrico ecuatoriano-
boliviano, que, conforme señalan Zaffaroni y Ávila Santamaría, opera con mayor 
potencia hermenéutica pero menor concreción operativa: el reconocimiento de 
la naturaleza como sujeto de derechos no se ha traducido aún en políticas 
públicas glaciologicas verificables. Entre ambos extremos, el modelo colombiano 
apuntalado por la Sentencia C-035/2016 y el chileno ahora consolidado tras la 
Ley 21.435 demuestran que la protección indirecta puede alcanzar estándares 
equiparables a la tutela específica cuando se articula con criterios técnicos 
vinculantes y control jurisdiccional activo. 
 
En tercer lugar, los principios ambientales operativos funcionan como bisagra 
entre los regímenes nacionales y el derecho internacional regional. El principio 
de no regresión formulado por Prieur y desarrollado para Iberoamérica por Peña 
Chacón se erige hoy en el eje crítico del debate argentino sobre la Ley 27.804, y 
encuentra eco en la doctrina chilena del principio de irreversibilidad 
sistematizada por Delgado Schneider. El principio precautorio (art. 4 Ley 25.675 
argentina; Cafferatta), por su parte, opera como estándar de carga probatoria 
cuya inversión tal como ocurre con el criterio de «función hídrica efectiva» de la 
reforma argentina configura la regresión normativa más palmaria. El Acuerdo de 
Escazú, ratificado por la mayoría de los Estados analizados, refuerza este 
andamiaje al imponer obligaciones procedimentales de información, 
participación y acceso a la justicia que resultan exigibles frente a cualquier 
flexibilización doméstica. 
 
Finalmente, la tensión con la actividad extractiva atraviesa transversalmente 
todos los regímenes. La minería e hidrocarburos constituyen el motor económico 
que impulsa, simétricamente, la sanción de leyes protectoras (Argentina 2010, 
Chile 2022, Colombia desde 1993) y su posterior flexibilización (Argentina 2026). 
La judicialización emergente desde «Barrick» en Argentina hasta C-035/2016 en 
Colombia evidencia que el Poder Judicial se ha consolidado como el órgano 
garante del estándar mínimo cuando el legislador retrocede. En perspectiva de 
consultoría empresarial, ello implica que la matriz de riesgo regulatorio glaciar no 
se agota en el cumplimiento de la norma vigente: exige incorporar el principio de 
no regresión como vector interpretativo y la previsibilidad jurisprudencial como 
variable estratégica. 
 
En suma, la protección jurídica de los glaciares en América Latina se encuentra 
en un punto de inflexión: mientras el fenómeno físico avanza con celeridad 
irreversible, el derecho oscila entre la consolidación dogmática y la regresión 
normativa. La consolidación de un estándar regional uniforme probablemente por 
vía de instrumentos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y del 
Acuerdo de Escazú se perfila como la asignatura pendiente del derecho 
ambiental latinoamericano contemporáneo. 
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SPOT  Satellite Pour l'Observation de la Terre (Satélite para la 
Observación de la Tierra). Programa satelital francés de observación terrestre; 
el sensor SPOT-5 fue empleado para el estudio del retroceso de los glaciares 
venezolanos. 
SROCC Special Report on the Ocean and Cryosphere in a Changing 
Climate (Informe Especial sobre el Océano y la Criosfera en un Clima 
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UICN  Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (International 
Union for Conservation of Nature, IUCN). Editora de la colección sobre el 
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UNAM  Universidad Nacional Autónoma de México. Institución científica 
responsable, a través del Instituto de Geofísica y del Programa de Investigación 
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UNESCO United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization 
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I. Consideración preliminar


La discusión argentina sobre la Ley de Glaciares 
ha dejado de ser, desde hace tiempo, una con-
troversia sectorial. Ya no se trata solamente de 
decidir cuál es la intensidad conveniente de la 
tutela sobre determinadas geoformas de alta 
montaña. Lo que en verdad se debate es algo de 
mayor hondura institucional; esto es, qué clase 
de federalismo ambiental quiere la Constitución 
de 1994 y hasta dónde puede llegar, sin desna-


turalizarse, una ley nacional de presupuestos 
mínimos cuando su objeto recae sobre recursos, 
territorios, economías regionales y autoridades 
locales cuya gravitación constitucional no es se-
cundaria (1).


El punto de partida del presente trabajo es deli-
beradamente sencillo, aunque sus consecuencias 
no lo sean. La reforma de la ley 26.639, por la ley 
27.804 sancionada por el Congreso de la Nación, 
no debe ser leída con la gramática binaria que do-
minó buena parte del debate público. No existe, 
en rigor, una obligación jurídica de optar entre 
glaciares o desarrollo, entre agua o federalismo, 
entre ambiente o producción. El derecho consti-
tucional argentino no funciona por exclusión de 
absolutos, sino por articulación de principios, 
competencias y bienes jurídicos que reclaman ser 
interpretados en armonía (2).


(1) H. Senado de la Nación, expte. 161/2025, Mensaje 


36/2025, proyecto de ley modificatorio de la https://www.


senado.gob.ar/parlamentario/comisiones/verExp/161.25/


PE/PL (consulta: 13/04/2026). H. Cámara de Diputados 


de la Nación, “La Cámara de Diputados convirtió en ley la 


modificación de la Ley de Glaciares”, 08/04/2026, disponi-


ble en https://www.hcdn.gob.ar/prensa/noticia/LA-CAMA-


RA-DE-DIPUTADOS-CONVIRTIO-EN-LEY-LA-MODIFICA-


CION-DE-LA-LEY-DE-GLACIARES/ (consulta: 13/04/2026), 


Ley 27.804 Publicada en el B.O. 24/04/2026.


(2) Mensaje 36/2025, cit.; LILLJEDAHL, Guillermo, “La reforma 


Sostener lo contrario equivale a deslizarse ha-
cia dos simplificaciones igualmente impropias. 
La primera es la del centralismo ambiental, se-
gún la cual la sola invocación del art. 41 de la CN 
habilitaría al Congreso a regular exhaustivamen-
te toda la materia, hasta el punto de convertir el 
presupuesto mínimo en un código total de gestión 
territorial. La segunda es la del localismo defensi-
vo, que imagina al art. 124 como una cláusula de 
inmunidad provincial frente a cualquier estándar 
común. Ninguna de esas lecturas hace justicia al 
texto constitucional; ambas lo mutilan por exceso 
de unilateralidad (3).


Mi opinión es que la reforma sancionada de la 
Ley de Glaciares puede ser defendida, con sol-
vencia dogmática, como una operación de de-


de la Ley de Glaciares y la reconstrucción del federalismo am-


biental argentino”, El Derecho - Derecho Ambiental y Sustenta-


bilidad, abril 2026, núm.  especial, cita digital ED-VI-CCCXXXI-


II-677.


(3) BIDART CAMPOS, Germán J., “Manual de la Constitu-


ción Reformada”, Ediar, Buenos Aires, 1996, T.  I, p. 437. SAB-


SAY, Daniel A., “El nuevo art. 41 de la Constitución Nacional y 


la distribución de competencias Nación-Provincias”, Doctrina 


Judicial, 1997-2, p. 783. GELLI, María Angélica, “Constitución de 


la Nación Argentina. Comentada y concordada”, Ed. La Ley, 


Buenos Aires, 2008.Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723).
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¿Cuáles son los 5 puntos principales de 
esta doctrina?


1. Lo que en verdad se debate no es solo 
sobre la intensidad conveniente de la tutela 
sobre determinadas geoformas de alta mon-
taña, sino que es algo de mayor hondura ins-
titucional; esto es, qué clase de federalismo 
ambiental quiere la Constitución de 1994 y 
hasta dónde puede llegar, sin desnaturalizar-
se, una ley nacional de presupuestos mínimos 
cuando su objeto recae sobre recursos, terri-
torios, economías regionales y autoridades 
locales cuya gravitación constitucional no es 
secundaria.


2. El derecho constitucional argentino no fun-
ciona por exclusión de absolutos, sino por ar-
ticulación de principios, competencias y bie-
nes jurídicos que reclaman ser interpretados 
en armonía.


3. La reforma sancionada sobre la Ley de Gla-
ciares puede ser defendida, con solvencia 
dogmática, como una operación de depura-
ción constitucional del régimen especial.


4. Un presupuesto mínimo no es una licencia 
para regular exhaustivamente una materia 
hasta agotar cualquier espacio de comple-
mentación o administración local.


5. El federalismo ambiental argentino no se 
robustece cuando la Nación absorbe la totali-
dad de la regulación sobre recursos territorial-
mente emplazados ni cuando las provincias 
se recluyen en un autonomismo defensivo, 
sino cuando el presupuesto mínimo nacional 
preserva con nitidez el núcleo estratégico del 
bien jurídico y, a la vez, deja a las jurisdiccio-
nes locales el espacio constitucionalmente 
debido para identificar, evaluar, administrar y 
controlar los casos concretos.


¿Dónde encontrar más información en lí-
nea sobre el tema?


Ley de Glaciares aprobada: qué cambia y por 
qué la reforma divide posiciones


Artículo de Radio Fueguina sobre los cambios 
introducidos en la ley 26.639, con foco en la 
redefinición del ambiente periglacial, el nuevo 
rol de las provincias y las razones del conflic-
to político y ambiental.


Se aprobó la reforma de la Ley de Glaciares 
tras un extenso debate


Cobertura parlamentaria detallada del debate 
en Diputados de Perspectiva Sur que resume 
los argumentos del oficialismo (ordenamiento 
federal, seguridad jurídica) y de la oposición 
(regresividad y debilitamiento ambiental).


LA LEY AI
(análisis inteligente)
por TR + Microsoft Copilot


puración constitucional del régimen especial. 
No porque disminuya la relevancia del agua, de 
la biodiversidad o de la investigación científica, 
sino precisamente porque procura reconducir 
la tutela reforzada al bien jurídico que justifica 
su excepcionalidad, restableciendo a la vez la 
distribución de competencias entre la Nación y 
las provincias. La especial protección no pierde 
jerarquía cuando se vuelve más inteligible, sino 
que gana operatividad, legitimidad y capacidad 
de control (4).


El argumento exige, desde luego, una advertencia 
metodológica. Defender la reforma no impone ne-
gar la respetabilidad de las objeciones formuladas 
por parte de la doctrina. Por el contrario, varias de 
esas objeciones, en especial las que invocan la pro-
gresividad, el principio precautorio, la centralidad 
estratégica del agua y la experiencia del fallo “Ba-
rrick”, merecen una respuesta seria, no un gesto de 
descarte. Una revista jurídica especializada no es el 
lugar para liturgias de facción, sino para el análisis 
fino de textos, precedentes, estructuras competen-
ciales y técnicas regulatorias (5).


Por esa razón el presente artículo procura situar 
el texto sancionado dentro de una teoría general 
del federalismo ambiental argentino, enlazarlo con 
la genealogía constitucional del dominio originario 
sobre los recursos naturales y responder, en clave 
sistemática, a la crítica de regresividad. El problema 
no es si la ley puede reformarse, sino bajo qué inte-
ligencia constitucional debe leerse la reforma para 
juzgarla con ecuanimidad y rigor (6).


De ahí que la cuestión central no sea meramente 
legislativa, sino hermenéutica. Si el intérprete par-
te de la premisa de que toda modificación del statu 
quo normativo importa por definición una defec-
ción ambiental, la discusión está cerrada de ante-
mano y el derecho se convierte en una técnica de 
inmovilización. Si, en cambio, se parte del dato más 
modesto y exigente de que las leyes de presupuestos 
mínimos deben ser eficaces, razonables, constitu-
cionalmente armónicas y administrables, entonces 
la reforma merece ser examinada como lo que es: 
un intento de corregir una sobredeterminación 
normativa que, en nombre de la protección, había 
comenzado a tensionar el propio diseño federal del 
ordenamiento (7).


(4) Mensaje 36/2025 y expte. 161/2025, cit.  Véase también 


COSTA, Mario Gustavo, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: 


otra falsa dicotomía”, RDA, octubre/diciembre 2013, nº 36, TR 


LALEY AR/DOC/6552/2013.


(5) BELLADONNA, Florencia - BERNARDIS, Adela, “El agua 


como interés público superior: análisis de la reforma de la Ley 


de Glaciares y el fallo Barrick de la CSJN”, Biblioteca IJ Edit., 


25/03/2026, IJ-VI-CCCXXX-294. En sentido crítico también 


VALLS, Claudia - VALLS, Mario F., “Presupuestos mínimos am-


bientales. Leyes comentadas, anotadas, correlacionadas y con-


cordadas”, Ed. Astrea, Buenos Aires, 2024, 2ª ed.


(6) LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la re-


construcción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit. Para 


el trasfondo teórico más amplio, LILLJEDAHL, Guillermo, “Fe-


deralismo ambiental a la altura de las circunstancias. Límites y 


alcances del dominio originario de los recursos naturales a la 


luz de la doctrina del margen de apreciación provincial” (tesis 


inédita).


(7) COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra fal-


sa dicotomía”, ob. cit. LÓPEZ ALFONSÍN, Marcelo A., “La protec-


ción ambiental más allá de los presupuestos mínimos”, LA LEY, 


27/02/2025, p. 13.


II. Genealogía constitucional del problema: del 
federalismo histórico al federalismo ambiental


No es posible comprender adecuadamente el ré-
gimen argentino de presupuestos mínimos si se lo 
arranca de la tradición federal en la que se inserta. 
El federalismo argentino no nació como una conce-
sión administrativa otorgada por un centro genero-
so a periferias necesitadas de representación. Nació, 
más bien, como la forma institucional que hizo po-
sible la unión de entidades políticas preexistentes, 
portadoras de trayectorias, intereses y estructuras 
de poder que jamás desaparecieron por efecto má-
gico del texto constitucional (8).


La larga secuencia que va de los cabildos coloniales 
al Pacto Federal de 1831 y de este a la Constitución 
de 1853/1860 revela, con una claridad que todavía 
hoy conviene recordar, que la unidad argentina fue 
siempre una unidad compuesta. Alberdi lo advirtió 
de manera insuperable cuando sostuvo que la cons-
titución real de un pueblo no es fruto de una volun-
tad abstracta, sino de su suelo, de su historia, de sus 
pobladores y de sus instituciones previas. Esa intui-
ción fundacional importa mucho para el derecho 
ambiental contemporáneo, porque impide pensar a 
la Nación como una instancia llamada a homogenei-
zar por entero realidades territoriales que la propia 
génesis constitucional reconoció como plurales (9).


En el plano teórico el federalismo puede ser des-
crito como una organización del poder en la que 
coexisten, dentro de un mismo Estado, diversos 
centros de decisión dotados de legitimidad propia. 
Pero esa descripción, siendo correcta, resulta toda-
vía insuficiente para el caso argentino. Aquí la ten-
sión entre fuerzas centrípetas y centrífugas ha sido 
una constante histórica. La centralización nunca 
dejó de pujar y la autonomía local nunca dejó de 
resistir. Por ello, cada nueva materia de regulación 
intensa —finanzas, servicios públicos, recursos na-
turales, ambiente— reabre, con ropajes distintos, el 
dilema originario sobre cuánto poder puede ejercer 
el centro sin desfigurar la forma federal (10).


La reforma constitucional de 1994 introdujo en 
este escenario una novedad decisiva. Al consagrar 
en el art. 41 el derecho a un ambiente sano y la po-
testad nacional para dictar presupuestos mínimos 
de protección, y al reconocer simultáneamente en 
el art. 124 el dominio originario de las provincias so-
bre los recursos naturales existentes en su territorio, 
el constituyente no resolvió la tensión suprimiéndo-
la. Hizo algo más sofisticado, ya que la constitucio-
nalizó, obligando a que toda solución posterior se 


(8) CASSAGNE, Juan Carlos, “El acuerdo de San Nicolás y 


el Federalismo”, Academia Nacional de Derecho, 2006. DALLA 


VÍA, Alberto R., “Actualidad del Federalismo Argentino”, LLNOA, 


2000-447.


(9) ALBERDI, Juan Bautista, “Bases y puntos de partida para 


la organización política de la República Argentina”, varias edi-


ciones; sobre la organicidad histórica de la forma federal, véase 


asimismo SEGOVIA, Juan Fernando, “Alberdi y la República po-


sible”, en “Libro de Homenaje”, Academia de Derecho de Cór-


doba, T. I, p. 107.


(10) LINARES QUINTANA, Segundo V., “Tratado de la ciencia 


del derecho constitucional”, Ed. Plus Ultra, Buenos Aires, 1978, 


T. VI, p. 229. HERNÁNDEZ, Antonio M., “Federalismo y Constitu-


cionalismo Provincial”, Ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2009. 


SERAFINI, Gustavo, “El Federalismo Argentino. Debate sobre su 


origen y composición”, LA LEY, 2021-C, 280.


construyera por armonización y no por anulación 
recíproca (11).


Allí radica, precisamente, la singularidad del fe-
deralismo ambiental argentino. A diferencia del 
viejo federalismo fiscal o del clásico reparto de com-
petencias legislativas, el ambiental incorpora un 


(11) CN, arts. 41, 121 y 124. SABSAY, “El nuevo art. 41...”, ob. cit.
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bien jurídico transversal, de proyección colectiva 
e intergeneracional, cuyo resguardo exige coordi-
nación multinivel; pero coordinación no equivale a 
absorción: el hecho de que el ambiente atraviese la 
totalidad de la vida económica y social no transfor-
ma a la Nación en administradora universal del te-
rritorio, del mismo modo que el dominio originario 
provincial no autoriza a vaciar de contenido el piso 
nacional de tutela (12).


De esta estructura deriva una primera conclusión 
de método: el derecho ambiental argentino no pue-
de ser leído con categorías centralistas heredadas 
del derecho administrativo clásico, ni con categorías 
propietaristas que reduzcan los recursos naturales 
a una simple extensión del patrimonio provincial. 
El ambiente no es solo una cosa, es un sistema. Pero 
las provincias tampoco son meras agencias descen-
tralizadas del Estado federal, sino sujetos constitu-
cionales originarios dentro de una organización 
compuesta. Entre ambos polos se ubica el espacio 
propio del federalismo de concertación, de la coope-
ración y, en ciertos supuestos, del margen de apre-
ciación local (13).


La doctrina nacional ha venido advirtiéndolo 
desde hace años. Bidart Campos explicó que el pre-
supuesto mínimo fija un umbral común y no una 
ocupación exhaustiva de la materia. Sabsay remar-
có que la reforma de 1994 no canceló las competen-
cias provinciales, sino que impuso un reparto más 
complejo. Gelli, Quiroga Lavié, Díaz Ricci, Esain, Ce-
rro y, más recientemente, Ábalos y López Alfonsín, 
han insistido en que la materia ambiental exige leer 
conjuntamente los poderes nacionales y las potes-
tades locales. No es casual que esta línea doctrinal 
haya ido convergiendo hacia expresiones como “fe-
deralismo de cooperación”, “federalismo de concer-
tación” o “margen de apreciación provincial”. Todas 
ellas buscan nombrar la misma intuición; esto es, 
que la Constitución no quiso un mando único sobre 
la naturaleza, sino un sistema articulado de respon-
sabilidades (14).


(12) DÍAZ RICCI, Raúl M., “Competencias ambientales y federa-


lismo en la Ley General del Ambiente y en las leyes ambientales 


del NOA”, en Díaz Ricci, Raúl M. (dir.), “Articulación de las compe-


tencias ambientales en la Nación y en las provincias del NOA”, 


San Miguel de Tucumán, Universidad Nacional de Tucumán, 


2008, ps. 97-140. ESAIN, José A., “El federalismo ambiental. El re-


parto de competencias en materia ambiental en la Constitución 


Nacional Argentina. El principio pensar global y actuar local”, en 


Di Paola, María Eugenia (ed.), “Primera Conferencia Internacional 


sobre Aplicación y Cumplimiento de la Normativa Ambiental en 


América Latina: material de trabajo y conclusiones”, FARN, Bue-


nos Aires, 2002, ps. 157-171. CERRO, María M., “El federalismo de 


cooperación en relación con la materia ambiental”, en Díaz Ricci, 


Raúl M. (dir.), “Articulación de las competencias ambientales en 


la Nación y en las provincias del NOA”, San Miguel de Tucumán, 


Universidad Nacional de Tucumán, 2008, ps. 45-62.


(13) ÁBALOS, María Gabriela, “El federalismo argentino y la 


consolidación del margen de apreciación local”, en Vega, Gerar-


do - Petraglia, Pablo (coords.), “A 30 años de la reforma de la 


Constitución Nacional”, Buenos Aires, Ediciones DyD - Universidad 


Nacional del Noroeste de la Provincia de Buenos Aires, 2024. YERI, 


Néstor Rubén, “El federalismo ambiental argentino: su interpre-


tación desde una provincia”, Ed. Alveroni, Córdoba, 2014. HER-


NÁNDEZ, Antonio M., “A 30 años de la Reforma Constitucional de 


1994”, LA LEY, 2024-C, 91; TR LALEY AR/DOC/1375/2024.


(14) BIDART CAMPOS, Germán J., “Manual de la Constitución 


Reformada”, Ed. Ediar, Buenos Aires, 1996, T. I, p. 437. GELLI, María 


Angélica, “Constitución de la Nación Argentina. Comentada y 


concordada”, Ed. La Ley, Buenos Aires, 2008. QUIROGA LAVIÉ, 


Aplicada al tema de la Ley de Glaciares hoy refor-
mada, esa genealogía obliga a abandonar una pre-
misa muy difundida, aunque rara vez demostrada: 
la de que la máxima intensidad protectoria coincide 
siempre con la máxima uniformidad normativa. La 
experiencia comparada y el sistema federal enseñan 
lo contrario. En ciertos campos la igualdad sustantiva 
no se logra suprimiendo las diferencias territoriales, 
sino reconociéndolas dentro de un marco común. La 
pregunta, entonces, no es si puede existir diferencia-
ción local, sino cuál es el límite constitucional de esa 
diferenciación. Y ese límite no se halla en el volun-
tarismo político, sino en la conservación del núcleo 
mínimo nacional unido a la preservación de la esfera 
propia de administración provincial (15).


Por ello, la reforma de la ley 26.639 solo puede ser 
juzgada con justicia si se la inscribe en esta larga tra-
yectoria. Vista desde una lógica puramente coyuntu-
ral, parecerá una disputa más entre ambientalismo 
y extractivismo. Vista desde la estructura de nuestro 
federalismo, aparece como algo más complejo; esto 
es, una tentativa de reordenar la protección de un 
bien estratégico sin que el presupuesto mínimo se 
deslice hacia una centralización silenciosa del go-
bierno del recurso. Esa es la clave de lectura que 
guiará lo que sigue (16).


III. Los arts. 41, 121 y 124 de la CN: una lectura de 
sistema


La exégesis del art. 41 se ha visto muchas veces em-
pobrecida por una lectura amputada. Se cita, con ra-
zón, el derecho de todos los habitantes a gozar de un 
ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo 
humano; se recuerda, también con razón, la potestad 
del Congreso para dictar presupuestos mínimos. No 
obstante ello, con frecuencia se deja en penumbra 
un componente igualmente decisivo de la cláusula, 
como el mandato de utilización racional de los recur-
sos naturales, inseparable de la idea de desarrollo 
sostenible y de la satisfacción de las necesidades pre-
sentes sin comprometer las generaciones futuras (17).


Ese segmento del precepto importa tanto como el 
resto. No constituye una concesión al utilitarismo 
económico ni una cláusula vergonzante introducida 
para neutralizar el ambientalismo; forma parte del 
mismo diseño axiológico. El constituyente no conci-
bió un derecho ambiental de inmovilidad, sino un 
derecho ambiental de racionalidad. Y la racionali-
dad, cuando se trata de recursos emplazados territo-


Humberto, “El estado ecológico de derecho en la Constitución 


Nacional”, LA LEY, 1996-B, 950.


(15) COSTA, Mario Gustavo, “Presupuestos mínimos vs. Fe-


deralismo: otra falsa dicotomía”, Revista de Derecho Ambiental, 


nº 36, octubre/diciembre 2013, TR LALEY AR/DOC/6552/2013. 


ÁBALOS, María Gabriela, “Desafíos del federalismo argentino. 


Provincias y municipios. Competencias concurrentes. Inter-


pretación jurisprudencial”, LA LEY, 2021-F, 169; TR LALEY AR/


DOC/2755/2021.


(16) DALLA VÍA, Alberto R., “Actualidad del Federalismo Argen-


tino”, LLNOA, 2000-447. CASSAGNE, Juan Carlos, “El acuerdo de 


San Nicolás y el Federalismo”, Academia Nacional de Derecho, 


2006. ROSATTI, Horacio D., “Preservación del medio ambiente”, 


en AA. VV., “La reforma de la Constitución explicada por los 


miembros de la Comisión de Redacción”, Rubinzal-Culzoni Edit., 


Buenos Aires, 1994, p. 84.


(17) CN, art. 41; SABSAY, Daniel A., “El valor desarrollo humano”, 


en Bidart Campos, Germán J. - Gil Domínguez, Andrés (coords.), 


“Los valores en la Constitución Argentina”, Ediar, Buenos Aires, 


1999, ps. 269-280.


rialmente, exige tomar en serio el modo en que esos 
recursos están constitucionalmente situados dentro 
del Estado federal (18).


Allí ingresa el art. 124, que reconoce a las provin-
cias el dominio originario de los recursos naturales 
existentes en su territorio. Sería un error reducir esta 
cláusula a un simple enunciado patrimonial. Se trata, 
en rigor, de una norma de densidad política e insti-
tucional, que proyecta consecuencias sobre la admi-
nistración del recurso, la evaluación de sus usos, la 
policía ambiental local y la responsabilidad primaria 
por la gestión territorial. La provincia no es, frente 
al recurso natural, una mera beneficiaria económica, 
sino el sujeto constitucional al que corresponde su ti-
tularidad originaria y, con ello, una parte sustantiva 
de las potestades de decisión sobre su utilización (19).


Ahora, bien, ese reconocimiento no opera en el va-
cío. El art. 121 recuerda que las provincias conservan 
todo el poder no delegado, pero la propia Constitu-
ción incorporó en 1994 una delegación específica al 
Congreso para fijar presupuestos mínimos. La conse-
cuencia no es la victoria del art. 41 sobre el 124, ni del 
124 sobre el 41, sino la necesidad de una lectura de 
sistema en la que cada cláusula limite y habilite a la 
otra. El presupuesto mínimo debe ser real, común y 
eficaz; pero no puede aniquilar la jurisdicción local. 
El dominio originario es robusto, pero no puede per-
forar el piso nacional de tutela (20).


Desde este ángulo la cláusula interpretativa incor-
porada por la reforma, según la cual la ley debe apli-
carse de modo compatible con los arts. 41 y 124, lejos 
de ser una redundancia, cumple una función her-
menéutica de primer orden. Su valor no reside en 
recordar la vigencia de la Constitución, algo obvio, 
sino en impedir que la ley especial sea administrada 
como si estuviera desprendida del sistema en el que 
se inscribe. En el derecho público contemporáneo 
las cláusulas interpretativas cumplen precisamen-
te el papel de encauzar la lectura sectorial dentro 
de una arquitectura normativa mayor, cerrando el 
paso a exégesis maximalistas (21).


La objeción de que esa remisión abriría una puer-
ta para “relativizar” la protección especial confunde 
la remisión al sistema con la disolución del sistema. 
La interpretación conforme no significa vaciamiento, 
sino integración. Una ley de glaciares compatible con 
el art. 124 no es, por ello, una ley menos ambiental. Es 
una ley cuya protección se ejerce sin ignorar que los 
recursos sobre los cuales opera están ubicados en te-
rritorios provinciales y bajo administraciones concre-
tas que la propia Constitución reconoce. El verdadero 
problema no es recordar ese dato, sino olvidarlo (22).


(18) ROSATTI, “Preservación del medio ambiente”, ob. cit. QUI-


ROGA LAVIÉ, “El estado ecológico de derecho...”, ob. cit. MADIEDO, 


Mariano, “Cincuenta años de la Conferencia de Estocolmo. Éxitos y 


pendientes del Derecho Ambiental”, LA LEY, 2022-D, 43; TR LALEY 


AR/DOC/1928/2022.


(19) CN, art. 124; CATALANO, Edmundo F., “Teoría General de 


los Recursos Naturales”, Ed. Zavalía, Buenos Aires, 1977.


(20) CN, arts. 41, 121 y 124; BIDART CAMPOS, Germán J., “Tra-


tado elemental de Derecho Constitucional Argentino”, Ed. Ediar, 


Buenos Aires, 1995, T. VI, ps. 302-303.


(21) Mensaje 36/25 y Expte. 161/2025, cit. Sobre la función de 


las cláusulas interpretativas en el derecho público contemporá-


neo, confr. GELLI, “Constitución de la Nación Argentina”, ob. cit.


(22) GELLI, “Constitución de la Nación Argentina”, ob. cit. ÁBA-


LOS, “El federalismo argentino y la consolidación del margen de 


apreciación local”, ob. cit.
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La Corte Suprema ha ofrecido, aunque sin ago-
tarlo, el marco conceptual para esta lectura. En 
“Barrick” afirmó que el poder delegado a la Nación 
para establecer presupuestos mínimos no es una de-
claración teórica; pero al mismo tiempo rechazó la 
“superflua e innecesaria tensión” entre el art. 41 y 
el art. 124 y remitió la armonización a la tarea con-
junta de las autoridades federales y provinciales: 
esa fórmula es crucial. El tribunal no imaginó una 
materia resuelta para siempre por subordinación 
automática de uno de los planos al otro, sino una 
relación de coexistencia conflictiva, pero integrable 
dentro del debate político y del control judicial (23).


La idea de “margen de apreciación provincial”, 
desarrollada con mayor refinamiento por la doctri-
na reciente, ayuda a comprender el punto. No alude 
a una autorización para rebajar los mínimos nacio-
nales por voluntad propia, sino al espacio que ne-
cesariamente conservan las provincias para aplicar, 
concretar, complementar y, llegado el caso, discutir 
judicialmente la constitucionalidad de aplicaciones 
o excesos normativos que desconozcan las particu-
laridades territoriales. Tal margen es inseparable 
del diseño federal y se vuelve especialmente visible 
cuando la ley nacional utiliza conceptos técnicos 
amplios cuyo aterrizaje decisorio no puede sino 
ocurrir en sede administrativa local (24).


Por ello el sentido profundo de la reforma no está 
en una hipotética “provincialización” de la protección, 
como a veces se la caricaturiza, sino en la restitución 
de una inteligencia constitucional que había quedado 
parcialmente oscurecida. La protección nacional sub-
siste; lo que se corrige es la tentación de interpretar el 
mínimo como si fuera una soberanía regulatoria ple-
na sobre toda la materia glaciar y periglaciar. En un 
Estado federal los pisos comunes no autorizan la susti-
tución integral de quienes siguen siendo, por mandato 
constitucional, los titulares originarios del recurso y 
los responsables inmediatos del territorio (25).


Dicho en términos más directos, la ley nacional 
define el estándar especial y sus condiciones; las 
provincias identifican, administran y resuelven los 
casos concretos dentro de ese marco, sin que ello 
equivalga a una delegación ilícita. Confundir regula-
ción del piso con administración de la realidad es un 
error clásico del centralismo jurídico. Y la reforma, 
precisamente, intenta escapar de esa confusión (26).


IV. Presupuestos mínimos y prohibición de cen-
tralización silenciosa


El concepto de “presupuesto mínimo” ha sido uno 
de los más invocados y, al mismo tiempo, uno de los 


(23) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA y otro c. Esta-


do Nacional s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fa-


llos: 342:917, en especial consids. 13, 17, 21 y 23, TR LALEY AR/


JUR/14911/2019.


(24) ÁBALOS, “El federalismo argentino y la consolidación del 


margen de apreciación local”, ob. cit. ÁBALOS, “Desafíos del Fe-


deralismo Argentino...”, ob. cit.


(25) BIDART CAMPOS, Germán J., “Tratado elemental de De-


recho Constitucional Argentino”, Ed. Ediar, Buenos Aires, 1995, 


T. VI, ps. 302-303. COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federa-


lismo: otra falsa dicotomía”, cit. LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección 


ambiental más allá de los presupuestos mínimos”, ob. cit.


(26) Constitución de la Nación Argentina, arts.  1º, 41, 43, 121 


y 124. art. 41, último párrafo: corresponde a la Nación dictar las 


normas que contengan los presupuestos mínimos, “sin que 


aquéllas alteren las jurisdicciones locales”.


peor comprendidos del constitucionalismo argen-
tino posterior a 1994. La doctrina especializada lo 
definió como la tutela ambiental uniforme o común 
para todo el territorio nacional, destinada a impo-
ner condiciones necesarias para asegurar la pro-
tección del ambiente y la dinámica de los sistemas 
ecológicos. El concepto es importante, pero no agota 
el problema. Tan relevante como saber qué es un 
mínimo, es saber qué no puede ser (27).


Un presupuesto mínimo no es una licencia para 
regular exhaustivamente una materia hasta 
agotar cualquier espacio de complementación o 
administración local. La fuente comparada de la 
cláusula —particularmente la noción de legisla-
ción básica y normas adicionales de protección 
del derecho español— enseña con claridad que la 
norma estatal debe fijar el común denominador 
nuclear y dejar, después de él, un espacio razo-
nable para la concreción territorial. El mínimo 
puede ser exigente; no puede transformarse en 
una codificación total que haga superfluas a las 
provincias (28).


La doctrina argentina más autorizada ha sido con-
sistente en este punto. Bidart Campos sostuvo que 
dictar bases no equivale a regular toda la materia. 
Sabsay explicó que el art. 41 diseñó un umbral co-
mún, no una habilitación para la ocupación integral 
del campo regulatorio. Díaz Ricci, Esain, Cerro y 
Costa insistieron en que el federalismo ambiental se 
malogra cuando el mínimo se convierte en máximo 
y la coordinación degenera en sustitución. Esa ad-
vertencia cobra especial intensidad en áreas como 
la que protege la ley, donde la norma nacional se 
proyecta sobre entornos altamente heterogéneos en 
términos geomorfológicos, hídricos, productivos y 
administrativos (29).


El problema de la ley 26.639, en su redacción ori-
ginaria, no fue haber protegido glaciares; ese objeti-
vo es incuestionable, sino haberlo hecho mediante 
una expansión conceptual y prohibitiva cuya am-
plitud terminó generando dudas persistentes sobre 
el verdadero objeto protegido, sobre el alcance del 


(27) Ley 25.675, art. 6º. Sobre el punto, también DI PAOLA, Ma-


ría Eugenia - ASIAIN, Catalina, “Ley General del Ambiente y leyes 


sectoriales de presupuestos mínimos de protección ambiental. 


La labor del Congreso Nacional y de la sociedad civil desde la 


aprobación de la Agenda 2030”, LA LEY, 2022-F, 386, TR LALEY 


AR/DOC/3432/2022.


(28) Sobre la influencia del modelo de legislación básica y 


normas adicionales de protección del constitucionalismo espa-


ñol en el art. 41 CN, véase MORELLI, María Paula, “Reflexiones 


sobre las sentencias dictadas por la Corte Suprema con rela-


ción a la ley de presupuestos mínimos para la preservación de 


los glaciares y el ambiente periglaciar”, El Derecho - Derecho 


Ambiental y Sustentabilidad, junio 2022, nº 2, IJ-III-CXVIII-226; 


asimismo, GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo - FERNÁNDEZ, To-


más-Ramón, “Curso de Derecho Administrativo”, Thomson-Civi-


tas/La Ley, Buenos Aires, 2006, T. I, 12ª ed., ps. 299 y ss.


(29) BIDART CAMPOS, Germán J., “Manual de la Constitu-


ción Reformada”, Ediar, Buenos Aires, 1996, T. I, p. 437. SABSAY, 


“El nuevo art. 41...”, ob. cit. DÍAZ RICCI, Raúl M., “Competencias 


ambientales y federalismo en la Ley General del Ambiente y en 


las leyes ambientales del NOA”, en DÍAZ RICCI, Raúl M. (dir.), “Ar-


ticulación de las competencias ambientales en la Nación y en 


las provincias del NOA, San Miguel de Tucumán”, Universidad 


Nacional de Tucumán, 2008, ps. 97-140. ESAIN, “El federalismo 


ambiental...”, ob. cit. CERRO, “El federalismo de cooperación...”, 


ob. cit. COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra fal-


sa dicotomía”, ob. cit.


ambiente periglacial y sobre el tipo de relación que 
debía existir entre el Inventario, la evaluación de 
impacto y la autoridad local. El costo de esas inde-
terminaciones no fue sólo teórico. Produjo litigio-
sidad, incertidumbre regulatoria y una creciente 
propensión a leer la ley como un estatuto cerrado 
que desplazaba la administración provincial en 
nombre de la tutela reforzada (30).


Cuando eso ocurre, el presupuesto mínimo deja 
de comportarse como piso y comienza a insinuarse 
como mecanismo de centralización silenciosa, por-
que no se declara abiertamente como una supresión 
del federalismo; opera, más bien, por la vía de una 
sobrecarga normativa que reduce al mínimo la in-
tervención local, torna irrelevante el conocimiento 
territorial y relega la decisión concreta a una com-
binación de inventario técnico y litigio posterior. A 
la larga, semejante modelo no fortalece la tutela. La 
vuelve menos transparente, menos inteligible y, por 
ello mismo, menos controlable (31).


La centralización silenciosa es especialmente visi-
ble cuando se pretende que toda cuestión vinculada 
con glaciares y ambiente periglacial quede íntegra-
mente predeterminada por el legislador federal, 
incluso en aquello que depende de verificaciones 
técnicas situadas, de evaluaciones de impacto espe-
cíficas o de la administración de permisos y contro-
les dentro del territorio provincial. En esos casos la 
Nación deja de fijar el piso y comienza, de hecho, a 
gobernar la totalidad del problema. Pero la Constitu-
ción no le ha confiado esa tarea en exclusividad (32).


La reforma sancionada reacciona contra ese desli-
zamiento. No renuncia al estándar nacional ni rela-
tiviza la jerarquía del bien protegido. Lo que hace es 
devolver a la ley su naturaleza propia: un régimen 
especial de presupuestos mínimos que selecciona el 
objeto de tutela reforzada define criterios, organiza 
instrumentos técnicos y condiciona las actividades 
potencialmente riesgosas, pero sin erigirse en una 
administración completa de los territorios cordi-
lleranos. Esta diferencia es sustancial. Entre fijar el 
piso y colonizar la materia hay una distancia que el 
derecho público no puede dejar de ver (33).


Aquí conviene distinguir, además, entre comple-
mentar y derogar. Las provincias no pueden rebajar 
el mínimo ni desconocer la protección especial allí 
donde el bien jurídico entra claramente en la hipó-
tesis normativa. Pero sí conservan la posibilidad 
de complementarlo con mayor exigencia, de admi-
nistrarlo según sus procedimientos y, en supuestos 
extremos, de cuestionar judicialmente excesos re-
gulatorios que violen el equilibrio constitucional. La 
reforma no altera esta lógica; la hace visible. Su mé-
rito consiste en abandonar la ficción según la cual la 


(30) LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la re-


construcción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit. Men-


saje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit.


(31) LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección ambiental más allá de 


los presupuestos mínimos”, ob. cit.  ÁBALOS, “El federalismo 


argentino y la consolidación del margen de apreciación local”, 


ob. cit.


(32) CS, “Saladeristas de Barracas”, Fallos: 31:273. CS, “Griet 


Hnos.”, Fallos: 137:212. CS, “Yacimientos Petrolíferos Fiscales c. 


Mendoza, Provincia de y otros s/ nulidad de concesión minera”, 


Fallos: 301:341.


(33) Mensaje 36/25 y Expte. 161/2025, cit. HCDN, “La Cámara 


de Diputados convirtió en ley la modificación de la Ley de Gla-


ciares”, cit.
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ley podía funcionar como una pieza autosuficiente, 
inmune a la necesidad de integración con las potes-
tades locales (34).


En definitiva, la pregunta correcta no es si la Na-
ción debe proteger un interés federal, como el agua 
estratégica de montaña. Debe hacerlo. La pregun-
ta es si, para hacerlo, puede transformar una ley 
de mínimos en un aparato completo de gobierno 
territorial. La respuesta, desde la lógica del art. 41, 
es negativa. Y justamente porque es negativa, la 
reconfiguración del régimen no solo es constitucio-
nalmente posible, sino que era, en una medida im-
portante, constitucionalmente necesaria (35).


V. Delimitación funcional del objeto protegido: 
por qué la precisión fortalece la tutela especial


Una de las críticas más frecuentes dirigidas a la 
reforma consiste en afirmar que ella “reduce” el 
objeto de la protección y que, por ese solo hecho, 
implicaría una desprotección material del ambien-
te de montaña. La premisa parece intuitiva, pero es 
engañosa. Confunde amplitud descriptiva con in-
tensidad protectoria y da por supuesto que la mejor 
ley especial es, necesariamente, la que abarca más, 
aunque no siempre sepa con claridad qué protege 
de manera reforzada ni por qué lo hace (36).


En realidad, toda tutela especial reposa sobre un 
criterio de selección. La ley 26.639 nunca fue una ley 
de protección indiferenciada de cualquier forma de 
hielo o de cualquier geoforma de alta montaña por 
el mero hecho de existir. Su fundamento normativo 
estuvo desde el inicio vinculado a la preservación de 
reservas estratégicas de recursos hídricos, a la recar-
ga de cuencas, a la conservación de la biodiversidad, 
a la información científica y al valor turístico. Si ese 
es el bien jurídico complejo protegido, entonces la 
determinación del objeto no puede prescindir de la 
función que justifica la protección especial. Una ley 
especial que se desacopla de su propia razón de ser 
termina debilitando su racionalidad interna (37).


La reforma parte exactamente de esa consta-
tación. No dice que los glaciares o geoformas 
no comprendidos en el nuevo supuesto queden 
desprovistos de tutela, sino que la máxima inten-
sidad propia del régimen especial debe recaer 
sobre aquellas formaciones que cumplan las fun-
ciones hídricas y estratégicas que dan sentido a la 
intervención reforzada. Se trata de una delimita-
ción funcional, no de una operación de disponibi-
lidad generalizada. Precisar no es abandonar; es 
discriminar jurídicamente con arreglo a la finali-
dad de la norma (38).


(34) DI PAOLA - ASIAIN, “Ley General del Ambiente y leyes 


sectoriales de presupuestos mínimos”, ob. cit. BIDART CAMPOS, 


Germán J., “Tratado elemental de Derecho Constitucional Ar-


gentino”, Ediar, Buenos Aires, 1995, T. VI, ps. 302-303.


(35) CN, arts. 41, 121 y 124.; HERNÁNDEZ, “Federalismo y cons-


titucionalismo provincial”, ob. cit.


(36) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. VALLS - VALLS, “Presupuestos Mínimos 


Ambientales”, ob. cit.


(37) Ley 26.639, “Régimen de Presupuestos Mínimos para la 


Preservación de los Glaciares y del Ambiente Periglacial”, art. 1º; 


Iza, Alejandro - Rovere, Marta B. (eds.), Aspectos jurídicos de la 


conservación de los glaciares, Gland, UICN, 2006.


(38) Mensaje 36/2025 y expte. 161/2025, cit., art. 3º del texto 


sancionado; LÓPEZ DA SILVA, Delfina, “Glaciares y el ambiente 


periglacial: ¿cómo lograr su necesaria y efectiva tutela prácti-


Este punto merece ser subrayado, porque buena 
parte de la polémica pública se apoyó en una suerte de 
fetichismo de la extensión. Pareció asumirse que cuan-
to más elástica fuera la categoría de ambiente perigla-
cial, más protector sería el régimen. Pero el derecho 
ambiental no puede gobernarse por esa lógica pura-
mente expansiva. Las categorías jurídicas demasiado 
amplias suelen producir el efecto inverso al buscado, 
ya que debilitan la inteligibilidad del objeto, multipli-
can el conflicto interpretativo, dispersan los recursos 
de control y, finalmente, vuelven más costosa la tutela 
efectiva de lo que verdaderamente importa (39).


En el caso de la ley bajo estudio, la indetermina-
ción del ambiente periglacial había adquirido una 
elasticidad particularmente problemática. Sobre es-
pacios heterogéneos, de funcionalidad dispar y de 
comportamientos hidrológicos no equivalentes, se 
proyectó con frecuencia una intensidad prohibitiva 
homogénea, como si toda geoforma periglaciar me-
reciera, sin graduación alguna, la misma respuesta 
normativa. El problema no es solo científico; es ju-
rídico. Un ordenamiento que no distingue pierde la 
capacidad de jerarquizar, de priorizar y, en última 
instancia, de proteger con inteligencia (40).


La reforma corrige esa deriva mediante una de-
limitación más estrechamente ligada a la función. 
Desde luego, puede discutirse si el legislador escogió 
la mejor fórmula posible. Lo que no puede sostener-
se con liviandad es que toda precisión sea regresiva 
por definición. El estándar de progresividad no exige 
perpetuar definiciones sobredimensionadas si ellas 
terminan oscureciendo el bien efectivamente com-
prometido. Exige, más bien, que la modificación no 
vacíe el núcleo de la tutela y que mantenga mecanis-
mos idóneos de prevención y control sobre las forma-
ciones de verdadera relevancia estratégica (41).


Importa advertir, además, que la reforma incor-
pora una regla de fuerte valor protectorio inicial. To-
dos los glaciares y geoformas periglaciares incluidos 
en el Inventario Nacional se consideran comprendi-
dos dentro del objeto protegido, hasta tanto la au-
toridad competente verifique, de manera fundada, 
la inexistencia de las funciones previstas por la ley. 
La presunción inicial, pues, no es de disponibilidad 
sino de cobertura. El desplazamiento hacia fuera del 
régimen especial exige un acto técnico-administra-
tivo motivado; no resulta de una mera afirmación 
voluntarista ni de una omisión registral (42).


co-normativa?”, TR LALEY AR/DOC/2236/2022; CANZIANI, Pablo 


O. - NOSEDA, Paula, “Los glaciares en Argentina. Cambio climá-


tico, vulnerabilidad y protección jurídica”, en “Informe Ambiental 


Anual 2012”, FARN, Buenos Aires, 2012, ps. 353-368.


(39) COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra fal-


sa dicotomía”, ob. cit. LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección ambien-


tal más allá de los presupuestos mínimos”, ob. cit.


(40) LÓPEZ DA SILVA, Delfina, “Glaciares y el ambiente pe-


riglacial: ¿cómo lograr su necesaria y efectiva tutela prácti-


co-normativa?”, TR LALEY AR/DOC/2236/2022. CANZIANI, Pablo 


O. - NOSEDA, Paula, “Los glaciares en Argentina. Cambio climá-


tico, vulnerabilidad y protección jurídica”, en “Informe Ambien-


tal Anual 2012”, FARN, Buenos Aires, 2012, ps. 353-368. Sobre 


la expansión del ambiente periglacial en la praxis interpretativa, 


véase también LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares 


y la reconstrucción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(41) LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección ambiental más allá de 


los presupuestos mínimos”, cit. COSTA, “Presupuestos mínimos 


vs Federalismo: otra falsa dicotomía”, ob. cit. MORELLI, “Reflexio-


nes sobre las sentencias dictadas...”, ob. cit.


(42) Mensaje 36/2025 y expte. 161/2025, cit., texto del art. 3º 


La diferencia no es menor. Frente a la caricatura 
de una reforma que “libera” automáticamente gran-
des porciones de montaña, el diseño legal muestra 
otra cosa; esto es, un sistema que parte de la pro-
tección, exige verificación y solo luego reordena el 
encuadre normativo de la formación analizada. El 
régimen especial se concentra donde corresponde; 
pero el punto de partida sigue siendo protectorio. 
En términos de técnica regulatoria, esta arquitec-
tura es sensiblemente más robusta que la de una 
exclusión apriorística fundada apenas en el rechazo 
político de la reforma (43).


Por lo demás, una tutela especial desligada de la 
función corre siempre el riesgo de transformarse en 
una categoría simbólica más que operativa. El de-
recho ambiental argentino ya ha tenido suficientes 
experiencias en las que la grandilocuencia norma-
tiva convivió con escasa eficacia administrativa. El 
verdadero desafío no es redactar la categoría más 
inclusiva imaginable, sino construir un régimen 
capaz de identificar el bien estratégico, concentrar 
allí los controles, ordenar los procedimientos y re-
sistir el escrutinio judicial. A esa exigencia de ope-
ratividad responde, precisamente, la delimitación 
funcional (44).


VI. Protección especial y protección general: 
continuidad del orden público ambiental


Una segunda confusión, muy extendida en el 
debate, consiste en asumir que la salida de ciertas 
formaciones del régimen especial equivale a su 
caída en un vacío normativo. Nada más lejos de la 
estructura real del ordenamiento argentino. Entre 
la tutela reforzada de la Ley de Glaciares y la ausen-
cia de protección media todo un entramado de nor-
mas generales, sectoriales, civiles, administrativas y 
provinciales que siguen plenamente operativas. La 
reforma no las deroga ni las debilita; se apoya, pre-
cisamente, en su subsistencia (45).


La Ley General del Ambiente continúa sien-
do el gran estatuto transversal de la materia. Sus 
principios de prevención, precautorio, equidad 
intergeneracional, cooperación, congruencia y sus-
tentabilidad conservan intacta fuerza normativa. 
Sus reglas sobre evaluación de impacto ambiental, 
responsabilidad, recomposición, acceso a la infor-
mación y participación siguen constituyendo el 
marco interpretativo obligado para toda decisión 
administrativa con incidencia ambiental. Ninguna 
redefinición del objeto protegido por la ley 26.639 
altera ese piso general (46).


A ello se suma el régimen del Código Civil y Co-
mercial, cuyo art. 235 reconoce a los glaciares y al 
ambiente periglacial como bienes del dominio pú-


bis; CAFFERATTA, Néstor A., “Ley 25.675 General del Ambiente. 


Comentada, interpretada y concordada”, DJ, 2002-3, 1133, TR 


LALEY AR/DOC/3792/2001.


(43) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit. DI PAOLA - ASIAIN, 


“Ley General del Ambiente y leyes sectoriales de presupuestos 


mínimos”, ob. cit.


(44) IZA - ROVERE, “Aspectos jurídicos de la conservación de 


los glaciares”, ob. cit. PIGRETTI, Eduardo A., “Derecho ambiental”, 


Ed. Depalma, Buenos Aires, 2000, ps. 31-35.


(45) DI PAOLA - ASIAIN, “Ley General del Ambiente y leyes 


sectoriales de presupuestos mínimos”, ob. cit.  CAFFERATTA, 


“Ley 25.675 General del Ambiente...”, ob. cit.


(46) Ley 25.675, arts. 4º, 8º, 11, 12, 13, 19, 20 y 21. CAFFERATTA, 


“Ley 25.675 General del Ambiente...”, ob. cit.
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blico, con las consecuencias clásicas de inaliena-
bilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. 
La referencia importa mucho. El desplazamiento 
de una geoforma fuera del régimen especial no la 
privatiza ni la vuelve jurídicamente irrelevante. Si 
corresponde al dominio público, seguirá sometida a 
las reglas de su tutela propia; y si, además, su afecta-
ción compromete intereses colectivos, el art. 240 del 
mismo cuerpo legal impone el deber de compatibi-
lizar los derechos individuales con los de incidencia 
colectiva (47).


Tampoco desaparecen las normas sectoriales. El 
régimen de gestión ambiental de aguas, la legisla-
ción minera ambiental, las reglas específicas sobre 
áreas protegidas, los instrumentos provinciales de 
ordenamiento territorial y policía ambiental, así 
como los procedimientos administrativos locales, 
mantienen toda su fuerza. La ley especial de glacia-
res no agota por sí sola el gobierno jurídico del agua 
ni el de la montaña. Es una pieza relevante, pero no 
autosuficiente, de un mosaico normativo mucho 
más amplio (48).


Precisamente por eso resulta incorrecto hablar 
de “desprotección” en términos absolutos. Lo que 
puede ocurrir, y eso es otra cosa, es un cambio de 
encuadre, ya que ciertas formaciones dejan de es-
tar sometidas a la tutela especial reforzada de la 
ley 26.639 para quedar sujetas a la tutela ambiental 
general y a los controles sectoriales correspondien-
tes. El derecho ambiental argentino conoce bien esta 
lógica de niveles. No todo bien ambiental requiere el 
mismo tipo de régimen ni la misma intensidad de 
prohibición; hay estratos, técnicas y grados diferen-
ciados de intervención pública (49).


Se comprenderá entonces por qué la idea de 
orden público ambiental, tan bien trabajada por 
Falbo y por la doctrina posterior, no queda com-
prometida por la reforma. El orden público am-
biental no se identifica con la congelación perpetua 
de cada opción legislativa previa, sino con la per-
sistencia de un núcleo inderogable de tutela que 
atraviesa todo el sistema, que se manifiesta en la 
exigencia de no dañar, de prevenir, de recomponer, 
de evaluar y de decidir con arreglo a los principios 
ambientales. Mientras esas exigencias subsistan, 
y subsisten, la modificación del ámbito de una ley 
especial no equivale a la demolición del orden pú-
blico ambiental (50).


Incluso desde una perspectiva material, la distin-
ción entre protección especial y protección ge-
neral permite mejorar la asignación de recursos 
estatales. No es lo mismo inventariar, monitorear, 
evaluar y eventualmente prohibir en una zona 


(47) Cód. Civ. y Com., arts. 235 y 240. Sobre la articulación 


entre derechos individuales y bienes colectivos, véase también 


CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917.


(48) Ley 25.688, “Régimen de Gestión Ambiental de Aguas”. 


Ley 24.585, incorporada al Código de Minería, Título XIII, Sec-


ción II. Ley 22.351, de Parques Nacionales.


(49) DI PAOLA - ASIAIN, “Ley General del Ambiente y leyes 


sectoriales de presupuestos mínimos”, ob. cit.  CAFFERATTA, 


“Ley 25.675 General del Ambiente...”, ob. cit.


(50) FALBO, Aníbal J., “El orden público ambiental: la Cons-


titución Nacional ilumina un nuevo y diferente orden público”, 


Revista de Derecho Ambiental, octubre/diciembre 2014, nº 40, 


ps. 191-204. SABSAY, Daniel A. - FERNÁNDEZ, Cristián H., “La au-


tonomía del derecho ambiental”, LA LEY, 2022-E, 194; TR LALEY 


AR/DOC/2577/2022.


de alta relevancia hídrica estratégica que proyec-
tar la misma intensidad burocrática y jurisdic-
cional sobre espacios heterogéneos cuya función 
no ha sido verificada. Un sistema que reparte de 
modo indiferenciado la atención pública corre el 
riesgo de volverse administrativamente oneroso 
y ambientalmente miope. La concentración in-
teligente del esfuerzo protector es, en sí misma, 
una forma de tutela más eficiente (51).


Los críticos de la reforma suelen responder que, 
aun así, la protección general sería insuficiente 
frente a emprendimientos de gran escala. La obje-
ción merece ser oída, pero no cambia la estructu-
ra del razonamiento. Si la preocupación radica en 
la suficiencia del régimen general o sectorial para 
determinados supuestos, la discusión debe darse en 
ese plano, fortaleciendo evaluaciones, mejorando 
fiscalización, intensificando estándares provincia-
les y perfeccionando instrumentos preventivos. No 
puede trasladarse automáticamente a la conclusión 
de que la ley especial de glaciares deba funcionar 
como sucedáneo universal de toda falencia regula-
toria del resto del sistema (52).


Más todavía: la reforma vuelve conceptualmente 
más nítido el vínculo entre la ley especial y el resto 
del ordenamiento. Al reservar la tutela reforzada 
para el objeto funcionalmente justificado, impide 
que la ley 26.639 sea utilizada como una suerte de 
cláusula absorbente, capaz de reemplazar todos los 
demás instrumentos ambientales. Esa claridad siste-
mática beneficia a la dogmática y también a la admi-
nistración. Cada técnica recupera su lugar propio: la 
ley especial para la protección intensiva del bien 
estratégico; la ley general y la normativa sectorial 
para el gobierno ordinario de los restantes riesgos 
ambientales (53).


Lo que se preserva, en suma, es la jerarquía sin 
incurrir en hipertrofia. La cordillera no queda 
librada a su suerte, sino sometida a una organi-
zación normativa más diferenciada, en la cual 
la tutela excepcional deja de funcionar como un 
paraguas indiscriminado y vuelve a ocupar el lu-
gar que le corresponde dentro del sistema. Esa es, 
a mi juicio, una mejora de técnica jurídica antes 
que una concesión a intereses subalternos (54).


VII. Inventario, IANIGLA y conocimiento territo-
rial: ciencia, administración y cooperación


La ciencia ocupa un lugar central en toda regu-
lación seria sobre glaciares. Sería absurdo negarlo. 
El conocimiento glaciológico, nivológico, geomorfo-
lógico e hidrológico constituye la base sin la cual el 
derecho solo podría operar a ciegas. Ahora, bien, re-
conocer esa centralidad no obliga a convertir al sa-


(51) COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra falsa 


dicotomía”, ob. cit. LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección ambiental 


más allá de los presupuestos mínimos”, ob. cit.


(52) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. VALLS - VALLS, “Presupuestos Mínimos 


Ambientales”, ob. cit.


(53) DI PAOLA - ASIAIN, “Ley General del Ambiente y leyes 


sectoriales de presupuestos mínimos”, ob. cit. FALBO, “El orden 


público ambiental...”, ob. cit.


(54) PIGRETTI, Eduardo A., “Derecho ambiental”, Ed. Depalma, 


Buenos Aires, 2000, ps. 31-35. PEÑA CHACÓN, Mario, “La trans-


versalidad del derecho ambiental y su influencia en el instituto 


de la propiedad y otros derechos reales”, Revista Jurídica Lex, 


junio 2003, Nº 96, vol. VII.


ber técnico en una instancia autónoma de gobierno, 
desprendida de los procedimientos administrativos 
y de la estructura federal. El desafío institucional 
consiste, justamente, en integrar ciencia y decisión 
sin confundir sus planos (55).


La reforma sancionada mantiene al IANIGLA 
como órgano técnico responsable del Inventario Na-
cional y del monitoreo del estado de glaciares y am-
biente periglacial, bajo coordinación de la autoridad 
nacional de aplicación. Esa continuidad es decisiva. 
Quien afirme que la reforma desplaza a la ciencia 
del centro del sistema se ve obligado a omitir este 
dato normativo elemental. El instituto no desapare-
ce, no se degrada a un rol decorativo y no pierde la 
función de producir información de referencia para 
el régimen especial (56).


Lo que cambia es otra cosa, y conviene nombrar-
la sin dramatismo: se reconoce que las autoridades 
provinciales pueden aportar información propia 
para la incorporación o exclusión de formaciones, 
a partir del conocimiento recabado en procedimien-
tos ambientales concretos y de su experiencia te-
rritorial directa. Esta innovación ha sido leída por 
algunos autores como una suerte de capitulación 
científica frente al interés político local. Pero la 
crítica resulta excesiva. La administración situada 
también produce información relevante, sobre todo 
en contextos donde la evaluación de proyectos, la 
inspección de sitios y el seguimiento de impactos se 
realizan primordialmente en sede provincial (57).


No hay aquí una sustitución del IANIGLA por la 
provincia. Hay, más bien, una articulación entre 
escalas de conocimiento. El inventario nacional 
ofrece una fotografía estructurada, homogénea y 
técnicamente indispensable. La provincia aporta, 
en cambio, información dinámica, específica y vin-
culada a procedimientos concretos de evaluación y 
control. Pretender que solo la mirada centralizada 
es conocimiento legítimo equivale a desconocer 
que una parte sustantiva de la verdad ambiental es 
situada, ya que depende del terreno, del proyecto, 
del comportamiento hídrico local, de la evolución 
de obras, de inspecciones y de evidencia generada 
en tiempo real (58).


Desde la teoría del acto administrativo la distin-
ción es clara. Un inventario no reemplaza una auto-
rización ni una denegatoria; las ilumina. Un registro 
técnico no produce por sí mismo la totalidad de los 
efectos jurídicos de la decisión singular, salvo que la 
ley lo disponga expresamente, y aun entonces segui-
ría requiriéndose un encuadre procedimental. La 
reforma, en este sentido, evita dos errores opuestos; 
esto es, el del inventario ornamental, que nada con-
diciona, y el del inventario fetichizado, que clausura 
por sí solo la competencia administrativa local. Lo 


(55) IZA - ROVERE, “Aspectos jurídicos de la conservación de 


los glaciares”, ob. cit. CANZIANI - NOSEDA, “Los glaciares en Ar-


gentina...”, ob. cit.


(56) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit., texto del nuevo 


art. 5º; LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la re-


construcción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(57) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit.  En sentido crítico afín, VALLS - VALLS, 


“Presupuestos Mínimos Ambientales”, ob. cit.


(58) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, ob. cit., fundamentos 


del mensaje; ÁBALOS, “El federalismo argentino y la consolida-


ción del margen de apreciación local”, ob. cit. HERNÁNDEZ, “Fe-


deralismo y constitucionalismo provincial”, ob. cit.
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técnico orienta; lo administrativo decide bajo con-
trol jurídico (59).


También se ha cuestionado la regla según la cual, si 
la autoridad provincial verifica que un glaciar o am-
biente periglacial inventariado no cumple las funcio-
nes previstas por la ley, debe comunicarlo al IANIGLA 
para su eliminación, sin que la eventual demora re-
gistral invalide de por sí la autorización otorgada con-
forme a derecho. La objeción parte de una intuición 
comprensible —el temor a un “veto” provincial sobre 
el inventario— pero desatiende otra necesidad ins-
titucional igualmente importante, como la de evitar 
que la inercia burocrática paralice indefinidamente 
decisiones adoptadas sobre la base de procedimientos 
completos y técnicamente motivados (60).


Los registros públicos, por valiosos que sean, no 
pueden ser tratados como dispositivos infalibles ni 
autosuficientes. Están expuestos al error, al retardo 
y a la necesidad de actualización. Ningún sistema 
serio debería admitir que un defecto o demora de 
actualización registral congele sine die el ejercicio 
de competencias administrativas que se han desple-
gado conforme a procedimientos participativos y 
evaluaciones técnicas específicas. La regla de no pa-
ralización contenida en la reforma responde a esa 
racionalidad elemental del derecho público. Lejos 
de destruir el inventario, lo obliga a dialogar con la 
realidad cambiante que pretende registrar (61).


Por lo demás, la crítica de “politización provin-
cial” debería formularse con cautela, porque 
presupone una ciencia pura, inmune a toda 
mediación institucional, y una provincia nece-
sariamente capturada por intereses de apro-
vechamiento. Ninguna de las dos premisas es 
defendible en abstracto. La producción de co-
nocimiento científico en materia ambiental se 
inserta siempre en estructuras administrativas, 
financiamientos públicos, protocolos metodoló-
gicos y decisiones regulatorias; y las provincias, 
a su vez, no son sujetos monolíticos de vocación 
extractiva, sino estados constitucionales con res-
ponsabilidades ambientales, controles judiciales, 
órganos técnicos propios y ciudadanía moviliza-
da. El diseño institucional debe partir de esa com-
plejidad, no de caricaturas (62).


La experiencia comparada muestra, además, que 
los sistemas multinivel más eficaces no son los que 
aíslan al experto de la administración ni los que ex-
pulsan a la administración del saber experto, sino 
aquellos que construyen circuitos recíprocos de in-
formación, verificación y control. En ese marco, la 


(59) Sobre la distinción entre registro técnico y decisión admi-


nistrativa singular, confr. CANOSA, Armando N., “Procedimiento 


administrativo: recursos y reclamos”, Ed. Astrea, Ciudad Autóno-


ma de Buenos Aires, 2017, T. I, ps. 86-106.


(60) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit., art. 5º, párrafos 


finales; LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la re-


construcción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(61) Sobre la función instrumental —y no fetichizada— de 


los registros públicos en el derecho administrativo, confr. 


CASSAGNE, Juan Carlos, “Derecho Administrativo”, LexisNexis 


Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2004, T. I, 7ª ed. actualizada.


(62) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. VALLS - VALLS, “Presupuestos Mínimos 


Ambientales”, ob. cit. Para una crítica a la simplificación de esta 


oposición, véase asimismo LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley 


de Glaciares y la reconstrucción del federalismo ambiental ar-


gentino”, ob. cit.


cooperación entre IANIGLA, autoridad nacional y 
autoridades provinciales no es una concesión anó-
mala, sino la forma razonable de gobernar un obje-
to natural cuya distribución territorial y dinámica 
física resisten cualquier pretensión de gestión ex-
clusivamente centralizada (63).


En definitiva, la reforma no “reemplaza” la cien-
cia, aunque la institucionaliza mejor, sacándola 
de la falsa alternativa entre soberanía del exper-
to y soberanía del político, y la inserta en un pro-
cedimiento donde el inventario, la evaluación de 
impacto, la motivación administrativa y el con-
trol jurisdiccional se corrigen y complementan 
mutuamente. Ese es, a mi juicio, un signo de ma-
durez normativa, no de claudicación (64).


VIII. Prohibiciones, relevancia ambiental y razo-
nabilidad normativa


El núcleo más sensible de la controversia reside, 
quizá, en el régimen de prohibiciones. La ley original 
optó por una técnica categórica, vedando determi-
nadas actividades en glaciares y ambiente perigla-
cial, entre ellas la exploración y explotación minera 
e hidrocarburífera, la instalación de industrias y la 
liberación o dispersión de sustancias contaminan-
tes. La reforma sancionada abandona esa lógica de 
enunciación absoluta y reconduce la prohibición al 
supuesto de alteración relevante de la condición na-
tural o de las funciones específicas del bien protegi-
do. Para algunos, ese desplazamiento equivaldría a 
una flexibilización inadmisible; para mí, se trata de 
una rectificación de técnica legislativa (65).


No debe perderse de vista que el derecho am-
biental no se agota en prohibiciones categóricas. 
También trabaja, y lo hace desde siempre, con es-
tándares de significación, relevancia, razonabilidad, 
proporcionalidad e intensidad del impacto. El len-
guaje de la “afectación relevante” no es, por tanto, 
un cuerpo extraño dentro de la disciplina. Al con-
trario, es el modo habitual en que el ordenamiento 
traduce a reglas jurídicas la complejidad propia de 
los riesgos ambientales. Pretender que solo es cons-
titucionalmente legítima la prohibición que opera 
per se, sin examen de magnitud o contexto, supone 
desconocer la gramática misma del derecho admi-
nistrativo ambiental (66).


Esta observación no es nueva. Parte de la doctri-
na que analizó críticamente el fallo “Barrick”, que 
ya había advertido que las prohibiciones absolutas 
del art.  6 original podían suscitar dudas acerca de 
su congruencia con la naturaleza de un presupuesto 


(63) ESAIN, “El federalismo ambiental...”, ob. cit.  CERRO, “El 


federalismo de cooperación...”, ob. cit. ÁBALOS, “El federalismo 


argentino y la consolidación del margen de apreciación local”, 


ob. cit.


(64) LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la re-


construcción del federalismo ambiental argentino”, cit. Mensaje 


36/2025 y Expte. 161/2025, cit.


(65) Ley 26.639, Régimen de Presupuestos Mínimos para la 


Preservación de los Glaciares y del Ambiente Periglacial. art. 6º 


originario; Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit., art. 6º san-


cionado.


(66) Ley 25.675, arts. 4º, 8º, 11, 12, 13, 19, 20 y 21. Sobre la sig-


nificación del impacto en el régimen general, véase la “Guía 


oficial para elaboración de estudios de impacto ambiental” 


disponible en Infoleg: https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegIn-


ternet/anexos/325000-329999/327848/res337-1.pdf (consulta: 


13/04/2026).


mínimo. García Díaz lo señaló con nitidez al pregun-
tarse si la prohibición integral de actividades como 
la minería o los hidrocarburos, sin habilitar siquie-
ra la posibilidad de demostrar en un procedimiento 
de impacto la inexistencia de afecciones relevantes, 
no implicaba una interferencia excesiva en el do-
minio originario provincial. Morelli, por su parte, 
reconstruyó con gran cuidado el problema de las 
prohibiciones absolutas y la necesidad de ponderar 
su razonabilidad a la luz del concepto mismo de pre-
supuesto mínimo (67).


La reforma responde a esa dificultad mediante 
una técnica más afinada. No habilita libremente las 
actividades antes prohibidas, sino que las mantiene 
sometidas a un estándar de máxima severidad, que-
dando prohibidas cuando alteren de modo relevan-
te la condición natural del glaciar o del ambiente 
periglacial protegido, cuando impliquen su destruc-
ción o traslado o cuando interfieran en su avance. 
La diferencia es capital. La ley deja de presuponer 
a priori que toda actividad nominada produce 
siempre, en cualquier caso y en cualquier escala, el 
mismo nivel de daño. Exige, en cambio, una verifi-
cación previa, técnicamente fundada y jurídicamen-
te motivada (68).


La crítica usual sostiene que la expresión “de 
modo relevante” sería demasiado vaga y abri-
ría la puerta a decisiones discrecionales. Pero la 
vaguedad relativa es inherente a casi todo están-
dar jurídico de control complejo. “Razonable”, 
“sustancial”, “significativo”, “grave”, “adecuado”, 
“proporcional”: ninguno de estos términos fun-
ciona como una magnitud matemática cerrada. Su 
operatividad depende de procedimientos, criterios 
técnicos, motivación y control. La alternativa no es 
entre concepto abierto y certeza absoluta, sino en-
tre concepto abierto administrado ex ante y pro-
hibición indiferenciada litigada ex post. Desde el 
punto de vista institucional, la primera opción sue-
le ser preferible (69).


Más aún: una prohibición absoluta no elimina la 
discrecionalidad; la desplaza. Cuando el legislador 
utiliza una categoría extremadamente amplia y la 
combina con vedas totales, el conflicto no desapa-
rece: se muda al terreno de la interpretación sobre 
qué formación cae dentro del objeto protegido, qué 
debe entenderse por ambiente periglacial, cómo 
juega el inventario, qué ocurre con los proyectos 
preexistentes y hasta dónde llega la autoridad na-
cional. El precio de esa aparente sencillez es una 
litigiosidad permanente, con incertidumbre para 
todos los actores y, no pocas veces, con decisiones 


(67) GARCÍA DÍAZ, Carlos J., “La Corte y los glaciares”, Rev. Iusti-


tia, nº 5, octubre 2019, IJ-DCCCXL-189. MORELLI, María Paula, “Re-


flexiones sobre las sentencias dictadas por la Corte Suprema con 


relación a la ley de presupuestos mínimos para la preservación 


de los glaciares y el ambiente periglaciar”, El Derecho - Derecho 


Ambiental y Sustentabilidad, junio 2022, nº 2, IJ-III-CXVIII-226.


(68) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit., art. 6º; LILLJE-


DAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la reconstrucción del 


federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(69) La utilización de estándares jurídicos abiertos es inheren-


te al derecho público contemporáneo; confr. COMADIRA, Julio 


Pablo, “Estudios de Derecho Administrativo: Derecho adminis-


trativo y principio de juridicidad. Acto administrativo. Contrato 


administrativo. Organización administrativa. Responsabilidad del 


Estado”, Ed. Cathedra Jurídica, Ciudad Autónoma de Buenos 


Aires, 2019, 1ª ed., ps. 205 y ss.
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judiciales menos equipadas técnicamente que una 
evaluación administrativa seria (70).


Esto no significa, desde luego, que toda evalua-
ción administrativa merezca confianza automáti-
ca, sino algo más modesto, esto es, que el sistema 
jurídico debe estructurar la decisión allí donde 
puede exigirse información, participación, funda-
mentación y control, en vez de contentarse con 
una fórmula legal que presume homogéneo lo que 
la realidad muestra como heterogéneo. La racio-
nalidad ambiental contemporánea no prohíbe por 
reflejo; prohíbe después de identificar, medir y jus-
tificar el riesgo, salvo en hipótesis excepcionales 
donde la peligrosidad intrínseca es tal que no ad-
mite graduación razonable (71).


La ley original adoptó una opción más rígida; 
puede discutirse si esa rigidez fue políticamente 
comprensible en su contexto. Pero una cosa es com-
prender el contexto de sanción y otra es petrificarlo 
normativamente. A medida que el sistema acumuló 
años de aplicación, inventarios, litigios, debates téc-
nicos y objeciones federales, quedó más claro que 
la técnica de la prohibición absoluta generaba zo-
nas de fricción que no necesariamente mejoraban 
la tutela del bien estratégico. La reforma recoge esa 
experiencia y la transforma en una regla de rele-
vancia. En términos de aprendizaje institucional, 
ello resulta difícil de objetar (72).


Hay, además, una consideración constitucional 
nada menor. El ejercicio de la industria lícita y el 
derecho de propiedad no se sitúan, en la Constitu-
ción, fuera del orden ambiental; pero tampoco des-
aparecen frente a él. Deben ser armonizados con los 
derechos de incidencia colectiva y con el principio 
de sustentabilidad. Una prohibición legal será tan-
to más robusta cuanto mejor pueda justificarse en 
relación con el daño o riesgo efectivamente evitado. 
Cuando la ley prohíbe sin mediación de relevancia, 
la carga argumental se vuelve más pesada. Cuando 
prohíbe, porque el impacto relevante ha sido veri-
ficado o razonablemente anticipado en un procedi-
miento adecuado, la legitimidad de la veda aumenta 
y su defensa judicial se robustece (73).


Así las cosas, el pasaje de la prohibición ciega a la 
prohibición condicionada por relevancia no implica 
una retirada del derecho ambiental, sino, simple-
mente, su sofisticación, de una lógica de presunción 
total por una de examen previo, donde la afectación 
significativa del bien protegido sigue funcionando 
como frontera infranqueable. Lo que cambia no es 
la existencia del límite, sino el modo constitucional-
mente más razonable de identificarlo (74).


(70) GARCÍA DÍAZ, “La Corte y los glaciares”, ob. cit. MORELLI, 


“Reflexiones sobre las sentencias dictadas...”, ob. cit. CS, “Cáma-


ra Minera de Jujuy c. Estado Nacional”, Fallos: 337:1540.


(71) Ley 25.675, arts. 4º y 11; CAFFERATTA, “Ley 25.675 General 


del Ambiente...”, ob. cit.


(72) ISLA RAFFAELE, María Laura, “El papel de la Ley de Glacia-


res en las disputas por la megaminería en Argentina”, Memorias 


- 14º Encuentro Internacional de Derecho Ambiental, 01/03/2016, 


IJ-XCV-422. LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y 


la reconstrucción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(73) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. So-


bre la armonización entre propiedad, industria lícita y derechos de 


incidencia colectiva, véase también Cód. Civ. y Com., arts. 235 y 240.


(74) COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra fal-


sa dicotomía”, ob. cit. LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección ambien-


tal más allá de los presupuestos mínimos”, ob. cit.


IX. Evaluación de impacto, evaluación estraté-
gica, participación y Acuerdo de Escazú


Si el debate sobre las prohibiciones fue encendido, 
el relativo a la evaluación ambiental no lo fue menos. 
Se difundió con frecuencia la afirmación de que la 
reforma volvería optativa la evaluación de impacto 
ambiental y que, de ese modo, abriría un cauce de 
autorización prácticamente discrecional para activi-
dades riesgosas. La objeción, sin embargo, descansa 
en una confusión entre dos institutos distintos: la 
evaluación de impacto ambiental en sentido estricto 
y la evaluación ambiental estratégica (75).


La diferencia no es semántica, sino funcional, en 
tanto la evaluación de impacto ambiental se proyec-
ta sobre proyectos o actividades concretas y exige, 
antes de la autorización y ejecución, la identifica-
ción de efectos, alternativas, medidas de mitigación, 
monitoreo y participación. La evaluación ambiental 
estratégica, en cambio, opera sobre políticas, planes 
o programas de alcance más amplio y su pertinencia 
depende, precisamente, de la escala y del tipo de de-
cisión pública involucrada. Confundir una con otra 
desordena el análisis jurídico (76).


La reforma mantiene la evaluación de impacto am-
biental como requisito previo para todas las activida-
des proyectadas en glaciares y ambiente periglacial. 
No la deroga, no la relativiza y no la deja entregada 
al puro arbitrio de la autoridad provincial. Lo que 
queda sujeto a ponderación de escala e intervención 
es la exigencia adicional de evaluación ambiental 
estratégica. Desde el punto de vista de la técnica re-
gulatoria, el criterio es razonable. No todo proyecto 
individual requiere una evaluación estratégica, pero 
todo proyecto capaz de afectar un glaciar o ambiente 
periglacial protegido debe pasar por el tamiz de una 
evaluación de impacto seria y previa (77).


Este punto es crucial, porque muestra que el régi-
men reformado no reemplaza la prohibición abso-
luta por un laissez faire administrativo, sino la veda 
indiferenciada por una decisión condicionada a un 
procedimiento preventivo. Ello está, además, en ple-
na consonancia con la estructura de la Ley General 
del Ambiente, que erige a la evaluación de impacto 
como uno de los instrumentos cardinales del prin-
cipio preventivo. Donde el viejo sistema suponía 
daño por categoría, el nuevo exige probar y medir 
el riesgo relevante. El control ex ante no desaparece, 
si bien se vuelve la llave de la decisión (78).


Desde luego, la evaluación ambiental solo merece 
ese nombre si es rigurosa. Debe estar acompañada 
por información suficiente, independencia técnica, 
participación pública real, motivación administra-
tiva y posibilidades de revisión. Pero precisamente 


(75) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. VALLS - VALLS, “Presupuestos Mínimos 


Ambientales”, ob. cit.


(76) Sobre la diferencia funcional entre EIA y EAE, véase SAN-


TUCCI, Agustina Inés, “Ventajas de dictar una Ley de Presupues-


tos Mínimos exclusiva de Evaluación Ambiental Estratégica”, El 


Derecho - Derecho Ambiental y Sustentabilidad, diciembre 


2024, Nº 4.


(77) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit., texto sancionado 


del art. 7º; LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la 


reconstrucción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(78) Ley 25.675, arts.  8º, 11, 12 y 13; DI PAOLA - ASIAIN, “Ley 


General del Ambiente y leyes sectoriales de presupuestos mí-


nimos”, ob. cit.


por eso la reforma se vincula de modo natural con 
las garantías de acceso a la información y participa-
ción de la Ley General del Ambiente y del Acuerdo 
de Escazú. Lejos de clausurar la deliberación, la pre-
supone. Una decisión basada en relevancia ambien-
tal sería jurídicamente inaceptable si no pudiera ser 
escrutada, discutida y controvertida por la ciudada-
nía y por los órganos de control (79).


La experiencia parlamentaria reciente es, en 
ese sentido, elocuente. La reforma no atravesó el 
Congreso en silencio, sino en medio de audiencias 
públicas, controversias masivas, intervenciones 
académicas, posiciones de ONG, cámaras empresa-
rias, expertos y autoridades provinciales. Puede dis-
cutirse la calidad de cada instancia, pero no que el 
tema fue procesado en una esfera intensamente de-
liberativa. Ese dato importa, porque neutraliza una 
crítica recurrente, como que la reforma implicaría 
una huida del paradigma participativo. En realidad, 
lo que muestra es una traducción más visible de ese 
paradigma al procedimiento legislativo y, luego, a la 
lógica autorizatoria del régimen específico (80).


El Acuerdo de Escazú refuerza esta conclusión. Su 
mandato no es el inmovilismo normativo ni la intangi-
bilidad de la legislación existente. Lo que exige es que 
las decisiones con incidencia ambiental se adopten de 
modo abierto, informado, oportuno y participativo. 
Bajo ese prisma, una ley que remite a procedimientos 
de evaluación, participación y consideración pública 
resulta más compatible con Escazú que un régimen 
cuya aparente severidad legal desplace la discusión 
sustancial hacia litigios ulteriores, cuando muchas 
veces el conflicto ya está instalado y las opciones de 
diseño institucional son más estrechas (81).


Incluso quienes objetan la reforma por regresiva 
reconocen, implícitamente, el valor de estas garan-
tías procedimentales cuando reclaman mayores 
audiencias, mejor información y más participación 
ciudadana. Esa coincidencia merece destacarse. La 
verdadera discusión no está en si los procedimien-
tos importan, sino en cuál es la relación entre ellos 
y la decisión sustantiva. Mi posición es que, tratán-
dose de actividades cuya admisibilidad depende de 
la relevancia de la afectación, el procedimiento deja 
de ser accesorio y se convierte en el corazón mismo 
del régimen de tutela (82).


(79) Ley 25.675, arts. 19, 20 y 21; Acuerdo de Escazú, aprobado 


por ley 27.566.


(80) Boletín Oficial de la República Argentina, “Honorable 


Cámara de Diputados de la Nación - Convocatoria a Audien-


cia Pública”, 09/03/2026, disponible en https://www.boletinofi-


cial.gob.ar/detalleAviso/primera/339249/20260309 (consulta: 


13/04/2026). H. Cámara de Diputados de la Nación, “La Cá-


mara de Diputados convirtió en ley la modificación de la Ley 


de Glaciares”, 08/04/2026, disponible en https://www.hcdn.


gob.ar/prensa/noticia/LA-CAMARA-DE-DIPUTADOS-CONVIR-


TIO-EN-LEY-LA-MODIFICACION-DE-LA-LEY-DE-GLACIARES/ 


(consulta: 13/04/2026).


(81) Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Parti-


cipación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales 


en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú), aprobado por 


ley 27.566. Sobre participación ambiental y estándares de acceso, 


véase también Jiménez Guanipa, Henry - Muñoz Ávila, Lina M. - 


Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (eds.), “Comentario al Acuerdo de Es-


cazú sobre derechos ambientales en América Latina y el Caribe”, 


Bogotá/Berlín, Konrad-Adenauer-Stiftung, 2023.


(82) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. Boletín Oficial, convocatoria a Audiencia 


Pública sobre el expediente 0072-S-2025, cit.
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Hay aquí una enseñanza general del derecho am-
biental contemporáneo. La protección eficaz no se 
logra únicamente mediante catálogos de prohibi-
ciones, sino mediante arquitecturas procedimen-
tales capaces de producir decisiones informadas y 
controlables. Prevención, precaución, publicidad, 
participación, monitoreo y motivación son piezas 
de un mismo engranaje. Una ley puede parecer 
más dura en abstracto y, sin embargo, ser menos 
eficaz en la práctica si no organiza adecuadamen-
te esos instrumentos. La reforma recientemente 
sancionada de la ley de glaciares apuesta, justa-
mente, a esa reorganización (83).


Por ello, la crítica según la cual el nuevo esque-
ma entregaría la decisión a una discrecionalidad 
provincial incontrolable no resulta convincente. 
La discrecionalidad existe en toda aplicación ad-
ministrativa de conceptos normativos complejos; 
la cuestión es si está rodeada de cauces, razones y 
controles. Aquí lo está: inventario, evaluación, par-
ticipación, motivación, revisión judicial y principios 
ambientales generales siguen operando en conjun-
to. Lo que la reforma abandona no es el control, sino 
la ilusión de que una enumeración legal absoluta 
puede reemplazar sin costos a ese dispositivo pro-
cedimental (84).


X. El precedente “Barrick”: alcance, límites y 
proyección


Pocas decisiones de la Corte Suprema han gravi-
tado tanto en este debate como “Barrick Explora-
ciones Argentinas SA y otro c/ Estado Nacional”. La 
tendencia a invocarlo como una suerte de cláusula 
de clausura argumental ha sido comprensible, pero 
dogmáticamente deficiente. El fallo es central; no es 
un dogma petrificador. Su lectura exige distinguir 
con precisión entre lo que el tribunal resolvió, las 
razones por las cuales lo hizo y aquello que dejó ne-
cesariamente abierto al desenvolvimiento posterior 
del legislador y de la propia jurisprudencia (85).


La Corte rechazó la acción declarativa por ausen-
cia de caso o controversia judicial suficiente. Las 
empresas actoras no lograron demostrar un agravio 
actual y concreto derivado de la aplicación de la ley, 
y la Provincia de San Juan tampoco acreditó de qué 
manera la mera vigencia del régimen había lesio-
nado efectivamente sus prerrogativas constitucio-
nales. Desde el punto de vista procesal, la decisión 
reposó sobre la inexistencia de un “acto en ciernes” 
con entidad suficiente para habilitar el control de 
constitucionalidad en sede originaria. Morelli re-
construyó con particular agudeza esa dimensión 
del fallo y mostró hasta qué punto el tribunal quiso 
evitar un pronunciamiento abstracto (86).


(83) CAFFERATTA, “Ley  25.675 General del Ambiente...”, ob. 


cit. FALBO, “El orden público ambiental...”, ob. cit.


(84) Ley 25.675, arts. 4º, 8º, 11, 12, 13, 19, 20 y 21. Acuerdo de Es-


cazú, aprobado por ley 27.566. HCDN, “La Cámara de Diputados 


convirtió en ley la modificación de la Ley de Glaciares”, ob. cit.


(85) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. 


Para un comentario integral, MORELLI, “Reflexiones sobre las 


sentencias dictadas...”, ob. cit.; GARCÍA DÍAZ, “La Corte y los gla-


ciares”, ob. cit.


(86) MORELLI, María Paula, “Reflexiones sobre las sentencias 


dictadas por la Corte Suprema con relación a la ley de pre-


supuestos mínimos para la preservación de los glaciares y el 


ambiente periglaciar”, El Derecho - Derecho Ambiental y Sus-


tentabilidad, junio 2022, Nº  2, IJ-III-CXVIII-226. Véase también 


VANOSSI, Jorge Reinaldo, “Jurisdicción y Corte Suprema ante 


Ahora, bien, el hecho de que la Corte no haya in-
gresado al fondo de todas las objeciones no vuelve 
irrelevantes los criterios sustantivos que sí formuló. 
“Barrick” afirmó que la potestad nacional de dictar 
presupuestos mínimos ambientales es una delega-
ción operativa y no una mera declaración retórica. 
Reivindicó, asimismo, una visión policéntrica y eco-
céntrica de los conflictos ambientales, subrayando 
que el ambiente no puede ser pensado como objeto al 
exclusivo servicio de intereses individuales o estata-
les fragmentarios. En ese punto el fallo consolidó una 
línea jurisprudencial que coloca al agua y a los eco-
sistemas en el centro del análisis constitucional (87).


Pero el mismo precedente dijo algo más, a menudo 
olvidado por quienes lo invocan como valladar con-
tra toda reforma: negó la existencia de una tensión 
necesaria entre el art. 41 y el art. 124; y remitió la 
armonización de ambas cláusulas a la labor conjun-
ta de las autoridades federales y provinciales. Esta 
afirmación es decisiva. Si la tarea de coordinación 
corresponde primariamente al plano político y ad-
ministrativo, resulta impropio convertir al fallo en 
una sentencia de congelamiento legislativo. La Cor-
te no sostuvo que el texto originario de la ley 26.639 
fuese la única reglamentación constitucionalmente 
posible; sostuvo que no podía invalidarlo abstracta-
mente en ausencia de caso (88).


La diferencia puede parecer sutil, pero es capital. 
Entre afirmar la constitucionalidad de un régimen 
en determinadas condiciones procesales y declarar 
que ese régimen agota para siempre el espacio de 
configuración del Congreso media una distancia 
enorme. El primer movimiento pertenece al control 
judicial; el segundo invadiría, sin justificación, la es-
fera del legislador democrático. “Barrick” realizó el 
primero, no el segundo. Leer en esa sentencia una 
petrificación de la política legislativa es hacerle de-
cir mucho más de lo que efectivamente dijo (89).


De hecho parte de la doctrina que defendió la ley 
original reconoció que la Corte no se pronunció de 
modo concluyente sobre todos los dilemas federales 
subyacentes. García Díaz señaló que el tribunal elu-
dió entrar de lleno en la cuestión relativa al posible 
exceso de las prohibiciones absolutas sobre el domi-
nio originario provincial. Morelli mostró, a su turno, 
que la ponderación entre presupuesto mínimo, pro-
piedad, actividad industrial y competencias locales 
seguía dejando preguntas abiertas. La fuerza insti-
tucional de “Barrick” no radica en cerrar el debate, 
sino en fijar coordenadas para discutirlo mejor (90).


Tampoco debe perderse de vista que el fallo perte-
nece a un momento normativo anterior a la reforma 
sancionada. El objeto judicial fue la ley entonces vi-
gente, no el diseño posterior. Por consiguiente, inclu-
so si uno atribuyera a algunos pasajes de “Barrick” 
un peso más intenso del que realmente tienen, se-


los casos abstractos”, Revista Jurídica de Buenos Aires, 1963, 


I-IV, p. 136.


(87) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. 


CS, “La Pampa, Provincia de c. Mendoza, Provincia de”, Fallos: 


340:1695. CS, Fallos: 337:1361.


(88) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917., 


consid. 23; MORELLI, “Reflexiones sobre las sentencias dicta-


das...”, ob. cit.


(89) GARCÍA DÍAZ, “La Corte y los glaciares”, ob. cit. MORELLI, 


“Reflexiones sobre las sentencias dictadas...”, ob. cit.


(90) GARCÍA DÍAZ, “La Corte y los glaciares”, ob. cit. MORELLI, 


“Reflexiones sobre las sentencias dictadas...”, ob. cit.


guiría siendo necesario analizar si la nueva arqui-
tectura legal preserva el núcleo de los principios que 
el tribunal valoró, como la tutela del agua estratégi-
ca, articulación federal, prevención y consideración 
sistémica del ambiente. Esa tarea no puede eludirse 
invocando la sentencia como un simple rótulo (91).


Desde esta perspectiva la reforma puede ser leída 
no como una negación de “Barrick”, sino como un 
desarrollo posible dentro del marco que el propio 
fallo dejó disponible. El Congreso no desconoció 
la naturaleza de presupuesto mínimo de la Ley de 
Glaciares; no despublicó el bien protegido; no eli-
minó la evaluación ambiental ni la participación; 
no disolvió el inventario ni suprimió el papel de la 
ciencia, sino redefinir el objeto especial, reordenar 
la relación entre IANIGLA y provincias y sustituir 
prohibiciones categóricas por un estándar de rele-
vancia controlado procedimentalmente. Ninguno 
de esos movimientos contradice, por sí solo, el cora-
zón argumental del precedente (92).


Más aún, el pasaje de “Barrick” que insiste en 
evitar una tensión “superflua e innecesaria” entre 
federalismo y ambiente debería funcionar, preci-
samente, como advertencia contra las lecturas que 
oponen toda reforma a la Constitución ecológica. Si 
el tribunal llamó a la armonización y a la coopera-
ción, entonces una reforma que se presenta como 
rectificación del equilibrio entre los arts.  41 y 124 
no puede ser descalificada a priori como ilegítima. 
Habrá que discutir si alcanzó ese equilibrio; pero 
no negar, desde el inicio, la legitimidad misma del 
intento (93).


El verdadero homenaje a “Barrick” no consiste, 
por ello, en convertir la ley de 2010 en un texto in-
tangible, sino en preservar los valores que el fallo 
destacó: la centralidad del agua, la dimensión colec-
tiva del ambiente, la necesidad de articulación fe-
deral y la impropiedad de las respuestas simplistas. 
Si la reforma sancionada es capaz, como lo hizo, de 
realizar esos valores con mayor claridad competen-
cial y mejor técnica regulatoria, lejos de traicionar al 
precedente, podría ser vista como una prolongación 
madura de su lógica constitucional (94).


XI. No regresión, precautorio y justicia interge-
neracional


La objeción más grave que se formula contra la 
reforma es la de regresividad. No se trata de una 
crítica menor ni de una mera consigna retórica. 
El principio de no regresión en materia ambiental 
expresa una idea normativa poderosa, como que 
los estándares de tutela alcanzados por el ordena-
miento no deben ser reducidos arbitrariamente, en 
especial cuando están en juego bienes irreversibles 
o condiciones de vida de las generaciones futuras. 


(91) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. 


Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit. HCDN, “La Cámara de 


Diputados convirtió en ley la modificación de la Ley de Glacia-


res”, cit.


(92) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit. LILLJEDAHL, “La 


reforma de la Ley de Glaciares y la reconstrucción del federalis-


mo ambiental argentino”, ob. cit.


(93) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. 


ÁBALOS, “El federalismo argentino y la consolidación del mar-


gen de apreciación local”, ob. cit.


(94) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. 


HCDN, “La Cámara de Diputados convirtió en ley la modificación 


de la Ley de Glaciares”, cit.
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Tomar en serio ese principio es indispensable, pero 
ello no obliga a equiparar toda modificación con un 
retroceso (95).


El primer problema consiste en determinar qué 
debe compararse para afirmar que existe regresión. 
Si la comparación se limita a medir, de forma pu-
ramente nominal, la extensión física o descriptiva 
del ámbito de una ley especial, entonces cualquier 
precisión del objeto aparecerá como regresiva. Pero 
esa no es la única vara posible ni probablemente 
la correcta. También es necesario preguntarse si el 
núcleo del bien jurídico estratégicamente protegido 
permanece resguardado, si subsisten mecanismos 
preventivos idóneos, si el régimen general continúa 
operando y si la nueva técnica regulatoria mejora o 
empeora la capacidad efectiva de control sobre los 
riesgos relevantes (96).


Desde esta perspectiva la reforma no ofrece una 
respuesta linealmente regresiva. Mantiene la espe-
cial protección de glaciares y geoformas funcional-
mente relevantes; conserva el carácter público del 
bien protegido; mantiene la centralidad del inven-
tario y del IANIGLA; exige evaluación de impacto 
previa; articula participación pública y no desman-
tela el plexo general de tutela ambiental. Lo que mo-
difica es la intensidad con la que la ley especial se 
proyecta sobre un universo de formaciones hetero-
géneas y la técnica mediante la cual decide las pro-
hibiciones. Llamar “regresión” a ese movimiento sin 
analizar sus condiciones concretas implica reducir 
el principio a un mero reflejo conservacionista (97).


El principio precautorio reclama un razona-
miento semejante. Nadie discute que, frente a la 
posibilidad de daños graves o irreversibles y a la 
falta de certeza científica absoluta, el derecho debe 
inclinarse por la prevención. Pero la precaución 
no puede confundirse con indiferenciación. Un sis-
tema precautorio bien diseñado exige identificar 
el riesgo, valorar su magnitud, ponderar la infor-
mación disponible y decidir con arreglo a proce-
dimientos técnicamente rigurosos. No supone que 
toda actividad nominalmente riesgosa deba ser 
siempre prohibida con abstracción de la función 
efectiva del bien comprometido y de la intensidad 
del impacto previsible (98).


En materia de la reforma de la ley bajo estudio, la 
apelación expansiva al precautorio corre el riesgo 
de operar como atajo argumental. Se invoca la in-
certidumbre científica para justificar un cierre total 
del campo decisorio, aun allí donde la propia ciencia 
puede ofrecer herramientas de diferenciación fun-
cional y de análisis de relevancia. Sin embargo, la 
incertidumbre no impide discriminar; solo impide 
exigir certeza absoluta antes de actuar. La reforma, 
al apoyarse en inventario, evaluación, participación 
y motivación, no desatiende la incertidumbre, sino 
que la administra institucionalmente (99).


(95) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. VALLS - VALLS, “Presupuestos Mínimos 


Ambientales”, ob. cit.


(96) COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra fal-


sa dicotomía”, ob. cit. LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección ambien-


tal más allá de los presupuestos mínimos”, ob. cit.


(97) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit. Cód. Civ. y Com., 


arts. 235 y 240. Ley 25.675, arts. 4º, 8º, 11, 12, 13, 19, 20 y 21.


(98) Ley 25.675, art. 4º; CAFFERATTA, “Ley 25.675 General del 


Ambiente...”, ob. cit.


(99) IZA - ROVERE, “Aspectos jurídicos de la conservación de 


La dimensión intergeneracional, por su parte, 
refuerza la importancia del agua estratégica, pero 
no dicta por sí sola una única técnica legislativa 
posible. Proteger a las generaciones futuras exige 
resguardar aquellas reservas cuya pérdida compro-
metería la continuidad ecológica, social y económi-
ca del sistema. Si la ley especial focaliza con mayor 
precisión esas reservas y concentra allí la máxima 
intensidad protectoria, la justicia intergeneracional 
no se ve debilitada; puede incluso verse fortalecida, 
al evitar que la dispersión conceptual del régimen 
diluya el esfuerzo público sobre aquello que reviste 
verdadera centralidad estratégica (100).


Conviene recordar, además, que la intergene-
racionalidad no forma parte únicamente del 
discurso conservacionista. También interpela al 
Estado en relación con el desarrollo razonable de 
regiones enteras, con la sustentabilidad de econo-
mías provinciales y con la capacidad de construir 
reglas claras que eviten conflictos interminables, 
parálisis administrativas y asignaciones inefi-
cientes del esfuerzo de control. Las generaciones 
futuras no heredarán solo glaciares; heredarán 
también instituciones, conflictos, estructuras 
productivas, capacidades estatales y daños deri-
vados de la mala calidad regulatoria. La pruden-
cia intergeneracional es, por ello, más compleja 
que la simple inmovilización (101).


Los trabajos críticos más recientes, como el de 
Belladonna y Bernardis o el de Valls y Valls, han 
insistido en que la reducción de definiciones y el 
reforzamiento del papel provincial suponen por sí 
mismos una rebaja del estándar. La preocupación es 
respetable y debe ser tenida presente. Sin embargo, 
la conclusión no es necesaria. Delimitar mejor el ob-
jeto de la ley especial no equivale automáticamente 
a reducir la protección del agua como interés públi-
co superior, sobre todo cuando el resto del sistema 
ambiental permanece en pie y cuando la regla ini-
cial sigue siendo la inclusión protectoria hasta veri-
ficación fundada en contrario (102).


Hay aquí una cuestión de teoría constitucional 
que suele pasarse por alto. Los derechos y principios 
ambientales no están protegidos solo por la prohibi-
ción de disminuir texto legal; también lo están por 
la exigencia de racionalidad, congruencia y eficacia. 
Una ley técnicamente confusa, competencialmente 
desequilibrada o procedimentalmente opaca puede 
ostentar mayor dureza simbólica y, sin embargo, 
proteger peor en la práctica. La reforma corrigió 
parte de esas deficiencias sin tocar el núcleo de tu-
tela del agua estratégica. Ello así, la acusación de re-
gresividad pierde contundencia (103).


Lo decisivo, en suma, es no trivializar ni abso-
lutizar los principios. Ni el precautorio ni la no re-


los glaciares”, ob. cit. CANZIANI - NOSEDA, “Los glaciares en Ar-


gentina...”, cit. Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit.


(100) CN, art. 41; CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, cit.


(101) Sobre la dimensión institucional de la responsabilidad 


intergeneracional, confr. WALTER, Guillermo N., “Sobre el dere-


cho al ambiente de las generaciones futuras y sus alcances”, 


EDA, 2016-410.


(102) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. VALLS - VALLS, “Presupuestos Mínimos 


Ambientales”, ob. cit. Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit.


(103) FALBO, “El orden público ambiental...”, ob. cit. DI PAOLA 


- ASIAIN, “Ley General del Ambiente y leyes sectoriales de pre-


supuestos mínimos”, ob. cit.


gresión son fórmulas mágicas que resuelvan por sí 
mismas la constitucionalidad de cualquier reforma. 
Son criterios de interpretación exigentes, que obli-
gan a examinar el verdadero alcance de la modifi-
cación y sus efectos sobre la protección efectiva del 
bien comprometido. Aplicados con ese rigor, no im-
piden, antes bien, permiten defender que la refor-
ma de la ley 26.639 constituye una reorganización 
constitucionalmente admisible de la tutela especial 
y no una renuncia al deber estatal de proteger el 
agua de montaña (104).


XII. Seguridad jurídica, inversión y eficacia pro-
tectoria


El derecho ambiental argentino ha tardado en 
aceptar que la seguridad jurídica no es un valor 
extraño a su racionalidad, sino una condición de 
su eficacia. Durante demasiado tiempo se instaló la 
sospecha de que hablar de previsibilidad equivalía 
a ceder ante intereses económicos y a desplazar la 
centralidad del bien colectivo. La sospecha es com-
prensible en un país con larga historia de abusos, 
pero no por ello deja de ser conceptualmente equi-
vocada. Un régimen imprevisible protege mal, in-
cluso cuando se presenta como severo (105).


La razón es sencilla. Allí donde no se sabe con 
suficiente claridad qué se protege especialmente, 
mediante qué criterios, bajo qué procedimiento y 
con qué autoridad competente, el sistema se vuelve 
opaco para el administrado, para la administración 
y para los tribunales. Esa oscuridad fomenta estra-
tegias evasivas, alienta decisiones incoherentes, 
multiplica la litigiosidad y disipa recursos institucio-
nales en conflictos sobre el perímetro de la norma, 
en vez de concentrarlos en la evitación del daño. La 
indeterminación puede ser políticamente rentable 
como consigna; rara vez lo es como técnica de go-
bierno (106).


La reforma sancionada intenta reemplazar la ló-
gica de la incertidumbre por la de la evaluación. 
En lugar de hacer descansar todo el régimen en 
una combinación de categorías extensibles y 
prohibiciones totales, construye un itinerario de-
cisorio más articulado: inventario, verificación 
funcional, evaluación de impacto, participación, 
motivación administrativa y control judicial. No 
elimina el conflicto; ningún régimen ambiental 
puede hacerlo. Pero cambia su emplazamiento, 
dejando de concentrarse exclusivamente en la 
definición abstracta de lo prohibido y desplazán-
dose hacia procedimientos capaces de producir 
razones y evidencia (107).


Este cambio beneficia, por supuesto, a quienes 
necesitan reglas para invertir. Sería hipócrita negar-


(104) COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra 


falsa dicotomía”, ob. cit. LÓPEZ ALFONSÍN, “La protección am-


biental más allá de los presupuestos mínimos”, ob. cit. LILLJE-


DAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la reconstrucción del 


federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(105) LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la re-


construcción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit. COS-


TA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra falsa dicoto-


mía”, ob. cit.


(106) FALBO, “El orden público ambiental...”, ob. cit. PIGRETTI, 


Eduardo A., “Derecho ambiental”, Ed. Depalma, Buenos Aires, 


2000, ps. 31-35.


(107) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit.  Ley  25.675, 


arts. 4º, 8º, 11, 12, 13, 19, 20 y 21.
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lo, sobre todo en provincias cordilleranas donde la 
minería, la energía o la infraestructura tienen peso 
estructural; pero el punto no se agota allí. También 
beneficia al propio ambiente, porque la previsibili-
dad bien entendida permite identificar ex ante qué 
información debe producirse, qué controles deben 
activarse y qué autoridad será responsable de deci-
dir. Un sistema incierto puede desalentar inversiones; 
también puede desordenar la fiscalización y generar 
un falso incentivo a litigar antes que a evaluar (108).


Conviene insistir en que seguridad jurídica no 
significa indulgencia regulatoria, sino publicidad de 
criterios, estabilidad razonable de las reglas, inteli-
gibilidad del objeto protegido y previsibilidad proce-
dimental. Todos estos componentes son plenamente 
compatibles con el art. 41 de la CN y con la idea de 
utilización racional de los recursos. La racionalidad 
exige precisamente eso: saber cuáles son los límites, 
cómo se verifican y quién responde por su aplica-
ción. Una protección eficaz no se fortalece cuando la 
decisión pública se vuelve inescrutable, sino cuando 
su estructura es conocida, exigible y revisable (109).


En este punto la reforma ofrece también una ven-
taja institucional menos advertida. Al delimitar con 
mayor precisión la tutela especial y al insertar las 
decisiones en procedimientos ambientales previos, 
mejora la calidad del control judicial posterior. Los 
jueces ya no se enfrentan exclusivamente a una 
disputa abstracta sobre la extensión de categorías 
normativas muy abiertas; disponen de expedientes, 
pericias, motivaciones y registros de participación 
que permiten un examen más concreto de legali-
dad y razonabilidad. Ello no reduce el protagonismo 
del Poder Judicial; lo reubica donde debe estar, esto 
es controlando decisiones ya estructuradas por un 
procedimiento y no remplazando con intuiciones 
generales la ausencia de decisión administrativa su-
ficiente (110).


Además, la seguridad jurídica tiene una dimen-
sión federal. Las provincias necesitan saber cuál 
es el espacio real de su actuación para no quedar 
sometidas a una oscilación permanente entre el re-
proche de insuficiencia ambiental y la acusación de 
extralimitación competencial. Un presupuesto mí-
nimo opaco no solo genera incertidumbre para el 
sector privado; también la genera para el funciona-
rio provincial y para el regulador local, que no sabe 
con certeza cuándo complementa, cuándo ejecuta y 
cuándo supuestamente invade un terreno que el le-
gislador nacional habría ocupado por completo. La 
reforma reduce esa niebla competencial al recordar 
que la Nación fija el estándar y la provincia adminis-
tra los casos concretos dentro de él (111).


(108) HCDN, “La Cámara de Diputados convirtió en ley la mo-


dificación de la Ley de Glaciares”, cit. Sobre el impacto regional 


de las actividades cordilleranas y la necesidad de reglas previ-


sibles, confr. YERI, “El federalismo ambiental argentino...”, ob. cit.


(109) CN, art. 41; SABSAY, “El nuevo art. 41...”, ob. cit.


(110) Sobre la relación entre motivación administrativa y con-


trol judicial en materia ambiental, confr. COMADIRA, Julio Pablo, 


“Estudios de Derecho Administrativo: Derecho administrativo y 


principio de juridicidad. Acto administrativo. Contrato adminis-


trativo. Organización administrativa. Responsabilidad del Esta-


do”, Ed. Cathedra Jurídica, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 


2019, 1ª ed., ps. 205 y ss.; CANOSA, Armando N., “Procedimiento 


administrativo: recursos y reclamos”, Ed. Astrea, Ciudad Autóno-


ma de Buenos Aires, 2017, T. I, ps. 86-106.


(111) ÁBALOS, María Gabriela, “Desafíos del federalismo ar-


gentino. Provincias y municipios. Competencias concurrentes. 


No se trata, tampoco, de idealizar la capacidad ad-
ministrativa local. Las provincias pueden fallar, y a 
veces los hacen. Pero la solución a esa posibilidad 
no es negarles el papel que la Constitución les asig-
na, sino rodear su actuación de mejores estándares, 
controles y transparencia. Un sistema maduro no 
reemplaza automáticamente al nivel subnacional 
por desconfianza; lo responsabiliza dentro de un 
marco nacional claro. La reforma, en ese sentido, 
opera como una redistribución de responsabilidad 
más que como una concesión de impunidad (112).


A nivel económico, la mayor previsibilidad pue-
de favorecer inversiones, empleo e infraestructura. 
Pero reducir la defensa de la reforma a ese argu-
mento sería empobrecerla. El verdadero punto es 
otro: un orden público ambiental no puede confor-
marse con la hostilidad retórica hacia toda actividad 
productiva. Debe gobernarla. Y gobernarla implica 
fijar límites, distinguir riesgos, exigir información, 
prohibir cuando corresponde y permitir cuando el 
procedimiento demuestre que la afectación rele-
vante no existe o puede ser adecuadamente evitada. 
La seguridad jurídica, así entendida, no es enemiga 
del ambiente; es uno de los nombres de su institu-
cionalización responsable (113).


En definitiva, la reforma no persigue una desregula-
ción, sino una regulación mejor calibrada. Si logra ese 
objetivo dependerá, en gran medida, de su implemen-
tación. Pero desde la teoría constitucional y adminis-
trativa, el esfuerzo por hacer inteligible, procedimental 
y controlable la decisión ambiental merece ser valo-
rado positivamente. Las leyes muy severas, pero poco 
operativas, pueden tranquilizar conciencias; las leyes 
más precisas y gobernables suelen proteger mejor (114).


XIII. Conclusión


La reforma sancionada de la ley  26.639 por la 
ley 27.804 obliga a abandonar la comodidad de las 
consignas. Ya no alcanza con repetir que los gla-
ciares son estratégicos, que el agua merece tutela 
reforzada o que el principio precautorio reclama 
prudencia. Todo eso es cierto, pero insuficiente. 
La cuestión decisiva es de qué modo un Estado 
federal debe organizar jurídicamente esa protec-
ción para que ella sea, al mismo tiempo, intensa, 
constitucionalmente armónica y efectivamente 
administrable (115).


La respuesta que he procurado desarrollar a lo 
largo de estas páginas puede sintetizarse en una 
proposición: el federalismo ambiental argentino no 
se robustece cuando la Nación absorbe la totalidad 
de la regulación sobre recursos territorialmente em-


Interpretación jurisprudencial”, LA LEY, 2021-F, TR LALEY AR/


DOC/2755/2021. HERNÁNDEZ, Antonio M., “Federalismo y Cons-


titucionalismo Provincial”, Ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 


2009.


(112) HERNÁNDEZ, “A 30 años de la Reforma Constitucional de 


1994”, ob. cit.; ÁBALOS, “El federalismo argentino y la consolida-


ción del margen de apreciación local”, ob. cit.


(113) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. 


COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Federalismo: otra falsa di-


cotomía”, ob. cit.


(114) LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y la 


reconstrucción del federalismo ambiental argentino”, ob. 


cit. HCDN, “La Cámara de Diputados convirtió en ley la modifi-


cación de la Ley de Glaciares”, cit.


(115) CN, arts. 41, 121 y 124. CS, “Barrick Exploraciones Argenti-


nas SA”, Fallos: 342:917.


plazados ni cuando las provincias se recluyen en un 
autonomismo defensivo, sino cuando el presupues-
to mínimo nacional preserva con nitidez el núcleo 
estratégico del bien jurídico y, a la vez, deja a las ju-
risdicciones locales el espacio constitucionalmente 
debido para identificar, evaluar, administrar y con-
trolar los casos concretos. Ese equilibrio, aunque 
frágil, es el que la reforma intenta reconstruir (116).


Leída desde esa clave, la nueva arquitectura legal 
exhibe varias virtudes. Delimita el objeto de la tutela 
especial conforme a la función hídrica que justifica 
la intensidad reforzada; evita que el inventario se 
convierta en un dispositivo de bloqueo total de la 
competencia local sin por ello degradar al IANIGLA; 
sustituye prohibiciones ciegas por decisiones asen-
tadas en la relevancia de la afectación; preserva la 
evaluación de impacto ambiental y la participación 
pública; y mantiene incólume el orden público am-
biental general. Ninguno de estos movimientos im-
plica, por sí mismo, una defección frente al mandato 
del art. 41. Más bien sugieren un esfuerzo por devol-
ver a la ley especial una forma más congruente con 
el sistema constitucional del que forma parte (117).


La objeción de regresividad no logra desbaratar esa 
conclusión cuando se la examina con criterios menos 
nominalistas. No hay regresión simplemente porque 
el objeto de una ley especial se vuelva más preciso o 
porque se reemplacen prohibiciones categóricas por 
estándares de relevancia gobernados por procedi-
mientos preventivos. Habrá regresión si se vacía el 
núcleo de protección del bien estratégico, si se supri-
men controles o si se torna ilusoria la prevención. No 
es eso lo que revela el texto sancionado, al menos en 
su diseño normativo. Otra cosa será la calidad de su 
aplicación futura, que dependerá del celo de las auto-
ridades y del control social y judicial (118).


También el precedente “Barrick” adquiere, bajo 
esta luz, una densidad distinta. Lejos de clausurar 
toda posibilidad de reforma, el fallo recordó simul-
táneamente la fuerza del piso federal y la impropie-
dad de oponer mecánicamente el art. 41 al art. 124. 
La legislación posterior no debía, pues, comportarse 
como si una de esas cláusulas hubiese triunfado de-
finitivamente sobre la otra, sino intentar una sínte-
sis más refinada. Puede discutirse si el Congreso la 
alcanzó en todos sus extremos, pero no que estaba 
constitucionalmente habilitado para intentarla (119).


El derecho ambiental argentino atraviesa hoy una 
etapa que exige menos retórica y más precisión ins-
titucional. La expansión de conflictos sobre agua, 
energía, minería, transición ecológica y cambio cli-
mático volverá cada vez más frecuente la necesidad 


(116) BIDART CAMPOS, Germán J., “Tratado elemental de De-


recho Constitucional Argentino”, Ediar, Buenos Aires, 1995, T. VI, 


ps.  302-303. HERNÁNDEZ, “Federalismo y Constitucionalismo 


Provincial”, ob. cit. ÁBALOS, “El federalismo argentino y la conso-


lidación del margen de apreciación local”, ob. cit.


(117) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit. HCDN, “La Cá-


mara de Diputados convirtió en ley la modificación de la Ley de 


Glaciares”, cit. LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y 


la reconstrucción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


(118) BELLADONNA - BERNARDIS, “El agua como interés pú-


blico superior...”, ob. cit. VALLS - VALLS, “Presupuestos Mínimos 


Ambientales”, ob. cit. COSTA, “Presupuestos mínimos vs. Fede-


ralismo: otra falsa dicotomía”, ob. cit.


(119) CS, “Barrick Exploraciones Argentinas SA”, Fallos: 342:917. 


MORELLI, “Reflexiones sobre las sentencias dictadas...”, ob. 


cit. GARCÍA DÍAZ, “La Corte y los glaciares”, ob. cit.
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de articular tutela ambiental, desarrollo razonable 
y diversidad territorial. En ese contexto las leyes 
simbólicas o competencialmente desbalanceadas 
corren el riesgo de producir un doble fracaso: debi-
litar la protección efectiva y erosionar la legitimidad 
del propio federalismo. La reforma recientemente 
sancionada de la Ley de Glaciares puede ser leída, 
precisamente, como un ensayo de corrección frente 
a ese peligro (120).


No sostengo, por supuesto, que el nuevo régimen 
quede exento de dificultades. Toda arquitectura 
normativa compleja dependerá de reglamentacio-
nes, capacidades estatales, pericias técnicas, ciu-
dadanía activa y jueces dispuestos a controlar sin 
dogmatismos. Pero una ley debe juzgarse, ante todo, 
por la inteligencia constitucional que exhibe en su 
diseño. Y desde ese punto de vista la reforma per-


(120) MADIEDO, Mariano, “Cincuenta años de la Conferencia de 


Estocolmo. Éxitos y pendientes del Derecho Ambiental”, LA LEY, 


2022-D, 43; TR LALEY AR/DOC/1928/2022. BRUSCO, Andrea, “50 


años de Derecho Ambiental Internacional. Los legados de Estocol-


mo frente a los desafíos actuales”, TR LALEY AR/DOC/1936/2022. 


ESAIN, José A., “La regulación ambiental en materia de hidrocarbu-


ros”, LA LEY, 2025-B, 723; TR LALEY AR/DOC/1085/2025.


mite afirmar, con fundamento, que la Argentina ha 
ensayado una forma más madura de compatibilizar 
la tutela de sus reservas hídricas estratégicas con la 
estructura federal de su Estado (121).


La mejor defensa de la cordillera no pasa por con-
vertir la legislación ambiental en una religión de lo 
inmóvil, sino por hacer de ella un instrumento fino 
de gobierno constitucional: claro, allí donde debe 
ser claro; severo, allí donde debe ser severo; abierto 
a la ciencia; atento a la participación y respetuoso 
de la distribución de competencias que organiza 
nuestra convivencia política. Si esa es la vara, la re-
forma de la Ley de Glaciares no aparece como una 
claudicación, sino, más bien, como una tentativa de 
llevar el federalismo ambiental argentino a su ver-
dadera altura constitucional (122).


(121) Mensaje 36/2025 y Expte. 161/2025, cit. Sobre el peso de 


la implementación y del control jurisdiccional en la eficacia de 


las leyes ambientales, véase también FALBO, “El orden público 


ambiental...”, ob. cit.


(122) ROSATTI, “Preservación del medio ambiente”, ob. 


cit. HERNÁNDEZ, “A 30 años de la Reforma Constitucional de 


1994”, ob. cit.; LILLJEDAHL, “La reforma de la Ley de Glaciares y 


la reconstrucción del federalismo ambiental argentino”, ob. cit.


Cita on line: TR LA LEY AR/DOC/1000/2026
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Reglas Papa Francisco


Reglas “Papa Francisco”
Para el trato humano  
de personas excluidas


Sumario: I. Cuidado de la vida. — II. Identidad. 
— III. Prejuicio y no discriminación. — IV. Empatía. 
— V. Escucha. — VI. Prontitud. — VII. Integralidad. 
— VIII. Vulnerabilidad psicosocial. — IX. Pro-
tección urgente. — X. Restitución. — XI. Cobijo. 
— XII. Acompañamiento. — XIII. Enfoque alter-
nativo. — XIV. Inexigibilidad. — XV. Adecuación. 
— XVI. Participación comunitaria. — XVII. Consu-
mos problemáticos. — XVIII. Trabajo informal. — 
XIX. Consideraciones finales.


Contra la cultura del descarte


En el marco de los encuentros denominados “Diá-
logos por una justicia más humana” se han reunido 
en parroquias de barrios populares funcionarias y 
funcionarios judiciales junto con diversos actores 
de la sociedad civil. En dichas reuniones partici-
paron referentes barriales, sociales y eclesiásticos, 
quienes aportaron su conocimiento desde la reali-
dad del territorio.


Con la certeza de que escuchar a quienes compa-
recen ante el sistema judicial desde los márgenes 
más extremos de la exclusión es un requisito ne-
cesario, pero no suficiente, resulta un imperativo 
la elaboración de un conjunto de Reglas Prácticas 
que garanticen el mandato de humanizar la justi-
cia para brindar un trato humano a las personas 
cuyos derechos han sido menoscabados y que lle-


gan al sistema judicial viviendo en la más extrema 
exclusión.


De este modo se recopilaron las diversas nece-
sidades, recomendaciones y sugerencias fruto de 
la deliberación en los encuentros celebrados en 
2024 y 2025 en distintos lugares: la Parroquia San-
ta María Madre del Pueblo (Barrio Padre Rodolfo 
Ricciardelli —ex-Villa 1-11-14— CABA, 18/05/2024), 
el Hogar del Padre Cajade (Arana, La Plata, 
29/06/2024), la Parroquia San José de la Diócesis 
de San Justo (Barrio Puerta de Hierro, La Matanza, 
24/08/2024 y 2/10/2025), la Capilla María Auxilia-
dora (Moreno, 23/11/2024), Parador “La mano de 
Dios” (Once, CABA, 25/06/2025), Iglesia del Buen 
Pastor (Rosario, Santa Fe, 8/11/2025) y en el Ho-
gar de Mujeres “Madre de Lourdes” (Villa Soldati, 
CABA, 19/12/2025).


La experiencia de estos encuentros dejó en claro 
que no toda desigualdad es traducible en un expe-
diente y que no toda persona es escuchada en la 
medida que su situación específica requiere. Exis-
ten justiciables —es decir, personas que acuden 
a la justicia— cuya realidad excede los esquemas 
formales del Derecho, porque viven en territorios 
prácticamente sin derechos, en condiciones de gran 
precariedad, olvido y abandono. Son los “otros” en 
un sentido profundo: no simplemente otra persona, 
sino un otro inequívocamente distinto en sus nece-
sidades y carencias reales. Son personas a las que 
el Estado suele ver tarde y mal, o directamente no 
ve. Son aquellos que llevan a plantearnos, tal como 


lo hizo siempre el Papa Francisco: “¿Por qué ellos y 
no yo?”.


Inspiradas en la labor y el pensamiento del Papa 
Francisco, estas Reglas surgen de la necesidad de 
elaborar un nuevo paradigma de justicia más hu-
mana. Un paradigma que no se reduzca a códigos 
o sentencias ni a una idea de igualdad meramente 
formal, sino que se construya priorizando la digni-
dad de cada persona. Pues, como expresa el Papa 
Francisco en Fratelli Tutti (n. 22): “Muchas veces se 
percibe que, de hecho, los derechos humanos no son 
iguales para todos. El respeto de estos derechos ‘es 
condición previa para el mismo desarrollo social y 
económico de un país. Cuando se respeta la dignidad 
del hombre, y sus derechos son reconocidos y tutela-
dos, florece también la creatividad y el ingenio, y la 
personalidad humana puede desplegar sus múltiples 
iniciativas en favor del bien común’”.Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723).



https://www.laleynext.com.ar/document/doctrina/i4B65A2C26C808E5F7C1D30D4D3EAEC8D

https://www.laleynext.com.ar/document/doctrina/i6181F52D2017341C595060CB6AADADD5

https://tienda.thomsonreuters.com.ar/derecho-constitucional-ambiental-papel-2026/p
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La formulación de estas Reglas no es una mera 
concesión, sino que representa un principio básico 
de mínima equidad frente a desigualdades eviden-
tes que cada vez son más profundas. Parte del reco-
nocimiento de la inhumanidad de las situaciones en 
que se encuentran ciertas personas en las barriadas 
y propone criterios para que el sistema judicial no 
reproduzca la exclusión bajo formas legales. Asimis-
mo busca evitar que el trato que ofrece el Derecho 
se convierta en una fuente adicional de sufrimien-
to para quienes ya han sido dañados por múltiples 
abandonos.


Directrices


Las presentes Reglas tienen por objeto cuidar la 
vida y la dignidad de cada persona excluida, atendien-
do a su situación individual y concreta. Para lograrlo, 
se busca eliminar los condicionamientos interpreta-
tivos o prácticos que pudieran obstaculizar un trato 
digno y respetuoso, por parte de los agentes estatales 
en un proceso judicial, hacia todas aquellas personas 
que han quedado en los márgenes de la sociedad.


Se entiende por “persona excluida” a aquella a la 
que se niega su dignidad humana al quedar privada 
del acceso real a sus derechos económicos, sociales, 
culturales y políticos. Es una persona a la que se le 
exige, detiene, juzga y castiga, pero que permanece 
lejos de recibir protecciones, prestaciones o posibi-
lidades de participación efectiva que su humanidad 
demanda.


Las presentes Reglas están destinadas a quienes 
intervengan de cualquier modo y en toda circuns-
tancia en el marco de un proceso judicial. 


I. Cuidado de la vida


Brindar siempre un trato judicial basado en el cui-
dado de la vida y la integridad física. En cualquier 
contacto que una persona excluida tenga con el sis-
tema judicial, es fundamental ofrecerle condiciones 
mínimas de contención humana y material. Esto 
significa asegurar que sus necesidades básicas —ali-
mento, abrigo y techo— estén atendidas.


II. Identidad


Evitar frustrar el acceso a derechos por la falta de 
documentación personal. El hecho de que una per-
sona carezca de DNI u otros papeles no la priva de 
su identidad, de sus derechos ni de su humanidad. 
En lo posible, se debe permitir el uso de certifica-
dos provisorios u otras constancias de identidad, y 
al mismo tiempo impulsar las gestiones interinsti-
tucionales necesarias para que la persona obtenga 
su documentación. No tener documentos es una cir-
cunstancia a remediar, no un motivo para negarle 
derechos.


III. Prejuicio y no discriminación


Suprimir cualquier criterio o prejuicio que lleve 
a presumir peligrosidad basándose en la pobreza, 
la nacionalidad, la situación de calle, género, iden-
tidad sexual, el consumo de sustancias o cualquier 
otro motivo discriminatorio.


IV. Empatía


Informar con claridad y humanizar cada interac-
ción judicial desde el primer contacto. La operadora 
o el operador judicial debe presentarse indicando su 


nombre y función, para así generar un ambiente de 
tranquilidad y confianza desde el primer momento.


Describir brevemente el entorno físico y expli-
car qué procedimiento se va a realizar; mencionar 
quiénes participarán (las partes, testigos, profesio-
nales intervinientes); y detallar en lenguaje claro y 
accesible de qué se trata el acto, con qué finalidad 
se realiza y cómo se desarrollará. Estas acciones fa-
cilitan la comprensión y la participación efectiva de 
la persona, además de reducir las tensiones. Deben 
aplicarse siempre, sin excepción, en el marco del de-
bido proceso.


V. Escucha


Oír a la persona excluida en cualquier etapa del 
proceso. Hay que generar en todo momento la opor-
tunidad de que la persona excluida sea escuchada 
y pueda explicar su situación con sus propias pala-
bras. No se debe exigir que se ajuste a un lenguaje 
técnico ni a formalidades que desconozcan su expe-
riencia de vida. Al oírla, se procurará minimizar las 
interrupciones y evitar gestos o actitudes innecesa-
rias que puedan intimidarla o confundirla.


VI. Prontitud


Apresurar y priorizar la tramitación, con la mayor 
celeridad posible de los procesos judiciales que in-
volucren a personas excluidas, desde el inicio hasta 
la ejecución de la resolución final. Se deben adoptar 
medidas concretas para evitar demoras injustifica-
das, dilaciones innecesarias o exigencias procesales 
desproporcionadas que puedan agravar la situación 
de exclusión de la persona.


Ello supone la atención rápida y prioritaria de las 
personas excluidas en todas las instancias evitando 
someterlas a esperas prolongadas, traslados innece-
sarios o trámites burocráticos dilatorios.


VII. Integralidad


Diagnosticar de manera integral contemplando 
las circunstancias particulares de las personas —in-
dividuales, económicas, sociales— resulta impres-
cindible para el correcto abordaje del supuesto en 
estudio.


VIII. Vulnerabilidad psicosocial


Promover la detección temprana de posibles 
dificultades intelectuales psicosociales en todas 
las personas que interactúan con el sistema judi-
cial (ya sea como imputadas, víctimas o testigos). 
Debe impulsarse desde las primeras intervencio-
nes institucionales (por ejemplo, en la comisaría, 
en servicios de salud, en defensorías o a través de 
trabajadores/as sociales), de modo de advertir con 
la mayor celeridad posible si la persona necesita 
apoyos específicos.


IX. Protección urgente


Adoptar medidas urgentes de protección ante 
cualquier vulneración. Si una persona en situación 
de exclusión pudiera estar siendo víctima de delitos, 
maltrato, abusos (físicos, simbólicos o patrimonia-
les) o cualquier otra forma de vulneración de sus 
derechos fundamentales, la operadora o el opera-
dor judicial debe tomar inmediatamente todas las 
medidas de resguardo, protección y salvaguarda ne-
cesarias, aun por iniciativa propia (de oficio). Estas 


acciones deben adoptarse sin demora independien-
temente de la jurisdicción competente. Lo urgente 
es resguardar a la persona cuanto antes.


X. Restitución


Devolver los objetos personales incautados o 
secuestrados que sean esenciales para la vida dia-
ria —que permitan identificarse, comer, trabajar, 
etc. — de una persona, especialmente aquellas en 
situación de calle o en riesgo de estar- lo. Si tales ob-
jetos no son imprescindibles para la investigación 
judicial, su devolución debe gestionarse de manera 
urgente y prioritaria.


Gestionar que los elementos que inevitablemente 
deban serle retenidos reciban un destino comunita-
rio.


XI. Cobijo


Incluir en la evaluación judicial la situación habi-
tacional de la persona e identificar si existe riesgo 
de que quede en situación de calle. Si se detecta ese 
riesgo —por ejemplo, porque la persona está por 
egresar de un hospital, de un hogar asistencial o de 
una cárcel sin un lugar a donde ir; porque enfrenta 
un desalojo inminente; o porque vive en un asenta-
miento precario sin acceso a servicios básicos—, se 
deben tomar medidas concretas para prevenir que 
efectivamente quede en la calle.


XII. Acompañamiento


Permitir que la persona excluida participe en las 
instancias judiciales acompañada por alguien de su 
confianza. Puede ser un familiar, un referente afec-
tivo, un orientador, un facilitador, un allegado u otro 
miembro de su red de apoyo que ella misma elija. 
Esta persona de apoyo podrá situarse a su lado y 
colaborar en lo necesario para favorecer una comu-
nicación efectiva y brindar un entorno más seguro 
durante el acto judicial.


La operadora o el operador judicial deberá acla-
rar y reafirmar que la función de quien acompaña 
es solamente de apoyo. Debe procurar que esa asis-
tencia no interfiera más allá de lo necesario ni limite 
la autonomía de la persona excluida, y que tampoco 
altere el normal desarrollo del acto judicial.


XIII. Enfoque alternativo


Evitar la tramitación de conductas no lesivas o 
de escasa lesividad que son fruto de la necesidad. 
Minimizar la judicialización de causas penales 
por un hurto de comida o de productos básicos, 
por el aseo personal realizado en la vía pública, 
etc. Se debe intentar resolver el conflicto por vías 
alternativas, como la mediación previa, la conci-
liación, el arbitraje, o reconociendo los mecanis-
mos comunitarios de resolución de conflictos que 
pudieran existir.


XIV. Inexigibilidad


Analizar las conductas y los posibles incumpli-
mientos de la persona a la luz de las condiciones 
reales de vida. No se debe decidir en contra de los 
intereses de la persona excluida ni castigarla con 
prisión por situaciones que son consecuencia di-
recta de su exclusión, de violencias estructurales o 
de impedimentos materiales. No se debe etiquetar 
como “peligrosos” elementos que una persona ex-
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cluida lleva consigo producto de su vida en la calle. 
Algo que para quienes viven integrados puede re-
sultar inusual —como llevar cubiertos, botellas, he-
rramientas o varias prendas encima—, para alguien 
en situación de calle es simplemente lo necesario 
para poder comer con dignidad y sobrevivir.


XV. Adecuación


Garantizar la plena participación de las personas 
excluidas mediante la adecuación de las exigen-
cias procesales. Para el ejercicio de sus derechos, 
debe aceptarse como domicilio válido un hogar 
de acogida, un parador, o la sede de una institu-
ción o referente cuando no cuenten con domicilio 
formal. Del mismo modo, si interviene como tes-
tigo, la parte que la proponga deberá informar su 
vulnerabilidad desde el inicio del proceso, a fin de 
que el tribunal adopte medidas de apoyo —como 
la adaptación de la sala, el uso de lenguaje claro o 
la asistencia especializada— que aseguren su par-
ticipación efectiva.


XVI. Participación comunitaria


Facilitar que referentes comunitarios de con-
fianza de la persona excluida actúen como ga-
rantes o acompañantes en los procedimientos 
judiciales y en las medidas de aseguramiento que 
se adopten. Esto incluye a aquellas personas que 
realizan trabajo de base en la comunidad y cum-
plen funciones educativas, de trabajo social, o que 
son referentes territoriales, barriales o religiosos 
en el entorno de la persona. Su participación debe 
ser considerada válida y valiosa para apoyar el 
proceso judicial. Ello deberá extenderse para el 
cumplimiento y seguimiento de medidas alterna-
tivas a la detención.


En la práctica, esto significa reconocer a la comu-
nidad como un espacio de contención y garantía: las 
redes de ayuda mutua del barrio, las organizaciones 
sociales o la parroquia local pueden colaborar para 
que la persona cumpla con las medidas impuestas, 
brindándole respaldo y monitoreo cercano.


XVII. Consumos problemáticos


Reconocer que el consumo de sustancias (lícitas o 
ilícitas) no afecta de igual modo a todas las personas 
ni a la comunidad. Es por ello que se debe identificar 
el “consumo problemático” para poder determinar 
de qué sustancia se trata, de qué manera y en qué 
contexto se consume, y cuál es su impacto específico 
en la vida de la persona. Si se menciona el consumo 
de alguna sustancia como un elemento a considerar 
judicialmente, ello debe ir acompañado de propues-
tas o alternativas para promover el acceso a la salud 
de quien la padece. El mandato debe ser acompañar, 
no castigar.


XVIII. Trabajo informal


Valorar el trabajo en todas sus formas. El em-
pleo formal registrado ya no es la única ni la 
principal manera de integrarse al mundo laboral, 
especialmente en los sectores populares, donde 
predominan la informalidad, la precariedad y el 
autoempleo. La venta ambulante, el reciclado, las 
changas, el cuidado comunitario o los oficios inde-
pendientes deben considerarse expresiones genui-
nas de trabajo que sostienen economías y familias, 
aunque carezcan de recibo de sueldo o de protec-
ción jurídica.


XIX. Consideraciones finales


En la tarea de construir una justicia más huma-
na, el fundamento de estas Reglas reposa sobre la 
exigencia ética de priorizar, proteger y acompa-
ñar para mitigar la cultura del descarte y la indi-
ferencia.


Por ello, no deben entenderse como un catálogo 
cerrado ni acabado. Al contrario, constituyen un 
punto de partida abierto a nuevas formulaciones y 
prácticas que permitan evitar cualquier tipo de tra-
to cruel e inhumano.


De este modo, su aspiración última es servir de 
guía hacia un horizonte de mayor humanidad, en 
el que la práctica judicial se ponga al servicio de la 
vida, especialmente de aquellos que más sufren los 
efectos de la desigualdad y la exclusión.
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Introducción a las reglas “Papa Francisco”
Eduardo García
Obispo de San Justo. Asesor de la Pastoral Judicial.


Hay palabras que iluminan. Pero hay encuentros 
que sacuden, desinstalan y obligan a tomar posi-
ción. Estas Reglas nacen de ambos: de la fuerza del 
pensamiento del Papa Francisco y del clamor con-
creto de quienes, desde los márgenes, siguen espe-
rando una justicia que los mire, los escuche y los 
trate como personas.


Estas “Reglas para el trato humano de las perso-
nas excluidas” no nacen en escritorios ni en des-
pachos alejados de la vida. Nacen en la intemperie 
de la realidad. En parroquias de barrios populares 
donde la exclusión no es una categoría, sino una 
herida abierta. Allí, donde muchas veces la justicia 
llega tarde —o no llega—, empieza a abrirse un ca-
mino distinto.


En los diálogos por una justicia más humana se 
dio algo profundamente transformador: quienes 
ejercen la justicia se sentaron frente a quienes la pa-
decieron —y la siguen padeciendo—. Y en ese cruce 
ya no fue posible seguir mirando desde lejos. Por-


que cuando el rostro del otro irrumpe, ya no alcanza 
con aplicar normas: hace falta hacerse cargo.


El Papa Francisco lo dice con claridad y sin vuel-
tas: “la misericordia no es contraria a la justicia, sino 
su plenitud”. Y también advierte que una justicia sin 
misericordia corre el riesgo de volverse inhumana, 
incapaz de reconocer la dignidad herida de quienes 
quedan al borde del sistema. Por eso insiste: no hay 
verdadera justicia si no pone en el centro a los más 
frágiles.


Estas Reglas no son un complemento decorativo. 
Son una interpelación directa. Nos obligan a pre-
guntarnos qué tipo de justicia estamos construyen-
do: una que se protege a sí misma o una que se deja 
afectar; una que clasifica expedientes o una que 
reconoce historias; una que descarta o una que le-
vanta.


Aquí se propone un cambio real, concreto y 
exigente: pasar de una justicia distante a una 
justicia que se acerca; de la neutralidad que se 
desentiende a la responsabilidad que se compro-
mete; de la frialdad del procedimiento a la cali-


dez del encuentro. Porque —como nos recuerda 
Francisco— la realidad es superior a la idea y la 
dignidad de una persona no puede quedar atra-
pada en papeles.


Esta publicación no quiere tranquilizar concien-
cias. Quiere despertarlas. Quiere incomodar las 
lógicas instaladas, cuestionar las inercias y abrir 
caminos nuevos. Porque cada vez que una persona 
excluida entra al sistema judicial, no entra un caso: 
entra una vida. Y esa vida no puede salir más herida 
de lo que ya está.


Ojalá que estas Reglas nos ayuden a discernir, pero 
sobre todo a actuar. A no mirar para otro lado. A no 
refugiarnos en excusas. A asumir que humanizar la 
justicia no es una opción: es una deuda urgente.


Porque cuando la justicia se vuelve verdadera-
mente humana, deja de ser un mecanismo y se 
convierte en un acto de fraternidad. Y ahí —recién 
ahí— empieza a parecerse al proyecto de Dios.


Cita on line: TR LA LEY AR/DOC/977/2026


Acerca de las Reglas “Papa Francisco”
Julio Conte-Grand
Procurador General ante la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires.


A fin de reforzar el claro posicionamiento del 
Ministerio Público de la Provincia de Buenos Ai-
res (MPBA) con relación al modo en que el Estado 
debe construir respuestas de política pública en 
materia de atención y acompañamiento de las 
personas en situación de vulnerabilidad, se tomó 
la decisión estratégica de concretar la vincula-
ción institucional con la Red de Hogares de Cristo 
y Obispados en los que funcionan, suscribiendo 
convenios de colaboración que habilitaron la pre-
sencia de magistrados del Ministerio Público en 
los barrios asistidos por esta Red, en los corres-
pondientes Departamentos Judiciales. La tarea se 
lleva adelante actualmente con un gran compro-
miso de magistrados, funcionarios y empleados 
del MPBA.


En esa línea se dispuso a integrar al MPBA a las 
reuniones de la Comisión de Pastoral Judicial y 
suscribir el Acta de Adhesión a las Reglas “Papa 
Francisco” para el trato humano de personas ex-
cluidas.


La adhesión se produjo en el marco de un traba-
jo conjunto orientado a fortalecer una justicia más 


cercana, accesible y humana, especialmente hacia 
los sectores que atraviesan situaciones de extrema 
vulnerabilidad.


Las Reglas “Papa Francisco” son el resultado de 
los encuentros denominados “Diálogos por una jus-
ticia más humana”, desarrollados en parroquias de 
barrios populares, donde funcionarias y funciona-
rios judiciales dialogaron con referentes sociales, 
comunitarios y eclesiásticos, incorporando la mi-
rada territorial y la experiencia directa de quienes 
acompañan a personas en contextos de exclusión, 
con miras a garantizar un trato digno, respetuoso y 
empático hacia quienes acceden al sistema judicial 
en condiciones de especial fragilidad social, econó-
mica o personal.


Es así como, mediante la suscripción del Acta, el 
MPBA manifestó su adhesión a los principios y con-
tenidos de las Reglas “Papa Francisco”, en el marco 
y dentro de los límites de sus competencias consti-
tucionales y legales, reafirmando su compromiso 
institucional.


Esto constituye un paso de singular significado 
en el camino hacia la consolidación de una justicia 
centrada en la persona y atenta a quienes más nece-
sitan del acompañamiento institucional.


Se integra este accionar a la política institucional 
que viene implementando el MPBA.


En este sentido, el MPBA garantiza un abordaje 
especializado, integral, transversal e interinstitu-
cional en la atención de las personas y el cumpli-
miento de las exigencias plasmadas en los tratados 
internacionales de acceso a la justicia y tutela ju-
dicial efectiva.


Ello, mediante diversas acciones y herra-
mientas entre las cuales se cuenta la creación 
como herramienta central de consulta el Mapa 
Interactivo de Acompañamiento a las Víctimas 
(MIAV), que contiene información sobre la ubi-
cación de las distintas dependencias estatales 
que abordan la temática. Se trata de una plata-
forma mediante la cual se indican ubicaciones 
y referentes de los principales organismos com-
petentes en la materia: oficinas de género mu-
nicipales receptoras de derivaciones de la línea 
telefónica 144, comisarías de la mujer, servicios 
locales y zonales, Centros de Asistencia a las 
Víctimas (CAV) dependientes del MPBA, CAJUS, 
CAJ, entre otros.


Por otra parte, el desarrollo de un Proyecto 
denominado “Justicia Humanizada 360”, que se 
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Resulta evidente que estamos asistiendo, como 
pocas veces, a un cambio de época. En nuestro país 
y el mundo las certezas que ordenaron la pacífica 
coexistencia durante décadas se han vuelto frágiles. 
La sociedad carga con nuevas formas de opresión 
y desigualdad; y, en un contexto de marcado indi-
vidualismo, terminamos canibalizados. Existe allí 
el quiebre de lo social y la destrucción del vínculo 
comunitario.


Y es donde más que nunca la justicia merece in-
eludiblemente ser entendida como la ley del más 
débil y atender el grito de los excluidos. Y donde sus 
diarios agentes no pueden escamotear el imperativo 
cívico, antes ético, de sumar a su construcción. Ese, 
y no otro, fue el mandato que hace algunos años ins-
piró a un amplio y heterogéneo abanico de actores 
judiciales a atender la realidad que interpelaba des-
de las periferias. Alejarse de los escritorios y, antes 
de discursear, escuchar la demanda de quienes más 
sufren un presente devastador.


En el camino hacia una justicia más humana no 
se encontró más espacio para la naturalización del 
descarte: que haya barrios librados a las reglas del 
abandono y jóvenes desechados por el sistema. El 
judicial no puede seguir actuando desde el palacio 


que —desde arriba y desde lejos— otea el padeci-
miento de los más vulnerados. No hay lugar para 
dirigir la vista hacia otro lado cuando muchos jóve-
nes terminan presos o muertos por la ausencia del 
Estado o la falta de oportunidades. Llevamos mucho 
tiempo observando cómo tantos se pierden en la ca-
lle y caen en “consumos problemáticos” (el veneno 
de la droga) y el judicial llega tarde solo para expe-
dientarlos en un proceso y terminar encerrándolos, 
tantas veces en condiciones degradantes a su digni-
dad y a la de todos.


Todo ello se categoriza como ciudadanía negativa 
o, mejor, tramposa: las personas solo son visibles 
para el poder público cuando hay que castigarlas. 
De este modo queda clausurada la dimensión po-
sitiva de ciudadanía, esto es, el acceso a todos los 
derechos (civiles, económicos, sociales), mientras 
subsiste únicamente el costado punible: el indivi-
duo solo es sujeto pasible de ser detenido, juzgado 
y severamente sancionado, pero no sujeto de par-
ticipación, protección o prestaciones. En definitiva, 
se trata de una ciudadanía parcializada o perversa, 
que se activa solo para profundizar la exclusión me-
diante el castigo. Como la serpiente, la justicia solo 
muerde pies descalzos, denunciaba el mártir San 
Romero de América.


En una misiva que debe atesorarse como docu-
mento histórico, entonces S.S. Francisco Papa duran-


te el ejercicio de su magisterio enseñó: “Necesitamos 
personas nutridas en formación técnica, pero sobre 
todo apasionadas por la Justicia, conscientes del gran 
deber que cumplen”, para lo cual señalaba indispen-
sable “comprender el sufrimiento de las personas 
concretas involucradas y llegar a otras soluciones 
que no profundicen esos padecimientos” (1).


Frente a la brutalidad del tiempo, la auténtica re-
forma judicial sería aquella que comience mirando 
desde abajo, desde la persistente demanda de quie-
nes más necesitan. Que fraternalmente se ponga al 
servicio de la dignidad de aquellos que más padecen 
y no se traduzca en un obstáculo más para su vida. 
En definitiva, la construcción de estos puentes (pon-
tifex) es el mejor homenaje que al año de su partida 
podremos tributar al inolvidable Papa Francisco.


Cita on line: TR LA LEY AR/DOC/986/2026


(1) Carta del 9 de noviembre de 2022, dirigida a la Asociación 


Argentina de Profesores y Profesoras de Derecho Penal, donde 


específicamente además advirtió acerca “del uso arbitrario de la 


prisión preventiva, la prisión perpetua, el encarcelamiento masi-


vo, el hacinamiento y las torturas en las cárceles, como también 


la arbitrariedad y el abuso de las fuerzas de seguridad, la crimi-


nalización de la protesta social y el menoscabo a las garantías 


penales y procesales más elementales”.


Ante el Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal Nº  10, 
Secretaría Nº 20, sito en Libertad 731 9º Piso 
de esta ciudad, tramita el pedido de ciuda-


danía argentina de la Sra. IULIIA ZEMTSOVA 
de nacionalidad rusa con PAS 76 0300298 
según el expediente “ZEMTSOVA, IULIIA 
s/ SOLICITUD DE CARTA DE CIUDADANÍA” 


Exp. Nº1936/2025. Por ello cualquier persona 
que tuviere conocimiento de algún aconte-
cimiento que estimara podría obstar a dicha 
concesión, deberá hacerlo saber a este Juz-


gado. Publíquese por dos días
Buenos Aires, 17 de abril de 2026


Matías M. Abraham, sec.
LA LEY: I. 28/04/26 V. 29/04/26


Edictos


llevará a cabo transitando dos etapas. La prime-
ra está enfocada en sensibilizar a los usuarios 
del MPBA acerca de la importancia de adoptar 
una perspectiva empática y humana del servi-
cio de justicia basada en los pilares del Proyec-
to abarcando su integridad. En la segunda etapa 
se convocará a especialistas internacionales en 
atención a la víctima y se incluirá la participación 


de expertos en Innovación Pública, Diseño de 
Servicios, Comunicación Organizacional y Meto-
dologías Ágiles. Así como también a efectores del 
sistema de salud especializados en la atención de 
pacientes oncológicos y de otros padecimientos, 
dada la analogía que podría trazarse entre estos y 
las víctimas indirectas de homicidios dolosos con-
sumados (VIHDC).


Entre otros.


La adhesión a las Reglas “Papa Francisco” repre-
senta una decisión institucional consecuente con 
este diseño de política pública.


Cita on line: TR LA LEY AR/DOC/981/2026
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Los glaciares como nuevo ejemplo de 'flexibilización' en la tutela de
derechos fundamentales
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Encabezado:


El autor analiza los principales puntos de la ley que recientemente aprobó la Cámara de Diputados y que
modifica a la Ley 26639 relativa al régimen de presupuestos mínimos para la preservación de los glaciares y del
ambiente periglacial, advirtiendo que la misma, reduce los criterios de protección ambiental para favorecer la
explotación minera y el desarrollo económico provincial. En este sentido, afirma que los cambios otorgan
facultades excesivas a las provincias para excluir ecosistemas del inventario protegido, lo que genera un riesgo
de retroceso normativo, todo lo cual contradice principios fundamentales como la progresividad ambiental y la
preservación de recursos estratégicos para el futuro. 


Sumario:


1. El texto. 2. El contexto. 3. El paradigma. 4. Algunas reflexiones.


Los glaciares como nuevo ejemplo de 'flexibilización' en la tutela de derechos fundamentales


1. El texto


El 9 de abril de 2026 la Cámara de Diputados de la Nación convirtió en ley el proyecto de modificación a la Ley
26639 relativa al régimen de presupuestos mínimos para la preservación de los glaciares y del ambiente
periglacial.


Repasamos a continuación algunos de los puntos más debatidos y controvertidos de la reforma legislativa en
cuestión.


a) Inventario y condicionamientos para la protección: se modifica el art. 3 de la ley a los efectos de que el
inventario ya no deba individualizar a todos los glaciares y geoformas periglaciales sino solamente aquellos que
cumplan con las funciones de reserva estratégica de recursos hídricos y como proveedores de agua para la
recarga de cuencas hidrográficas. Se agrega un segundo párrafo al mismo artículo según el cual el inventario
será de ineludible consulta y consideración por parte de las provincias, sin que ello implique disminución de las
atribuciones establecidas por los artículos 6, 7 y 8 de la ley.


El debate que generó este punto radica -por un lado- en la reducción del universo de bienes colectivos a proteger
a raíz del condicionamiento agregado relativo a las funciones de reserva hídrica y provisión de agua para la
recarga de cuencas hidrográficas.


Por otro lado, se alertó acerca de que las provincias podrían apartarse de las definiciones técnico-científicas
brindadas por el IANIGLA en el marco del inventario para sustituirlas por sus propios criterios más vinculados a
conveniencias en función de su desarrollo económico.


b) Atribuciones de las provincias: al modificarse el art. 8 de la ley originaria, se dispone en su primer inciso que
las provincias identificarán cuáles glaciares y qué ambiente periglacial cumplen con alguna de las funciones
necesarias para que puedan ser protegidos.


Lo dicho se relaciona con la introducción del art. 3 bis según el cual todos los glaciares y geoformas periglaciales
que se encuentren incluidos en el inventario serán considerados protegidos por la ley hasta tanto las autoridades
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provinciales verifiquen la inexistencia de algunas de las funciones de reserva estratégica de recursos hídricos o
como proveedores de agua para la recarga de cuencas hidrográficas. De corroborarse esta última hipótesis, los
mencionados bienes colectivos ya no contarán con la tutela específica prevista por la ley.


En la misma línea, se modifica el art. 5 para establecer que cuando la autoridad competente determine que un
glaciar o ambiente periglacial incluido en el inventario no cumple con alguna de las funciones aludidas deberá
informarlo al IANIGLA para que éste lo elimine de dicho inventario.


Respecto de estos dispositivos, las críticas giraron en torno a la posibilidad de que las provincias excedan las
atribuciones que se les asignan y a partir de ello logren disminuir la protección de los glaciares y del ambiente
periglacial.


2. El contexto


Por fuera de las consideraciones que emanan de la literalidad del texto legislativo examinado según el título
anterior[1], para la ponderación completa de sus efectos resulta ineludible acudir a determinadas particularidades
del contexto en que fue debatido y finalmente sancionado.


Así, quien propuso la modificación normativa fue el Poder Ejecutivo Nacional mediante nota dirigida al Senado el
15/12/2025. Luego, el mismo día de la sanción definitiva, el Poder Ejecutivo difundió el comunicado n° 145 a
través del cual textualmente celebró la aprobación de la ley.


De manera que, más allá de las consideraciones técnicas que puedan dispensarse acerca del articulado, de
estos dos documentos pueden extraerse elementos objetivos que ilustran acerca de los fundamentos y finalidad
de la norma en cuestión. Es decir: por qué y para qué se modificó la ley de glaciares. Vale aclarar que los
argumentos volcados en el mensaje inicial y en el comunicado posterior fueron a su vez replicados y respaldados
tanto por quienes votaron afirmativamente la norma como por aquellos que apoyaron públicamente la iniciativa
(audiencias desarrolladas durante el trámite legislativo, medios de comunicación, redes sociales, etc.).


Bajo este prisma, la idea general es clara: resultaba necesario disminuir los estándares de protección ambiental
fijados por la ley original a los efectos de facilitar el desarrollo económico de aquellas provincias en las cuales se
ubican los glaciares y el ambiente periglacial. Insistimos en que más allá de la minuciosidad con que puedan
analizarse los aspectos jurídicos del texto legal, lo importante es tener presente qué es lo que se pretende hacer
con la ley: fomentar la actividad minera. Por lo tanto, quedarnos con el mero examen exegético/técnico del
articulado (el cual se formulará con profundidad seguramente en las causas judiciales que tramitarán) resultaría
algo ingenuo a los fines del presente trabajo.


Algunas nociones textuales que obran tanto en el mensaje inicial como en el comunicado posterior ratifican lo
expuesto: - Las limitaciones a la utilización racional y sustentable de los recursos naturales deben ser
excepcionales. - Los cambios propuestos comprenden un reclamo histórico de las provincias integrantes de la
Mesa del Litio (Catamarca, Jujuy y Salta) y de la Mesa del Cobre (las mencionadas, Mendoza y San Juan). - La
reforma aprobada les devuelve a las provincias la competencia que les corresponde como legítimas titulares del
dominio originario de sus recursos, permitiéndoles identificar, proteger y administrar sus reservas hídricas de
manera eficiente, técnica y realista. - En función de evaluaciones técnico-científicas provinciales, se permite la
explotación de los minerales en los terrenos que estaban mal catalogados como glaciares y no formaban parte
del objeto protegido de la ley. - Los intentos de interferencia de organizaciones extranjeras fracasaron y los
ecologistas empecinados en impedir el progreso de la República Argentina volvieron a perder.


Este contexto local que funcionó como disparador de la legislación examinada no escapa a un escenario global
copado por discursos públicos, decisiones administrativas, legislativas y también -en algunos casos- judiciales
que han disminuido la intensidad en la tutela de determinados derechos fundamentales con fundamento -según
se dice- en la necesidad de remover trabas que dificultan el desarrollo económico o bien de retraer la injerencia y
control estatal de aquellos ámbitos que se consideran privados y -como tales- regidos exclusivamente por la
voluntad y libertad de cada uno de los sujetos. Claro está que no se trata de una regla general aplicable a todos
los países, pero sí a muchos.
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Basta con repasar las noticias publicadas en los principales portales del mundo durante los últimos años para
verificar que este tipo de flexibilizaciones y retrocesos se han dado no solo en materia ambiental sino también por
ejemplo en lo relativo a derechos de trabajadores, de consumidores, de minorías étnicas o raciales, de
comunidades originarias, en el campo de la perspectiva de género, de las diversidades en sus diferentes
manifestaciones, de la salud y la educación pública, de la cultura, etc. Todas estas problemáticas han sido
incluso advertidas con preocupación respecto puntualmente de determinados países por diferentes organismos
internacionales de derechos humanos.


Una característica compartida por este tipo de decisiones se relaciona con lo aludido más arriba en el presente
título: quienes proponen y ejecutan las medidas explicitan claramente que resulta necesario disminuir o remover
determinados estándares de protección que se consideran exagerados o limitativos del desarrollo económico y/o
de las libertades individuales. O sea que -reiteramos- los motivos por los cuales se adoptan las medidas y los
objetivos que con ellas se persiguen no se ocultan para nada (sino, más bien, todo lo contrario). Ello,
independientemente de las sutilezas a las que luego se acuda en los diferentes instrumentos a través de los
cuales se ejecutan tales decisiones (discursos públicos, actos administrativos, decretos, leyes, disposiciones o
sentencias judiciales).


Como contraposición al escenario descripto, se han generado reacciones y manifestaciones de todo tipo y tenor.
Observamos a diario reclamos públicos de grupos de personas y organizaciones de la sociedad civil tanto en las
calles como en los medios de comunicación y redes sociales, discursos enfáticos propiciados por integrantes de
partidos políticos opuestos al mayoritario, pedidos de veto o anulación, decisiones judiciales que revocan o
declaran inconstitucionales decisiones administrativas y/o legislativas, etc. Todo esto ya sucedió y/o va a suceder
a partir de la modificación que sufrió la ley de glaciares, de manera que estamos ante un escenario para nada
desconocido a lo largo de nuestra historia reciente.


3. El paradigma


Relevamos sucintamente en los dos títulos que anteceden tanto algunos tópicos sustanciales del texto de la ley
como del contexto en que se dictó.


Corresponde ahora contrastar dichos contenidos con algo que se encuentra antes o por encima de todo ello: el
paradigma constitucional ambiental.


Adelantamos nuestra idea central en este punto: ninguna decisión que se adopte en el marco de un Estado de
derecho -por más que emane de los órganos facultados a tales fines- puede contrariar las pautas establecidas
por los tratados de derechos fundamentales y por la Constitución Nacional. Lo que estamos insinuando
concretamente entonces es que tanto el texto de la reforma legislativa en comentario (al menos en lo que hace a
sus pasajes más controvertidos) como los fundamentos desarrollados en el contexto en que se sancionó son
contrarios al paradigma que explicaremos bajo este acápite.


Dicho esto, cuando se presentan controversias interpretativas respecto a las fuentes jurídicas aludidas en el
párrafo anterior, los encargados de resolverlas son los Poderes Judiciales. Listaremos entonces brevemente
algunas de las pautas consolidadas desde hace ya varios años por la jurisprudencia de nuestro país y que
incidirán de lleno en el testeo de convencionalidad y constitucionalidad de la reforma introducida a la Ley 26639.


a) Constitucionalidad de la ley de glaciares. Función socioambiental: previo a la modificación sancionada el 9 de
abril de 2026, la originaria ley de glaciares ya fue objeto de controversias y disputas muy similares a las que
vivenciamos actualmente.


Esto denota una característica muy típica de nuestro país: grandes temas sobre los cuales pareciera haberse
logrado un consenso democrático y generalizado luego de intensos debates y luchas, vuelven a ponerse en tela
de juicio en función de argumentos circunstanciales que ya fueron sólidamente rebatidos en otros tiempos.
Dentro de muchísimos ejemplos que podríamos referenciar acerca de tal fenómeno, sin lugar a dudas que uno de
los más paradigmáticos es el del juzgamiento de los delitos de lesa humanidad cometidos durante la última
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dictadura militar. Pese a la contundencia de la doctrina judicial que nuestro país ha consolidado desde hace
décadas al respecto -lo cual incluso motivó reconocimientos a nivel global-, cada determinada cantidad de años
surge una especie de "oleada" que cuestiona todo lo avanzado en materia de tutela de estos derechos humanos,
lo cual resulta realmente llamativo (por no decir peligroso).


Retornando a la cuestión ambiental, los debates que se suscitaron en su momento respecto de la ley de
glaciares -mucho de los cuales coinciden con los actuales- culminaron con la ratificación de su validez
constitucional por parte de la CSJN en la conocida causa "Barrick"[2].


Entre otros argumentos, se interpretó que la norma impugnada por parte de las mineras no genera lesiones a sus
derechos y también que el procedimiento formal de sanción de la ley resultó adecuado. Agregó el tribunal que los
arts. 41 y 124 de la Constitución Nacional deben ser interpretados buscando adaptar la gestión de los recursos
naturales a las directivas de la cláusula ambiental, para cumplir de la forma más fidedigna posible un mecanismo
propio del federalismo concertado que estableció el constituyente. La tarea de concertación federal es
primariamente de las autoridades políticas nacionales y provinciales, que deben conjugar intereses para
potenciar el cumplimiento del texto constitucional, sin vaciar de contenido el modelo federal del Estado ni el
proyecto ambiental de la Carta Magna.


La Corte se pronunció también acerca de la necesidad de compatibilizar el ejercicio de los derechos individuales
con la protección de los bienes comunes bajo la noción de la función socioambiental. Se lee en la sentencia que
frente a las previsiones de la ley de glaciares que apuntan a proteger derechos de incidencia colectiva, los jueces
deben ponderar que las personas físicas y jurídicas pueden ser titulares de derechos subjetivos que integran el
concepto constitucional de propiedad. Mas también deben considerar que ese derecho individual debe ser
armonizado con los derechos de incidencia colectiva (artículos 14 y 240 del Código Civil y Comercial) para
asegurar que el ejercicio de la industria lícita sea sustentable.


Las pautas aludidas rebaten los objetivos que explícitamente persigue la modificación actual de la ley de
glaciares consistentes en privilegiar el desarrollo económico mediante el ejercicio de derechos individuales por
sobre la tutela de los bienes comunes.


Sentado lo expuesto, merece destacarse que el concepto de función socioambiental no restringe por completo ni
la propiedad privada ni las actividades industriales, mineras o comerciales, sino que -al contrario y en términos
adoptados por la CSJN- no se trata de prohibir irracionalmente tales emprendimientos, sino de autorizarlos
razonablemente. Se tiende a armonizar adecuadamente la necesidad del desarrollo económico con la
sustentabilidad ambiental, de manera que la explotación de los recursos no los termine agotando o causando
daños irreparables[3].


b) Principio de no regresión o prohibición de retroceso en materia de derechos fundamentales: claro está que lo
señalado en el punto anterior no inhibe al parlamento para efectuar las modificaciones que considere necesarias
respecto de cualquier norma. Pero en tal faena debe observarse cabalmente el principio de progresividad, el cual
al tiempo que procura la mejora gradual de los bienes ambientales, supone también que los estándares de
protección vigentes no sean sustituidos por otros inferiores u ostensiblemente ineficaces. Si bien no está vedado
al cuerpo legislativo adecuar sus normas en función de nuevas decisiones públicas, ello supone un examen
global y una justificación razonable de los cambios introducidos[4].


Del propio texto de la reforma legislativa examinada se extraen elementos que denotan su regresividad: tanto la
adición de condicionamientos para que los bienes colectivos resulten objeto de tutela como la retracción de las
competencias y funciones de control a cargo del Estado Nacional configuran ejemplos evidentes al respecto. Por
lo tanto, se activa una suerte de presunción de inconstitucionalidad de la decisión adoptada (por su carácter
regresivo) que deberá ser rebatida con argumentos razonables en las instancias judiciales que correspondan.


En tal procedimiento argumentativo ostentarán un rol esencial las siguientes premisas netamente consolidadas
en nuestro ordenamiento jurídico.


c) Protección constitucional - Estado de Derecho Ambiental: si -tal como adelantáramos- nuestro modelo
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constitucional demanda de todos los actores conductas tendientes a intensificar la implementación de los
instrumentos tuitivos, se tornará imprescindible que las políticas públicas incorporen la variable ambiental en
todos sus ámbitos. Sostuvo la Corte en esta línea que la Constitución Nacional tutela al ambiente de modo claro
y contundente, lo que permite admitir la existencia de un componente ambiental del Estado de Derecho. Así, la
efectividad que se reclama para todos los derechos fundamentales también debe ser predicada respecto del
ambiente[5].


Esto es relevante porque en dicha concepción todos los derechos fundamentales tutelados por el bloque de
constitucionalidad deben ser releídos en clave ambiental y no a la inversa como pareciera emanar de los
fundamentos por los cuales se decidió modificar la Ley 26639.


Existe además en el Estado de Derecho Ambiental una obligación de previsión extendida y anticipatoria a cargo
de los funcionarios públicos en particular, a partir de la cual "el administrador que tiene ante sí dos opciones
fundadas sobre el riesgo debe actuar precautoriamente y obtener previamente la suficiente información a efectos
de adoptar una decisión basada en un adecuado balance de riesgos y beneficios"[6].


d) Tutela del ambiente vs. Desarrollo económico como falsa dicotomía: bajo el esquema que venimos
describiendo, tampoco resulta acertada la concepción que inspira a la decisión legislativa en comentario
consistente en que la tutela de los bienes comunes se erige como un freno irrazonable al desarrollo económico.


Hace ya casi veinte años que la Corte Suprema enseña que el principio precautorio implica armonizar la tutela
del ambiente y el desarrollo mediante un juicio de ponderación razonable, por lo que no debe buscarse oposición
entre ambos sino complementariedad, ya que la tutela del ambiente no significa detener el progreso, sino -por el
contrario- hacerlo más perdurable en el tiempo de manera que puedan disfrutarlo las generaciones futuras[7].


No se pretende entonces prohibir por completo todas las actividades económicas que ostenten alguna incidencia
sobre los bienes colectivos, sino lograr que las empresas ejerzan sus derechos incorporando la variable
ambiental sin contaminar ni destruir los glaciares. Podrán en esa línea utilizar tecnologías "limpias" que les
permitan maximizar sus regalías y al mismo tiempo absorber las externalidades negativas (costos
socioambientales) que generan.


Ello así, aún más teniendo en cuenta que el disfrute de un ambiente sano y apto para el desarrollo humano es
comprendido como un presupuesto o un prerrequisito para el ejercicio de los demás derechos fundamentales que
las personas ostentan[8]. O sea que de nada sirve facilitar el desarrollo de la actividad minera sin paralelamente
cuidar los recursos naturales ya que cuando se extingan los glaciares no resultará posible para las generaciones
actuales ni para las futuras disfrutar de los beneficios económicos que tales emprendimientos produzcan.


e) Concepción sistémica o ecocéntrica: en función de lo señalado en el párrafo anterior, tampoco se advierte que
la modificación normativa haya considerado que actualmente la regulación jurídica del agua y de los recursos
naturales en general ya no puede basarse en un modelo antropocéntrico que solo tenga en cuenta la utilidad
privada que una persona puede obtener o bien en función de la utilidad pública identificada con el Estado. Por el
contrario, hoy el paradigma jurídico que ordena la regulación de estos derechos es ecocéntrico o sistémico y no
tiene en cuenta solamente los intereses privados o estaduales, sino los del mismo sistema[9].


f) Distribución de competencias: tal como se expresó en diferentes ámbitos que rodearon a la modificación de la
ley de glaciares, no hay dudas acerca de que corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos
naturales existentes en su territorio ya que así lo dispone el art. 124 de la Constitución Nacional. Ahora bien, esto
debe armonizarse con lo regulado por el tercer párrafo del artículo 41 de la Carta Magna en consonancia con lo
dispuesto por el art. 6 de la Ley 25675.


Explica la CSJN en este punto que se impone una reformulación en la interpretación clásica del federalismo ya
que es preciso conjugar la territorialidad ambiental -que responde a factores predominantemente naturales- con
la territorialidad federal -que expresa una decisión predominantemente histórica y cultural-. La relevancia
constitucional que la protección ambiental y el federalismo tienen en nuestro país exige emprender una tarea de
"compatibilización". Frente a la existencia de tensiones en las relaciones interjurisdiccionales, es necesario
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asumir una percepción conjuntiva o cooperativa propia de un federalismo de concertación, que supere los
enfoques disyuntivos o separatistas[10].


Bajo dicha óptica, no parece adecuado que el Estado Nacional ceda por completo a las provincias la facultad de
determinar qué tipo de glaciar o ambiente periglacial será incluido dentro del inventario a los fines de activar la
protección. Esto colisiona con lo estipulado por el tercer párrafo del art. 41 de la Constitución Nacional según el
cual corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y a las
provincias las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales.


Respecto de la facultad de los entes locales en materia legislativa, la Corte expresó que complementar supone
agregar alguna exigencia o requisito no contenido en la legislación complementada[11]. Por lo tanto, las
provincias en las cuales se encuentran los glaciares y el ambiente periglacial de ninguna manera podrían adoptar
decisiones que redunden en una menor protección que la ya alcanzada mediante la normativa nacional.


g) In dubio pro ambiente: el último de los tópicos que parece importante resaltar a los fines de testear la
convencionalidad y constitucionalidad de la modificación legislativa analizada es el principio según el cual -en
casos de duda- todos los procesos ante tribunales, órganos administrativos y otros tomadores de decisión
deberán ser resueltos de manera tal que favorezcan la protección y conservación del ambiente, dando
preferencia a las alternativas menos perjudiciales[12].


Tal como se desprende de su enunciación, el principio in dubio pro natura rige para todos aquellos sujetos u
organismos encargados de adoptar decisiones que puedan de algún modo u otro afectar a los bienes
ambientales. Bajo este prisma, no pareciera que el parlamento haya ponderado tal "mandato de optimización" a
la hora de modificar la Ley 26639 tal como lo hizo.


4. Algunas reflexiones


Culminamos este preliminar y acotado aporte señalando que resulta totalmente legítimo que el Poder Legislativo
-como órgano plural y representativo de la voluntad popular- debata y sancione leyes tales como la que aquí
hemos relevado. Es esencial para todo sistema democrático que se precie de tal respetar y observar todos los
contenidos legislativos que emanan del parlamento.


Al mismo tiempo, resulta también importante que funcionen los mecanismos de control y de impugnación para
aquellos supuestos en que las voluntades de las mayorías reunidas en el Poder Legislativo se apartan de
determinados parámetros constitucionales y/o convencionales.


En el caso de la modificación de la ley de glaciares -y también en otros procesos similares muy recientes como
por ejemplo el de la Ley de Modernización Laboral 27802- se activaron de inmediato los procedimientos aludidos
en el párrafo anterior. Apenas conocido el proyecto de ley hubo manifestaciones públicas a favor y en contra,
luego se decidió convocar a una audiencia en la que finalmente participó un porcentaje exiguo de todos los
inscriptos, posteriormente se terminó sancionando la ley y al final -ese mismo día- se anunciaron y se
presentaron acciones judiciales con el objetivo de que se declare la inconstitucionalidad de la norma para que no
se aplique.


¿Es saludable o conveniente que este tipo de debates tan trascendentales para toda la sociedad sean finalmente
definidos por los Poderes Judiciales? Dejamos la respuesta concreta a dicho interrogante para el debate y nos
conformamos aquí con señalar simplemente que el descripto constituye el sistema diseñado por nuestra
Constitución Nacional para la resolución de los conflictos de manera civilizada.


En dicho esquema, los Poderes Judiciales no promueven las causas ni buscan intervenir en ellas, sino que son
las personas humanas o jurídicas quienes concurren a los tribunales para peticionar por sus derechos tal como
sucedió al día siguiente a la modificación de la ley de glaciares. Esto es razonable ya que resulta imperioso que
funcione correctamente un sistema de "contrapesos" para aquellas hipótesis en las cuales las decisiones
adoptadas por las mayorías circunstanciales desconocen los derechos de las minorías, de los bienes colectivos o
de las generaciones futuras.
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Ello así, porque -tal como explicara la CSJN- le corresponde al Poder Judicial buscar los caminos que permitan
garantizar la eficacia de los derechos y evitar que estos sean vulnerados, como objetivo fundamental y rector a la
hora de administrar justicia y de tomar decisiones en los procesos que se someten a su conocimiento. No debe
verse en ello una intromisión indebida del Poder Judicial cuando lo único que hace es tender a tutelar derechos o
suplir omisiones en la medida en que dichos derechos pueden estar lesionados[13].


En definitiva, y de acuerdo con lo que consignamos en los títulos de este trabajo, los textos legislativos serán
examinados por los órganos jurisdiccionales competentes ponderando tanto el contexto en el que fueron
sancionados como -fundamentalmente- el paradigma constitucional y convencional vigente. Aguardaremos
entonces el resultado de tales procesos, habiendo dejado sentada claramente nuestra postura al respecto en
estas breves líneas cuyo aporte nos solicitara gentilmente la editorial.


[1]  Dejamos afuera muchos otros tópicos relevantes a los efectos de respetar la extensión que se nos
ha asignado para este trabajo.  


[2]  Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y otro vs. Estado Nacional s. Acción declarativa de
inconstitucionalidad, CSJN, 04/06/2019, Rubinzal Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J
5399/19.  


[3]  Comunidad del Pueblo Diaguita de Andalgalá vs. Provincia de Catamarca y otros s. Amparo
ambiental, CSJN, 17/04/2012, Rubinzal Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 2420/12, del voto
en disidencia del Dr. Ricardo Lorenzetti.  


[4]  González Navarro, Abril y otros vs. Municipalidad de Berazategui s. Inconstitucionalidad ordenanza
municipal, SCJ, Buenos Aires, 17/03/2026, Rubinzal Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J
1738/26. Del voto de los Dres. Kogan y Soria.  


[5]  Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas de la Patagonia vs. Provincia de Santa Cruz y
otro s. Amparo ambiental, CSJN, 26/04/2016, Rubinzal Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J
2003/16.  


[6]  Salas, Dino y otros vs. Provincia de Salta y Estado Nacional s. Amparo, CSJN, 26/03/2009, Base
de Datos de Jurisprudencia de la CSJN, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 14218/10.  


[7]  Salas, Dino y otros vs. Provincia de Salta y Estado Nacional s. Amparo, CSJN, 26/03/2009, Base
de Datos de Jurisprudencia de la CSJN, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 14218/10.  


[8]  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva 23/2017 sobre Medioambiente y
Derechos Humanos del 15/11/2017. Parágrafos 47 y 49.  


[9]  Provincia de La Pampa vs. Provincia de Mendoza s. Uso de aguas, CSJN, 01/12/2017, Rubinzal
Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 9674/17.  


[10]  Provincia de La Pampa vs. Provincia de Mendoza s. Uso de aguas, CSJN, 01/12/2017, Rubinzal
Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 9674/17.  


[11]  Minera El Desquite S.A. s. Recurso de queja en: Villivar, Silvana Noemí vs. Provincia del Chubut s.
Amparo, CSJN, 17/04/2007, Rubinzal Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 1273/07.  


[12]  Saavedra, Silvia Graciela y otro vs. Administración Nacional de Parques Nacionales y otros s.
Amparo ambiental, CSJN, 25/02/2021, Rubinzal Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 897/21.  


[13]  Comunidad Aborigen de Santuario de Tres Pozos y otras vs. Provincia de Jujuy y otros s. Amparo
ambiental, CSJN, 28/03/2023, Rubinzal Online, www.rubinzalonline.com.ar, RC J 1007/23. 
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LA LEY DE GLACIARES ARGENTINA N.º 27.804: DE LA TUTELA EX LEGE 
A LA VERIFICACIÓN FUNCIONAL 


Estándar técnico auténtico y estándar técnico aparente en la regulación ambiental comparada 


de Alessia De Blasio1 


SUMARIO: 1. Introducción. — 2. El modelo de 2010 y su paralelo italiano: tutela ex lege y ponderación ex 
ante. — 3. La reforma de 2026: de la prohibición automática a la verificación funcional. — 4. El control 
jurisdiccional. — 5. Un test de cuatro requisitos para el estándar técnico auténtico. — 6. Conclusiones: 
hacia una verificación funcional no regresiva. 


1. Introducción 


El derecho ambiental está llamado, cada vez con mayor frecuencia, a proteger bienes que comparten tres 
características: fragilidad, función estratégica e irreversibilidad del daño. Los glaciares y el ambiente 
periglacial pertenecen a esta categoría: constituyen reservas hídricas estratégicas, archivo de la memoria 
climática y reguladores de los equilibrios ecosistémicos, y ninguna tecnología está hoy en condiciones de 
restituir las funciones ecosistémicas cumplidas por un glaciar natural una vez comprometidas. Es a partir de 
este presupuesto que debe leerse la reforma de la ley argentina de glaciares, la Ley N.º 27.804, sancionada 
por el Congreso el 8 de abril de 2026 (Expte. 72-S-25, OD 7) y promulgada mediante el decreto 271/2026 
del 23 de abril, publicado en el Boletín Oficial el 24 de abril de 20262, que sustituye los artículos 1, 3, 5, 6, 
7 y 8 de la Ley N.º 26.639 de 2010 e introduce un nuevo artículo 3 bis. 


El problema, sin embargo, no es si la Ley 27.804 reduce formalmente las prohibiciones sustanciales previstas 
por la ley de 2010: como se verá, no lo hace. El problema es si la sustitución de la técnica normativa —de la 
prohibición automática a la verificación funcional caso por caso— determina lo que puede definirse como 
una regresión silenciosa de la tutela: un retroceso que no pasa por la derogación expresa de una prohibición, 
sino por el vaciamiento de su funcionamiento concreto, mientras el texto de la norma permanece, en el 
lenguaje, inalterado o incluso reforzado. El glaciar sigue siendo nombrado por la ley como bien protegido, 
pero queda expuesto a valoraciones administrativas caso por caso y, por lo tanto, a intervenciones 
potencialmente irreversibles: la tutela permanece en el lenguaje de la ley, mientras se vacía silenciosamente 
su funcionamiento concreto. Responder a este interrogante requiere un instrumento conceptual más general: 
¿cuándo un estándar técnico, llamado a sustituir una prohibición rígida por una verificación caso por caso, 
define realmente la discrecionalidad administrativa en sentido protector, y cuándo, en cambio, la define solo 
en apariencia, dejándola sustancialmente carente de límites? La cuestión se inscribe en el surco de la clásica 
distinción entre reglas y estándares elaborada por la doctrina del law and economics3, y dialoga con el debate 
italiano más reciente sobre la discrecionalidad orientada4: su aplicación al derecho ambiental argentino y, en 
particular, al caso de los glaciares, ofrece sin embargo un banco de prueba aún inexplorado. 


La tesis que se pretende sostener es que la Ley 27.804 introduce un estándar técnico solo aparente: enuncia 
un criterio nominalmente verificable —la «función hídrica» y la «alteración relevante»— pero no satisface, 
como se mostrará, las condiciones institucionales que harían de ese criterio algo efectivamente vinculante. 
Tales condiciones, que el § 5 derivará de la propia estructura de la reforma en un test de cuatro requisitos, se 


 
1Graduada con honores en Ciencias Políticas y de las Instituciones Europeas por la Università degli Studi del Molise, con una tesis 
en Derecho Administrativo Europeo dedicada a los criterios de racionalización de la discrecionalidad administrativa en la transición 
ecológica, en perspectiva comparada entre la Unión Europea y Argentina (director, el Prof. titular de derecho administrativo 
Alessandro Cioffi; codirector, el Prof. asociado de derecho europeo Lorenzo Federico Pace). 
2Boletín Oficial de la República Argentina, sec. Medio Ambiente, Ley 27.804, 24 de abril de 2026; v. también Infobae, «El Gobierno 
promulgó la reforma de la Ley de Glaciares: cuáles son las modificaciones que entraron en vigencia», 24 de abril de 2026, y Clarín-
El Cronista, «Ley de Glaciares: promulgaron la reforma, uno por uno, todos los cambios que rigen desde hoy», 24 de abril de 2026. 
3L. KAPLOW, Rules versus Standards: An Economic Analysis, Duke Law Journal, vol. 42, n.º 3, diciembre 1992, 557-629. 
4M. CONFORTI, L'interesse pubblico prevalente in materia di impianti per la produzione di energia da fonti rinnovabili: un'ipotesi 
di discrezionalità indirizzata?, ponencia presentada en el Convegno «La discrezionalità amministrativa», Universidad de Salerno, 19 
de marzo de 2026; S. PERONGINI, Le nuove categorie dogmatiche della discrezionalità comparativa, Giappichelli, 2025. 







refieren a la definición del objeto, la uniformidad del criterio, la separación institucional entre quien lo define 
y quien lo aplica, y la existencia de una regla de cierre no derogable. 


El punto de observación desde el cual parte este trabajo es el del derecho administrativo italiano, para el cual 
la técnica argentina de la verificación funcional no carece de términos de comparación: el ordenamiento 
interno, como se verá en el § 2, protege el mismo bien —los glaciares— con una técnica normativa distinta 
en el objeto pero idéntica en la estructura, y lo hace eligiendo conscientemente, entre dos técnicas ambas 
disponibles en su propio sistema, la más rígida. Traer este término de comparación al debate instaurado por 
la doctrina argentina sobre la reforma —debate que, comprensiblemente, razona hasta ahora casi 
exclusivamente dentro de sus propias coordenadas constitucionales y administrativas— es el aporte 
específico que quien escribe, italiana, pretende ofrecer al Centro de Derecho Ambiental y a la comunidad 
científica argentina: no una lectura externa y distanciada, sino una lectura que pone a rendir la tradición 
administrativista de procedencia para evidenciar, por contraste, lo que en la reforma argentina parece técnico 
pero no lo es del todo. 


2. El modelo de 2010 y su paralelo italiano: tutela ex lege y ponderación ex ante 


La Ley N.º 26.639, aprobada en 2010, no era una simple normativa sectorial, sino una arquitectura de 
presupuestos mínimos de protección ambiental en los términos del art. 41 de la Constitución argentina, que 
atribuye a la Nación la potestad de fijar estándares mínimos uniformes e inderogables de tutela ambiental, 
dejando a las provincias el dominio originario de los recursos naturales conforme al art. 1245. La técnica de 
tutela se basaba en tres pilares: la objetivación del bien, que extendía la protección del hielo en sí al sistema 
periglacial como unidad geomorfológica e hidrológica; la garantía epistémica nacional, confiada al Instituto 
Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA), cuyo Inventario Nacional hacía 
cognoscible el bien para el derecho, sustrayéndolo a la variabilidad de las decisiones locales; y una 
ponderación ex ante, que prohibía a priori las actividades mineras, industriales y las demás incompatibles 
con la naturaleza del bien protegido, reduciendo la evaluación de impacto ambiental a un control sobre lo 
que quedaba fuera de la prohibición legal. 


La Corte Suprema de Justicia de la Nación validó íntegramente este esquema en el caso Barrick 
Exploraciones Argentinas S.A. y otro c/ Estado Nacional (Fallos 342:917, 4 de junio de 2019)6, al rechazar 
el intento, promovido por una empresa minera y, en forma adhesiva, por el gobierno de San Juan, de que se 
declarara la inconstitucionalidad de la ley por exceso de competencia federal respecto del dominio provincial 
sobre los recursos naturales. Como se verá más adelante, el precedente Barrick constituye hoy el parámetro 
respecto del cual se mide la resistencia constitucional de la reforma de 2026. 


El modelo de la tutela ex lege no es, por lo demás, un caso único argentino. También el ordenamiento italiano 
incluye a los glaciares entre los bienes sustraídos a la disponibilidad de la discrecionalidad administrativa 
ordinaria, y lo hace con una técnica aún más tajante: el art. 142, apartado 1, letra e), del Código de bienes 
culturales y del paisaje (d.lgs. 22 de enero de 2004, n.º 42) somete «los glaciares y los circos glaciares» a un 
vínculo paisajístico denominado ope legis, que opera por el solo hecho de la existencia del bien, sin que se 
requiera acto administrativo alguno de reconocimiento y, mucho menos, verificación funcional alguna caso 
por caso7. Es significativo que el mismo Código, para otras categorías de bienes paisajísticos —los 


 
5Sobre la tensión estructural entre los arts. 41 y 124 Const. arg. en el federalismo ambiental, D. SABSAY, C. FERNÁNDEZ, Un 
principio crucial para el derecho humano al ambiente y la defensa de la biodiversidad, La Ley, 10 de junio de 2020, 
AR/DOC/1781/2020; para un tratamiento de acceso libre sobre el mismo tema, v. Federalismo concertado en el artículo 41 de la 
Constitución Nacional, disponible en cdi.mecon.gob.ar/bases/jurid/19336.pdf, y F. VILLAR, El enigmático dominio originario de 
los recursos naturales del artículo 124 de la Constitución de la Nación Argentina, Revista de Derecho Administrativo Económico 
(ReDAE), n.º 36, 2022, disponible en repositorio.uca.edu.ar. 
6CSJN, Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y otro c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de inconstitucionalidad, Fallos 
342:917, 4 de junio de 2019. 
7Sobre la categoría de los vínculos paisajísticos denominados ope legis, introducida por la l. 8 de agosto de 1985, n.º 431 (denominada 
legge Galasso) y hoy contenida en el art. 142 del Código, v. Brocardi.it, Art. 142 codice dei beni culturali e del paesaggio - Aree 
tutelate per legge. 







«inmuebles y las áreas de notable interés público» del art. 136— adopte en cambio la técnica opuesta, 
subordinando el vínculo a un acto administrativo de individualización, según el procedimiento de los arts. 
138 y 1408: el legislador italiano ha elegido, así, consciente y precisamente para los glaciares, la técnica que 
mejor se presta a prevenir una regresión silenciosa, sustrayendo el bien a cualquier discrecionalidad, incluso 
de mero reconocimiento. Los dos sistemas, argentino e italiano, no son superponibles —la tutela italiana es 
paisajística, la argentina hídrica y ambiental— pero comparten la misma elección de técnica normativa, y la 
comparten por la misma razón: reservar la modificación del régimen de protección a una intervención 
legislativa expresa, en lugar de a una valoración administrativa caso por caso, cuando el bien es frágil y el 
daño, de producirse, sería irreversible. Es precisamente esta elección de fondo la que la Ley 27.804, como se 
verá, vuelve a poner en discusión, exponiendo al sistema argentino a un riesgo de regresión silenciosa del 
que el modelo italiano, por ahora, permanece inmune. 


3. La reforma de 2026: de la prohibición automática a la verificación funcional 


La Ley 27.804 no deroga, formalmente, ninguna prohibición sustancial: las cuatro categorías de actividades 
prohibidas —dispersión de sustancias contaminantes, construcción de obras edilicias o de infraestructura 
(salvo las necesarias para la investigación científica y la prevención de riesgos), exploración y explotación 
minera y de hidrocarburos, instalación de industrias— permanecen idénticas al texto de 20109. Lo que 
cambia, radicalmente, es la técnica de activación de la prohibición y la autoridad competente para decidir su 
aplicación concreta. 


El nuevo artículo 3 bis introduce lo que se presenta como un fortalecimiento del principio precautorio: todos 
los glaciares y las geoformas periglaciales ya inscriptos en el Inventario Nacional se presumen protegidos 
hasta tanto la autoridad competente no verifique, mediante estudios técnico-científicos, la ausencia de la 
función hídrica prevista en el art. 110. La carga de la prueba recae, en abstracto, sobre quien pretende excluir 
el bien de la tutela: una estructura que reproduce la lógica clásica del principio precautorio, tal como lo 
reconoce la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, según la cual los Estados deben actuar 
precautoriamente en tutela de la vida y de la integridad personal cuando existan indicadores plausibles de un 
daño grave e irreversible al ambiente, aun en ausencia de certeza científica11. 


Esta presunción se erosiona, sin embargo, por efecto de dos mecanismos concurrentes. El primero concierne 
al art. 6, que condiciona la operatividad de las cuatro prohibiciones sustanciales a la identificación previa del 
glaciar por parte de la autoridad competente de la jurisdicción respectiva conforme al art. 8, apartado 1: solo 
las actividades que puedan alterar de modo relevante, en los términos y a los efectos del art. 27 de la Ley 
General del Ambiente n.º 25.675, quedan prohibidas, y corresponde a la autoridad local, mediante evaluación 
de impacto ambiental, establecer qué actividades configuran dicha alteración12. La prohibición, antes 
automática por el solo hecho de la inscripción en el Inventario, se vuelve hoy consecuencia de un acto 
administrativo de identificación realizado por la misma autoridad llamada, en última instancia, a autorizar la 
intervención: una verdadera inversión del esquema originario, que puede sintetizarse así: antes, el bien estaba 
protegido salvo exclusión motivada; hoy, el bien está protegido solo si y cuando la autoridad lo identifica 
como tal. 


 
8Sobre la distinción entre vínculos ope legis ex art. 142 y vínculos por acto administrativo ex arts. 136, 138 y 140, v. Soprintendenza 
Archeologia Belle Arti e Paesaggio della Basilicata, Tutela paesaggistica, Codice dei Beni culturali e del Paesaggio, d.lgs. n.º 42/2004, 
parte III, arts. 131-159. 
9Art. 6, Ley 26.639, sustituido por el art. 5 de la Ley 27.804, texto en Boletín Oficial, cit. 
10Art. 3 bis, Ley 26.639, introducido por el art. 3 de la Ley 27.804. 
11Corte IDH, Medio Ambiente y Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-23/17, 15 de noviembre de 2017, Serie A n.º 23, párr. 
180. 
12Art. 6, Ley 26.639, sustituido por el art. 5 de la Ley 27.804: «En los glaciares y en el ambiente periglacial identificados por la 
autoridad competente de la jurisdicción respectiva conforme a lo dispuesto por el apartado 1) del artículo 8°, quedan prohibidas las 
actividades que puedan alterar de modo relevante […] su condición natural o las funciones hídricas señaladas por el artículo 1°». V. 
también Estudio O'Farrell, La Ley 27.804 modifica el régimen de protección de glaciares y ambiente periglacial, mayo 2026. 







El segundo y más problemático mecanismo —una verdadera fragmentación del Inventario Nacional, antes 
presidio unitario y hoy expuesto a veintitrés posibles revisiones provinciales— se aloja en el último párrafo 
del nuevo art. 5, que regula las relaciones entre las autoridades provinciales y el IANIGLA. La norma prevé 
que la autoridad provincial que constate la ausencia de función hídrica de un glaciar inscripto deba notificarlo 
al IANIGLA para que disponga su baja del Inventario; el texto agrega, textualmente: «La omisión de hacerlo 
por parte del Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA) no afectará 
la validez de la autorización otorgada por la autoridad competente de la jurisdicción respectiva en los términos 
del artículo 7° de la presente ley»13: en otras palabras, el eventual silencio del organismo técnico nacional no 
impide en absoluto que la autorización provincial permanezca válida. El efecto práctico es que una provincia 
puede autorizar una actividad sobre un glaciar que el IANIGLA sigue considerando protegido, y esa 
autorización permanece válida: el organismo técnico concebido en 2010 como presidio epistémico de la tutela 
se transforma en un mero registro carente de poder de bloqueo efectivo. 


Cabe señalar, en favor de un juicio menos unívoco, que el art. 7 amplía respecto del texto de 2010 la 
obligación de evaluación de impacto ambiental previa, ahora extendida a todas las actividades proyectadas 
en los glaciares y en el ambiente periglacial, con participación pública conforme a los arts. 19 a 21 de la Ley 
General del Ambiente, salvo las únicas excepciones para actividades de rescate, investigación científica no 
invasiva y deportes no motorizados14. Se trata de un dato que una lectura puramente opositora de la reforma 
corre el riesgo de pasar por alto: la Ley 27.804 no reduce en todos los aspectos las garantías procedimentales. 


Precisamente este fortalecimiento procedimental tiene, sin embargo, un reverso. En el modelo de 2010, la 
evaluación de impacto ambiental operaba a posteriori de una prohibición ya fijada en sede legislativa: era un 
control sobre lo que quedaba fuera de la prohibición, no el instrumento para decidir su existencia. En el 
modelo reformado, la evaluación de impacto ambiental se convierte ella misma en la sede en la que se decide 
si una actividad es o no incompatible con la función hídrica del glaciar, puesto que es en su procedimiento 
donde la autoridad constata la «alteración relevante» prevista en el art. 6. La ponderación entre tutela 
ambiental y desarrollo económico se traslada así de la sede parlamentaria, que en 2010 había fijado la 
prohibición en términos generales y abstractos, a la sede procedimental-administrativa, competente para 
decidirla caso por caso: es la misma ausencia de separación institucional ya advertida a propósito del 
IANIGLA, aquí referida a la relación entre legislador y administración en lugar de entre administración 
central y provincial. 


4. El control jurisdiccional 


La reforma fue objeto, desde las primeras horas posteriores a su sanción, de una intensa conflictividad 
judicial, desarrollada en dos frentes paralelos. En la Provincia de La Pampa, un amparo colectivo ambiental 
promovido el 9 de abril de 2026 por la propia Provincia, junto con una universidad pública y dos asociaciones 
de tutela ambiental, solicitó al Juzgado Federal de Santa Rosa la declaración de inconstitucionalidad, 
inconvencionalidad y nulidad absoluta de la Ley 27.804, con una medida cautelar de inaplicabilidad 
extendida a todo el territorio nacional15. En la Provincia de Santa Cruz, un recurso promovido por 


 
13Art. 5, último párrafo, Ley 26.639, sustituido por el art. 4 de la Ley 27.804, texto reproducido en I. A. LERER, Ley 27.804 de 
reforma de glaciares: anatomía de la regresión normativa y primer amparo colectivo, Abogados.com.ar, 14 de abril de 2026, que 
califica esta cláusula como el nudo de mayor gravedad constitucional de la reforma. 
14Art. 7, Ley 26.639, sustituido por el art. 6 de la Ley 27.804. 
15El recurso, promovido el 9 de abril de 2026 por la Provincia de La Pampa, la Universidad Nacional de La Pampa, la Fundación 
Chadileuvú y la Asamblea por los Ríos Pampeanos, invoca los arts. 41, 43 y 75, inc. 22, Const. arg., las Opiniones Consultivas de la 
Corte IDH 23/2017 y 32/2025, y los arts. 3, 4, 7 y 8 del Acuerdo de Escazú, ratificado por Ley n.º 27.566 del 19 de octubre de 2020: 
LA NACION, «Ziliotto judicializa la reforma de la ley de glaciares y pide su suspensión inmediata», 9 de abril de 2026; I. A. LERER, 
Ley 27.804 de reforma de glaciares: anatomía de la regresión normativa y primer amparo colectivo, Abogados.com.ar, 14 de abril de 
2026. 







funcionarios locales obtuvo en cambio, en primera instancia, una cautelar que suspendía la aplicación de la 
ley solo en el territorio provincial16. 


Esta segunda cautelar fue, sin embargo, revocada en apelación el 1º de junio de 2026, sobre la base de tres 
argumentos convergentes: la falta de legitimación de los recurrentes municipales para autoatribuirse la 
representación «del pueblo de toda una Provincia»17; la falta de fundamentación de la sentencia de primera 
instancia, que omitía confrontarse con las novedades procedimentales de la reforma, en primer lugar el 
fortalecimiento de la evaluación de impacto ambiental18; y la existencia, en el territorio provincial, de otras 
tutelas legales superpuestas, tales que tornaban el peligro denunciado por los recurrentes «meramente 
conjetural y remoto»19. Advertida la identidad sustancial del objeto con el juicio pendiente en Santa Rosa, la 
causa fue allí acumulada en los términos de la Acordada CSJN n.º 12/2016, en el procedimiento «Provincia 
de La Pampa y otros c/ Estado Nacional s/ amparo ambiental»20. 


Es en este juicio acumulado donde la jurisprudencia constitucional ambiental de la Corte Suprema —desde 
Mendoza (Fallos 331:1622, 8 de julio de 2008) y Salas (Fallos 332:663, 26 de marzo de 2009) hasta Kersich 
(Fallos 337:1361, 2 de diciembre de 2014), La Pampa c/ Mendoza (Fallos 340:1695, 1º de diciembre de 
2017), Majul (Fallos 342:1203, 11 de julio de 2019) y el propio Barrick (Fallos 342:917, 4 de junio de 
2019)— será convocada a medirse con la cláusula del art. 5 in fine de la reforma21. 


El episodio santacruceño anticipa, en sede meramente cautelar, un problema más general que el juicio 
acumulado deberá afrontar en el fondo. Sin un protocolo técnico nacional que fije el umbral de «alteración 
relevante», el juez ya no se encuentra ante un límite neto que aplicar, sino ante una controversia técnico-
científica que está llamado a valorar caso por caso: el parámetro jurídico se vuelve menos inmediato22, y el 
control corre el riesgo de reducirse a verificar que la autoridad haya seguido el procedimiento, sin poder 
controlar con suficiente intensidad la sustancia ambiental de la decisión. La carga de la prueba, 
especularmente, tiende a desplazarse: ya no es necesariamente quien pretende intervenir sobre el glaciar quien 
debe demostrar la ausencia de riesgo, sino que corre el riesgo de ser el propio bien —o quien lo defiende en 
juicio— quien deba probar la persistencia de su función hídrica para conservar la tutela especial. Es un modo 
más en que la ausencia de separación institucional y de criterio uniforme, individualizadas en el § 5, se 
traduce en perjuicio concreto: no solo para el administrado, sino para la propia capacidad del juez de ejercer 
un control pleno. 


5. Un test de cuatro requisitos para el estándar técnico auténtico 


El problema de la reforma no es la técnica de la verificación funcional en sí misma. El problema es la 
ausencia de un criterio nacional vinculante que la estructure realmente. Para demostrarlo no es necesario 
invocar modelos externos: basta con medir la reforma con su propia vara, verificando si la presunción de 


 
16Juzgado Federal de Río Gallegos, 24 de abril de 2026, a instancia del Intendente de El Calafate, de concejales y de legisladores 
provinciales y nacionales: Class Actions Argentina, «Ley de Glaciares: La Cámara Federal de Comodoro Rivadavia revocó la cautelar 
[…]», 4 de junio de 2026. 
17Cámara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia (jueces Javier Leal de Ibarra y Aldo Suárez), 1º de junio de 2026, a raíz 
del recurso de la Procuración del Tesoro de la Nación: MDZ Online, «La Justicia frenó el intento de suspender la Ley de Glaciares 
en Santa Cruz: qué dice el fallo», 1º de junio de 2026. 
18Infobae, «Ley de Glaciares: la Justicia revocó la cautelar que había suspendido su aplicación en Santa Cruz», 1º de junio de 2026. 
19Palabras del Derecho, «Glaciares: revocaron la medida cautelar que suspendía la reforma de la ley en Santa Cruz», 1º de junio de 
2026; en el mismo sentido Contexto Tucumán, «Ley de Glaciares: la Justicia dejó sin efecto la sentencia que frenaba la reforma en 
Santa Cruz», 2 de junio de 2026. 
20Class Actions Argentina, cit. 
21Es significativo que el propio precedente Barrick invoque, en el punto 17 de sus fundamentos, la calificación del ambiente como 
«un bien colectivo, de pertenencia comunitaria, de uso común e indivisible» elaborada en La Pampa c/ Mendoza, lo que confirma la 
continuidad de la línea jurisprudencial sobre la naturaleza colectiva e indivisible del bien ambiental; v. I. A. LERER, cit., quien señala 
la fricción entre la cláusula del art. 5 in fine y la ratio decidendi de Barrick. 
22Sobre el problema teórico de la interpretación de conceptos jurídicos indeterminados, y sobre la diferencia entre una interpretación 
vinculada a un dato objetivo y una interpretación que se resuelve ella misma en un acto de volición discrecional, SANTI ROMANO, 
L'interpretazione delle leggi di diritto pubblico, en Scritti minori, vol. I, Giuffrè, 1950, 90 ss.; A. CIOFFI, Il problema 
dell'interpretazione nel diritto amministrativo, Dir. Amm., 2020, 1, 127 ss. 







protección enunciada por el art. 3 bis está efectivamente sostenida por los instrumentos que los arts. 5, 6 y 
8 le proporcionan, o si, por el contrario, la desmienten en los hechos. 


Para que una presunción de este tipo estructure realmente la discrecionalidad administrativa —en lugar de 
limitarse a orientarla de modo meramente retórico— se requieren, en general, cuatro condiciones 
cumulativas. De la comparación con la clásica distinción entre reglas y estándares23 y con la categoría italiana 
de la discrecionalidad orientada24 surge un criterio general, que puede enunciarse en términos asertivos: un 
estándar técnico puede llamarse auténtico solo cuando satisface cumulativamente cuatro requisitos: 


a) un objeto definido, es decir, la individualización precisa de aquello que el criterio pretende medir; b) un 
criterio uniforme, es decir, un umbral o metodología idéntica con independencia de quién lo aplique; c) una 
separación institucional entre el sujeto que define el criterio y el sujeto que, caso por caso, lo aplica; d) una 
regla de cierre, es decir, una regla que impida que la falta de activación del control técnico produzca de todos 
modos efectos autorizativos. 


Estos cuatro requisitos no son una construcción aislada, sino que encuentran un sólido fundamento en la 
dogmática italiana. Moliterni ha mostrado cómo la presencia de parámetros y criterios técnicos en el supuesto 
normativo contribuye a «espesar la red normativa de la decisión»25, eliminando el espacio en blanco de la 
incertidumbre y abriendo camino a un control jurisdiccional más penetrante: es precisamente lo que ocurre 
cuando un objeto definido y un criterio uniforme —los dos primeros requisitos del test— sustituyen la 
indeterminación de una cláusula general. Y las reflexiones de la doctrina administrativista sobre la distinción 
entre competencia reglada y potestad discrecional26 confirman la otra cara de la cuestión: allí donde la técnica 
impone una solución unívoca y calculable —lo que presupone, previamente, tanto una separación 
institucional entre quien la define y quien la aplica como una regla de cierre que impida su elusión— la 
potestad degrada estructuralmente en constatación reglada. Los cuatro requisitos del test, en otros términos, 
individualizan las condiciones bajo las cuales un supuesto técnico produce este efecto de vínculo; su ausencia, 
como se verá, deja subsistir una discrecionalidad que el lenguaje técnico enmascara sin estructurar. 


Medida sobre su propio texto, la Ley 27.804 supera el test solo en parte. El objeto está definido: la «función 
hídrica» de los arts. 1 y 3 bis individualiza con suficiente precisión aquello que la verificación pretende 
constatar. El criterio, sin embargo, es solo nominalmente uniforme: la «alteración relevante» remite, sí, a una 
fuente nacional común —el art. 27 de la Ley General del Ambiente27— pero su concreción técnica, a falta de 
un protocolo nacional que fije umbrales y metodologías, queda librada a cada jurisdicción provincial, con el 
riesgo de veintitrés prácticas aplicativas divergentes. La separación institucional, sencillamente, falta: el 
IANIGLA, que por competencia científica podría presidir la definición de los parámetros, queda reducido 
por el art. 5 al rango de mero destinatario de una notificación, y la sede que define en concreto el umbral de 
«alteración relevante» coincide con la misma autoridad provincial que luego autoriza el proyecto —lo 
opuesto exacto de la separación exigida por el tercer requisito. Y la regla de cierre está, literalmente, invertida: 
el art. 5 in fine dispone que la omisión del IANIGLA no incide en la validez de la autorización provincial, es 
decir, exactamente el caso —la falta de activación del control técnico— que una regla de cierre debería 
impedir, y que aquí, en cambio, produce plenos efectos autorizativos. 


El resultado del test es contundente: la Ley 27.804 satisface plenamente un solo requisito de cuatro —el 
objeto definido— y de modo solo nominal un segundo —el criterio, uniforme sobre el papel pero no en la 
aplicación—; carece por completo de los otros dos. Es esta combinación, y no la mera presencia de un 


 
23L. KAPLOW, cit. 
24M. CONFORTI, cit.; S. PERONGINI, cit. 
25A. MOLITERNI, La discrezionalità dell'amministrazione: profili ricostruttivi, Milán, 2022, 549. 
26La referencia es a la clásica elaboración de E. FOLLIERI y F. LEDDA sobre el tema. 
27Sobre la ubicación de la Ley General del Ambiente n.º 25.675 en el sistema de fuentes argentino, como referente común y 
transversal a los regímenes sectoriales de presupuestos mínimos, J. A. ESAIN, Configuración jurídica de la Ley General del Ambiente 
en el sistema de fuentes argentino, La Ley, n.º espec. Aniversario LGA, 28 de noviembre de 2022, 9. 







lenguaje técnico, la que distingue un estándar auténtico de uno aparente: se define como auténtico el estándar 
técnico que satisface cumulativamente los cuatro requisitos antes enunciados; es aparente el estándar que 
satisface solo algunos, aun adoptando el léxico de la verificabilidad científica. La misma presunción del art. 
3 bis, que a primera lectura parece reforzar la tutela, se revela así una condición necesaria pero no suficiente: 
una presunción no sostenida por un criterio uniforme, por una separación institucional y por una regla de 
cierre queda expuesta a ser vaciada precisamente por los artículos que deberían implementarla. 


El paralelo con el art. 142 del Código italiano, mencionado en el § 2, permite precisar aún más el punto. El 
ordenamiento italiano no resuelve el problema construyendo, para los glaciares, un estándar técnico más 
sólido que el argentino: lo elude de raíz, optando por una regla —en el sentido propio de la distinción entre 
reglas y estándares— en lugar de por un estándar. Una regla ope legis no requiere un objeto definido con 
precisión científica, ni un criterio uniforme de aplicación, ni una separación institucional entre quien la define 
y quien la aplica, simplemente porque no existe, a posteriori, ninguna aplicación discrecional caso por caso 
que estructurar: el vínculo opera por el solo hecho de la existencia del glaciar. El legislador italiano ha 
elegido, en otros términos, no delegar en absoluto la protección a una valoración técnica sucesiva. La reforma 
argentina podría haber realizado la misma elección; eligió en cambio la vía, más flexible pero más riesgosa, 
del estándar delegado —y es precisamente allí, en la elección de confiarse a un estándar en lugar de a una 
regla, donde se anidan los cuatro requisitos por verificar, y las tres carencias que la reforma de 2026 revela. 


El test, así formulado, no se limita al caso de los glaciares argentinos: la misma grilla puede aplicarse a 
cualquier disciplina que sustituya una prohibición rígida por un umbral técnico delegado, desde la evaluación 
de impacto ambiental y la evaluación ambiental estratégica hasta los criterios de individualización de las 
áreas idóneas para las instalaciones de fuentes renovables, hasta los intentos más recientes de regulación 
algorítmica, donde la noción de «riesgo inaceptable» corre el riesgo de conocer la misma ambivalencia entre 
apariencia y autenticidad técnica si no está anclada a un objeto definido, a un criterio uniforme, a una sede 
de definición separada de la de aplicación y a una regla de cierre no derogable. 


Esta conclusión permite precisar, en clave general, la categoría de la discrecionalidad orientada elaborada 
por la doctrina italiana más reciente a propósito del art. 3 del d.lgs. n.º 190/2024 en materia de energías 
renovables28. Si bien es cierto que la ubicación textual de la orientación legislativa —previamente, en la 
ponderación de los intereses, o posteriormente, en la elección final— no es de por sí decisiva para reconocer 
una discrecionalidad efectivamente estructurada, como mostró Conforti precisamente a propósito de la 
fórmula «en sede de ponderación de los intereses», el caso argentino muestra que el test aquí propuesto puede 
proporcionar el segundo criterio faltante: no basta con preguntarse dónde coloca el legislador la orientación, 
es necesario verificar si el criterio técnico que la vehiculiza satisface los cuatro requisitos de la autenticidad. 
Un principio enunciado como regla de máxima difusión o de máxima precaución, si carece de un criterio 
uniforme, de una separación institucional entre quien lo define y quien lo aplica, y de una regla de cierre, 
corre el riesgo de resolverse en una directiva política carente de real fuerza vinculante jurídica, cualquiera 
sea la ambición protectora de su enunciado textual. 


6. Conclusiones: hacia una verificación funcional no regresiva 


La Ley 27.804 no debe necesariamente ser derogada para volverse compatible con el principio de no 
regresión ambiental, al que Argentina está vinculada en virtud del Acuerdo de Escazú, que consagra dicho 
principio junto con el de progresividad29, además de la reciente Opinión Consultiva 32/25 de la Corte 


 
28M. CONFORTI, cit.; S. PERONGINI, cit. 
29Acuerdo de Escazú, art. 3, lit. c); Ley n.º 27.566 del 19 de octubre de 2020. Sobre el principio de no regresión ambiental, M. 
PRIEUR, El nuevo principio de no regresión en derecho ambiental, discurso de investidura, Universidad de Zaragoza, 2010, quien 
observa, en términos aquí parafraseados, que la regresión ambiental es tanto más peligrosa cuanto más se manifiesta de forma discreta 
y no mediante una derogación frontal de la norma; para el ordenamiento argentino, M.V. BERROS, L. SBRESSO, Primeras señales 
sobre el principio de no regresión en materia ambiental en Argentina. Un estado de la cuestión, 2011; para una reconstrucción de 
acceso libre del principio en el derecho argentino, v. también Academia Nacional de Derecho de Córdoba, El desafío ambiental del 
s. XXI: la aplicación de los principios de no regresión y progresividad, disponible en www.acaderc.org.ar. 







Interamericana de Derechos Humanos sobre la emergencia climática, que ha reconducido el derecho a un 
clima sano al ámbito del derecho a un ambiente sano y ha reiterado la obligación estatal de desarrollo 
progresivo de las tutelas30. Basta con que la verificación funcional introducida por la reforma sea reconducida 
a los cuatro requisitos individualizados en el § 5: un protocolo técnico nacional, elaborado por el IANIGLA, 
que defina de modo uniforme la noción de función hídrica y de alteración relevante; una sede de definición 
de los parámetros realmente separada de la provincial que luego autoriza los proyectos, restituyendo al 
IANIGLA un rol distinto del de mero destinatario de notificaciones; y una regla de cierre que impida, y no 
permita como hoy, que la falta de activación del control técnico produzca de todos modos efectos 
autorizativos. 


En ausencia de estos correctivos, la Ley 27.804 conservará el léxico de la precaución mientras invierte, 
sistémicamente, su función: es esta, exactamente, la regresión silenciosa mencionada al comienzo, y es la 
comparación con el modelo italiano del art. 142 —que sustrae a los glaciares de cualquier discrecionalidad 
de reconocimiento— la que la hace visible por contraste. El caso argentino demuestra que la distinción 
decisiva no pasa entre prohibiciones legislativas y verificaciones técnicas, sino entre verificaciones técnicas 
auténticamente estructuradas y verificaciones solo aparentemente tales: no es la técnica de la verificación 
funcional la que determina el nivel de tutela, sino la arquitectura institucional del estándar que la gobierna. 
Esta es la lección que el caso de los glaciares argentinos devuelve al derecho administrativo global de la 
sostenibilidad, mucho más allá de los confines de la reforma singular de la que partió. 


 
30Corte IDH, Opinión Consultiva OC-32/25, solicitada por Chile y Colombia, resolución del 29 de mayo de 2025, notificada el 3 de 
julio de 2025. 







